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REGLAMENTO QUE DETERMINA LOS PROCEDIMIENTOS DE 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LAS Y LOS SERVIDORES 

PÚBLICOS DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE SONORA 
 

El Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Sonora, en ejercicio de las facultades que le 

confiere la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado en su artículo 11 fracción XXIV, aprueba y emite 

el siguiente: 

 

REGLAMENTO QUE DETERMINA LOS PROCEDIMIENTOS DE 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LAS Y LOS SERVIDORES 

PÚBLICOS DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE SONORA. 

 

CONSIDERANDO 

 

I.- La Constitución Política del Estado de Sonora en su Título Sexto, artículos 143 al 148 B, regula 

las responsabilidades de las y los servidores públicos y, al efecto, establece principios y obligaciones que 

rigen el servicio público, los procedimientos para determinar y sancionar la responsabilidad administrativa 

y las medidas para salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia en el 

desempeño de la función pública. Atendiendo a esa base, el veintiséis de abril de dos mil veintidós se 

publicó una nueva Ley de Responsabilidades y Sanciones para el Estado de Sonora, ordenamiento que 

regula la materia de responsabilidades de las y los servidores públicos del Estado, de los Municipios y 

demás entes públicos en la entidad, entre ellos el Poder Judicial del Estado. 

 

II.- El artículo 118 de la Constitución Política del Estado de Sonora, así como los artículos 8, 9 y 

11 (fracción XXIV) de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado facultan al Pleno del Supremo 

Tribunal de Justicia para expedir acuerdos generales que fueren necesarios para el adecuado ejercicio de 

sus atribuciones a fin de expedir las disposiciones generales, como en este caso, las relativas al régimen 

disciplinario de las y los servidores públicos del Poder Judicial del Estado. 

 

III.- La mencionada Ley Orgánica, en el artículo 11 (fracción XXXVI) le otorga facultades al 

Pleno del Supremo Tribunal de Justicia para resolver sobre las denuncias administrativas y sobre la 

responsabilidad de las y los servidores públicos del Poder Judicial del Estado, incluyendo aquellas que se 

refieran a la violación de los impedimentos previstos en el artículo 123 de la Constitución Política del 

Estado. 

 

IV.- La citada Ley Orgánica en su Título Noveno contiene lo relativo a las responsabilidades de 

las y los servidores públicos del Poder Judicial del Estado, determinando que serán responsables por los 

actos u omisiones en que incurran en el ejercicio de sus funciones; asimismo, establece las causas de 

responsabilidad tanto para las y los servidores públicos que desempeñen funciones jurisdiccionales como 

para las y los que ejercen funciones administrativas, los órganos competentes para conocer de las 

responsabilidades, los tipos de faltas y los procedimientos para determinar las responsabilidades, las 

sanciones y los medios de impugnación. 

 

V.- El presente Reglamento determina los Procedimientos de Responsabilidades Administrativas 

de las y los Servidores Públicos del Poder Judicial del Estado de Sonora, a fin de que esté acorde y 

apegado a las disposiciones de la nueva Ley de Responsabilidades y Sanciones para el Estado de Sonora, 

misma que se publicó y entró en vigor el pasado 27 de abril del año en curso. Asimismo, dejar sin efectos 

el Reglamento que Determina los Procedimientos de Responsabilidades de los Servidores Públicos del 

Poder Judicial del Estado de Sonora, que se expidió mediante Acuerdo General número 07/2021. 
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VI.- El Reglamento que Determina los Procedimientos de Responsabilidades Administrativas de 

las y los Servidores Públicos del Poder Judicial del Estado de Sonora, que se está expidiendo, tiene por 

objeto regular los procedimientos para determinar las responsabilidades que los órganos competentes 

conozcan el debido procedimiento a seguir en las etapas de investigación, sustanciación y aplicación de 

sanciones, a efecto de que dictaminen y resuelvan conforme a derecho para cada caso concreto y, de esa 

manera, las y los servidores públicos del Poder Judicial del Estado al estar sujetos a un régimen 

disciplinario de responsabilidades administrativas, conduzcan su conducta con honestidad, legalidad, 

probidad, lealtad y eficiencia, y de guardar el decoro y la dignidad inherentes al cargo, al tiempo de 

observar las formalidades esenciales del procedimiento previas a la imposición de sanciones; además 

busca que las partes conozcan claramente el camino y sus intervenciones en cada una de las etapas. 

 

VII.- El contenido del citado Reglamento se apega a lo dispuesto en el artículo 143 B, fracción III, 

párrafo tercero, de la Constitución Política del Estado, el cual establece que para la investigación, 

sustanciación y sanción de las responsabilidades administrativas de las y los servidores públicos del Poder 

Judicial del Estado, tendrán conocimiento las Autoridades que determine su propia Ley Orgánica y, por 

otro lado, su contenido se ha sujetado a lo que corresponde su aplicación a la reciente legislación de la 

materia. 

 

En consecuencia, con fundamento en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, artículos 112 y 118 de la Constitución Política del Estado de Sonora, Artículo Quinto 

Transitorio de la Ley de Responsabilidades y Sanciones para el Estado de Sonora y en los artículos 8°, 9° 

y 11 (fracción XXIV) de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Sonora, el Pleno del Supremo 

Tribunal de Justicia del Estado de Sonora tiene a bien aprobar y emitir el siguiente: 

 

REGLAMENTO QUE DETERMINA LOS PROCEDIMIENTOS  

DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LAS Y LOS SERVIDORES PÚBLICOS 

DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE SONORA 

 

CAPÍTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

 

Artículo 1.- El presente Reglamento es de observancia general y obligatoria para las y los 

servidores públicos del Poder Judicial del Estado de Sonora, y tiene por objeto regular los procedimientos 

para determinar las responsabilidades de sus servidores públicos. 

 

Artículo 2.- Las y los servidores públicos del Poder Judicial que quedan comprendidos para el 

objeto de este Reglamento son: El Secretario General de Acuerdos del Supremo Tribunal de Justicia, las y 

los Magistrados de los Tribunales Regionales de Circuito, las y los Jueces de Primera Instancia, las y los 

Administradores de los Juzgados, las y los Secretarios Auxiliares, las y los Secretarios de Acuerdos, las y 

los Secretarios Proyectistas, las y los Actuarios, las y los titulares de los órganos auxiliares administrativos 

del Supremo Tribunal de Justicia y el personal administrativo y de apoyo técnico subordinado que 

desempeñe distintas funciones, cuya relación contractual se relacione con el Supremo Tribunal de Justicia 

del Estado. 

 

Artículo 3.- La Unidad de Investigación de Faltas Administrativas es la Autoridad investigadora 

encargada de indagar las presuntas faltas administrativas de las y los servidores públicos de cuyas 

responsabilidades les corresponda conocer a la Comisión de Disciplina del Supremo Tribunal de Justicia 

del Estado y la Visitaduría Judicial y Contraloría, en los precisos términos del Acuerdo General número 

03/2021 del Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado y en lo que resulte aplicable a la Ley de 

Responsabilidades y Sanciones para el Estado de Sonora. 
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Artículo 4.- La Comisión de Disciplina tiene competencia como Autoridad sustanciadora y 

resolutora para conocer de las responsabilidades del Secretario General de Acuerdos del Supremo 

Tribunal de Justicia, de las y los Magistrados Regionales de Circuito, de las y los Jueces de Primera 

Instancia, de las y los Administradores de los Juzgados y de las y los titulares de los órganos auxiliares 

administrativos del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, y en su caso para aplicar las sanciones a que 

se refiere el artículo 148 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado. Esto derivado del Informe de 

Presunta Responsabilidad Administrativa presentado por la Unidad de Investigación de Faltas 

Administrativas con motivo de las investigaciones iniciadas por denuncia, oficio o derivado de las 

auditorías practicadas por parte de las autoridades competentes o, en su caso, de auditores externos, 

respecto a la conducta de las y los funcionarios públicos mencionados. 

 

Artículo 5.- La Visitaduría Judicial y Contraloría tiene competencia como Autoridad 

sustanciadora y resolutora para conocer de los procedimientos que se deriven de las faltas administrativas 

de las y los Secretarios Auxiliares, las y los Secretarios de Acuerdos, las y los Secretarios Proyectistas, las 

y los Sectarios Instructores, las y los Actuarios y el personal administrativo y de apoyo técnico 

subordinado que desempeñe distintas funciones en los órganos jurisdiccionales y órganos auxiliares 

administrativos. Esto derivado del Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa presentado por la 

Unidad de Investigación de Faltas Administrativas con motivo de las investigaciones iniciadas por 

denuncia; oficio o, derivado de las auditorías practicadas por parte de las autoridades competentes o, en su 

caso, de auditores externos, respecto a la conducta de las y los empleados públicos mencionados. 

 

Artículo 6.- La Unidad de Investigación de Faltas Administrativas, Visitaduría Judicial y 

Contraloría y la Comisión de Disciplina del Supremo Tribunal de Justicia del Estado, contarán con 

Secretarios Técnicos para dar fe de las actuaciones de los trabajos propios y sus procedimientos; así como 

personal de apoyo y recursos materiales para el desarrollo de obligaciones y facultades previstas en la Ley. 

 

Artículo 7.- Las y los servidores públicos observarán en el desempeño de su empleo, cargo o 

comisión, los principios de disciplina, legalidad, objetividad, profesionalismo, honradez, lealtad, 

imparcialidad, integridad, rendición de cuentas, eficacia y eficiencia que rigen el servicio público. Para la 

efectiva aplicación de dichos principios, las y los servidores públicos observarán las siguientes directrices: 

 

I.- Actuar conforme a lo que las leyes, reglamentos y demás disposiciones jurídicas les atribuyen a 

su empleo, cargo o comisión, por lo que deben conocer y cumplir las disposiciones que regulan el 

ejercicio de sus funciones, facultades y atribuciones; 

 

II.- Conducirse con rectitud sin utilizar su empleo, cargo o comisión para obtener o pretender 

obtener algún beneficio, provecho o ventaja personal o a favor de terceros, ni buscar o aceptar 

compensaciones, prestaciones, dádivas, obsequios o regalos de cualquier persona u organización; 

 

III.- Satisfacer el interés superior de las necesidades colectivas por encima de intereses 

particulares, personales o ajenos al interés general y bienestar de la población; 

 

IV.- Dar a las personas en general el mismo trato, por lo que no concederán privilegios o 

preferencias a organizaciones o personas, ni permitirán que influencias, intereses o prejuicios indebidos 

afecten su compromiso para tomar decisiones o ejercer sus funciones de manera objetiva; 

 

V.- Actuar conforme a una cultura de servicio orientada al logro de resultados, procurando en todo 

momento un mejor desempeño de sus funciones a fin de alcanzar las metas institucionales según sus 

responsabilidades; 
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VI.- Administrar los recursos públicos que estén bajo su responsabilidad, sujetándose a los 

principios de eficiencia, eficacia, economía, transparencia y honradez para satisfacer los objetivos a los 

que estén destinados; 

 

VII.- Promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos establecidos en la 

Constitución Federal y la Constitución Local; 

 

VIII.- Corresponder a la confianza que la sociedad les ha conferido; tendrán una vocación absoluta 

de servicio a la sociedad, y preservarán el interés superior de las necesidades colectivas por encima de 

intereses particulares, personales o ajenos al interés general; 

 

IX.- Evitar y dar cuenta de los intereses que puedan entrar en conflicto con el desempeño 

responsable y objetivo de sus facultades y obligaciones; 

 

X.- Abstenerse de realizar cualquier trato o promesa privada que comprometa al Poder Judicial del 

Estado de Sonora; y 

 

XI.- Prevenir, sancionar y erradicar, en el ámbito de sus competencias y en su actuar, cualquier 

acción que propicie violencia de género, justificando en todo momento sus acciones con un enfoque de 

perspectiva de género. 

 

Las autoridades estarán obligadas a salvaguardar el derecho humano a la buena administración de 

justicia, a la integridad e identidad personal. 

 

Artículo 8.- Las y los servidores públicos del Poder Judicial del Estado deberán observar el 

Código de Ética y Conducta emitido por el Supremo Tribunal de Justicia del Estado, conforme a los 

lineamientos emitidos por el Sistema Nacional Anticorrupción y el Sistema Estatal Anticorrupción, para 

que en su actuación impere una conducta digna que responda a las necesidades de la sociedad y que 

oriente su desempeño. 

 

CAPÍTULO II 

FALTAS ADMINISTRATIVAS DE LAS Y LOS SERVIDORES PÚBLICOS 

 

Artículo 9.- Incurrirá en falta administrativa no grave la o el servidor público cuyos actos u 

omisiones incumplan o transgredan lo contenido en las obligaciones siguientes: 

 

I.- Cumplir con las funciones, atribuciones y comisiones encomendadas, observando en su 

desempeño disciplina y respeto, tanto a los demás servidores públicos como a los particulares con los que 

llegare a tratar, en los términos establecidos en el Código de Ética y Conducta a que se refiere el artículo 8 

de este Reglamento: 

 

II.- Denunciar los actos u omisiones que en ejercicio de sus funciones llegare a advertir, que 

puedan constituir faltas administrativas; 

 

III.- Atender las instrucciones de sus superiores, siempre que éstas sean acordes con las 

disposiciones relacionadas con el servicio público; 

 

IV.- Presentar en tiempo y forma las declaraciones de situación patrimonial, de intereses y 

constancia de presentación de declaración fiscal, en los términos establecidos por la normatividad 

correspondiente a la reserva o confidencialidad de datos personales; 
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V - Registrar, integrar, custodiar y cuidar la documentación e información que, por razón de su 

empleo, cargo o comisión, tenga bajo su responsabilidad, e impedir o evitar su uso, divulgación, 

sustracción, destrucción, ocultamiento o inutilización indebidos; 

 

VI.- Supervisar que las y los servidores públicos sujetos a su dirección, cumplan con las 

disposiciones de este artículo; 

 

VII.- Rendir cuentas sobre el ejercicio de las funciones, en términos de las normas aplicables; 

 

VIII.- Colaborar en los procedimientos judiciales y administrativos en los que sea parte; 

 

IX.- Emitir opinión pública que implique prejuzgar sobre un asunto de su conocimiento; 

 

X.- Cerciorarse, antes de la celebración de contratos de adquisiciones, arrendamientos o para la 

enajenación de todo tipo de bienes, prestación de servicios de cualquier naturaleza o la contratación de 

obra pública o servicios relacionados con ésta, que el particular manifieste bajo protesta de decir verdad 

que no desempeña empleo, cargo o comisión en el servicio público o, en su caso, que a pesar de 

desempeñarlo, con la formalización del contrato correspondiente no se actualiza un conflicto de interés; 

 

XI.- Sin perjuicio de la obligación anterior, previo a realizar cualquier acto jurídico que involucre 

el ejercicio de recursos públicos con personas jurídicas, revisar su constitución y, en su caso, sus 

modificaciones con el fin de verificar que sus socios, integrantes de los consejos de administración o 

accionistas que ejerzan control no incurran en conflicto de interés; y 

 

XII.- Omitir el impulso procesal que oficiosamente corresponda, tratándose de juicios o 

procedimientos de carácter administrativo, cuyo incumplimiento derive en la caducidad de estos. 

 

Igualmente, se considerará como falta no grave, los daños y perjuicios que, de manera culposa o 

negligente y sin incurrir en alguna de las faltas administrativas graves previstas en el artículo subsiguiente 

cause una servidora pública o un servidor público a la Hacienda Pública o al patrimonio del Poder Judicial 

del Estado. 

 

Además, se estimará falta no grave por parte de las y los servidores públicos del Poder Judicial del 

Estado que desempeñen funciones jurisdiccionales, el incumplimiento de las obligaciones señaladas de la 

fracción V a la VII del artículo 141 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado. 

 

La Autoridad resolutora podrá abstenerse de imponer la sanción que corresponda, cuando el daño 

o perjuicio a la Hacienda Pública o al patrimonio del Poder Judicial no exceda de dos mil veces el valor 

diario de la Unidad de Medida y Actualización y el daño haya sido resarcido o recuperado. 

 

Artículo 10.- Se considerarán como faltas graves de las y los servidores públicos del Poder 

Judicial del Estado de Sonora, quienes incurran en las conductas establecidas en los artículos 53, 54, 55, 

56, 57, 58, 59, 60, 61,62, 63, 64, 65, 66, 67 y 68 de la Ley de Responsabilidades y Sanciones para el 

Estado de Sonora; además, serán faltas graves de las y los servidores públicos del Poder Judicial del 

Estado que desempeñen funciones jurisdiccionales, el incumplimiento de las obligaciones señaladas en las 

fracciones I a IV del artículo 141 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado. 

 

Artículo 11.- Para el caso de faltas administrativas no graves, el plazo para imponer las sanciones 

prescribirá en cinco años, contado a partir del día siguiente al que se hubieren cometido las infracciones, o 

a partir del momento en que hubieren cesado. 
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Cuando se trate de faltas administrativas graves, el plazo de prescripción será de nueve años, 

contados en los mismos términos del párrafo anterior. 

 

La prescripción se interrumpirá con la admisión del Informe de Presunta Responsabilidad 

Administrativa por parte de la Autoridad sustanciadora. 

 

Si se dejare de actuar en los procedimientos de responsabilidad administrativa originados con 

motivo de la admisión del Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa, y como consecuencia de 

ello se produjera la caducidad de la instancia, la prescripción se reanudará desde el día en que se admitió 

el citado Informe. 

 

En ningún caso, en los procedimientos de responsabilidad administrativa podrá dejar de actuarse 

por más de seis meses sin causa justificada: en caso de actualizarse dicha inactividad, se decretará, a 

solicitud de la presunta o presunto infractor, la caducidad de la instancia. 

 

Los plazos a los que se refiere el presente artículo se computarán en días naturales. 

 

CAPÍTULO III 

DE LA INVESTIGACIÓN 

 

Artículo 12.- En el curso de toda investigación deberán observarse los principios de debido 

proceso, imparcialidad, objetividad, congruencia, tipicidad, verdad material y respeto a los derechos 

humanos. La Unidad de Investigación de Faltas Administrativas será responsable de la oportunidad, 

exhaustividad y eficiencia en la investigación, la integralidad de los datos y documentos, así como el 

resguardo del expediente en su conjunto; y asimismo, podrá incorporar a sus investigaciones, las técnicas, 

tecnologías y métodos de investigación que observen las mejores prácticas internacionales. 

 

Artículo 13.- Para el cumplimiento de sus atribuciones, la Unidad de Investigación de Faltas 

Administrativas llevará de oficio las investigaciones debidamente fundadas y motivadas respecto de las 

conductas de las y los servidores públicos que puedan constituir responsabilidades administrativas en el 

ámbito de su competencia, de conformidad con el Acuerdo General que crea la Unidad y en lo que no se 

oponga al presente Reglamento y a la Ley de Responsabilidades y Sanciones para el Estado de Sonora. 

 

Durante la investigación la Unidad de Investigación de Faltas Administrativas, podrá solicitar 

información o documentación a los órganos jurisdiccionales y auxiliares administrativos que, en los 

términos del artículo 100 de la Ley de Responsabilidades y Sanciones para el Estado de Sonora, estarán 

obligados a colaborar con el objeto de esclarecer los hechos relacionados con la comisión de presuntas 

faltas administrativas. 

 

CAPÍTULO IV 

INICIACIÓN, AUTORIZACIONES, NOTIFICACIONES, PRUEBAS, INCIDENTES, 

ACUMULACIÓN, IMPROCEDENCIA Y SOBRESEIMIENTO, AUDIENCIAS, ACTUACIONES 

Y RESOLUCIONES DEL PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA 

 

SECCIÓN PRIMERA 

INICIACIÓN 

 

Artículo 14.- El procedimiento de responsabilidad administrativa dará inicio cuando las 

Autoridades sustanciadoras, en el ámbito de su competencia, admitan el Informe de Presunta 

Responsabilidad Administrativa. 
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La admisión del Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa interrumpirá los plazos de 

prescripción señalados en el artículo 13 de este Reglamento y fijará la materia del procedimiento de 

responsabilidad administrativa. 

 

Para efectos del objeto del presente Reglamento, se aplicará supletoriamente lo dispuesto en la 

Ley de Responsabilidades y Sanciones para el Estado de Sonora y en lo no previsto por ésta el Código de 

Procedimientos Civiles para el Estado de Sonora. 

 

Artículo 15.- Las Autoridades sustanciadoras o, en su caso, las resolutoras se abstendrán de 

iniciar el procedimiento de responsabilidad administrativa o de imponer sanciones administrativas a una 

servidora pública o un servidor público, según sea el caso, cuando de las investigaciones practicadas o 

derivado de la valoración de las pruebas aportadas en el procedimiento referido, adviertan que no existe 

daño ni perjuicio a la Hacienda Pública, o al patrimonio del Poder Judicial del Estelo y que se actualiza 

alguna de las siguientes hipótesis: 

 

I.- Que la actuación de la o el servidor público, en la atención, trámite o resolución de asuntos a su 

cargo, esté referida a una cuestión de criterio o arbitrio opinable o debatible, en la que válidamente puedan 

sustentarse diversas soluciones, siempre que la conducta o abstención no constituya una desviación a la 

legalidad y obren constancias de los elementos que tomó en cuenta la o el servidor público en la decisión 

que adoptó; o 

 

II.- Que el acto u omisión fue corregido o subsanado de manera espontánea por la o el servidor 

público o implique error manifiesto y en cualquiera de estos supuestos, los efectos que, en su caso, se 

hubieren producido, desaparecieron. 

 

Artículo 16.- En caso de que con posterioridad a la admisión del Informe la Unidad de 

Investigación de Faltas Administrativas advierta la probable comisión de cualquier otra falta 

administrativa imputable a la misma persona señalada como presunta o presunto responsable, deberá 

elaborar un diverso Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa y promover el respectivo 

procedimiento de responsabilidad administrativa por separado, sin perjuicio de que, en el momento 

procesal oportuno, pueda solicitar su acumulación. 

 

SECCIÓN SEGUNDA 

AUTORIZACIONES Y NOTIFICACIONES 

 

Artículo 17.- Las partes podrán autorizar para oír notificaciones en su nombre, a una o varias 

personas con capacidad legal, quienes quedarán facultadas para interponer los recursos que procedan, 

ofrecer e intervenir en el desahogo de pruebas, alegar en las audiencias, pedir se dicte sentencia para evitar 

la consumación del término de caducidad por inactividad procesal y realizar cualquier acto que resulte ser 

necesario para la defensa de los derechos del autorizante, pero no podrá substituir o delegar dichas 

facultades en un tercero. 

 

Las partes podrán designar personas solamente autorizadas para oír notificaciones e imponerse de 

los autos, a cualquiera con capacidad legal, quien no gozará de las demás facultades a que se refiere el 

párrafo anterior. 

 

Artículo 18.- Las notificaciones se tendrán por hechas a partir del día hábil siguiente en que 

surtan efectos. 

 

Artículo 19.- Las notificaciones podrán ser hechas a las partes personalmente, por oficio, por 

correo electrónico y por los estrados de las Autoridades investigadora, sustanciadora y resolutora. 
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La o el denunciante y la presunta o el presunto responsable, según sea el caso, proporcionarán, en 

su primera actuación, una dirección de correo electrónico y designarán un domicilio para oír y recibir 

notificaciones.  

 

Cuando por cualquier circunstancia el sistema empleado para enviar las notificaciones electrónicas 

presente fallas o deje de funcionar temporal o permanentemente, las notificaciones que debieran 

practicarse por ese medio se efectuarán en el domicilio señalado por las partes para oír y recibir 

notificaciones, surtiendo efectos en la fecha de su realización. 

 

Entre tanto no se haya proporcionado nueva dirección de correo electrónico o no haga nueva 

designación de domicilio, seguirán haciéndose las notificaciones en el correo electrónico o el domicilio 

que hubiere designado. En caso de que el domicilio designado no exista, esté desocupado el local o 

aparezca cerrado o por cualquier motivo no se atienda a la o el funcionario encargado de efectuar la 

diligencia, la notificación personal surtirá efectos por medio de cédula que se fije en la puerta o lugar 

visible del domicilio, así como en los estrados correspondientes. 

 

Las notificaciones a las y los servidores públicos también podrán realizarse por mensajería, a 

través de alguna empresa especializada que proporcione un acuse con el que se acredite que la 

comunicación relativa fue recibida por el destinatario. 

 

Las partes tienen la facultad para cambiar dirección de correo electrónico y domicilio para oír o 

recibir notificaciones durante el procedimiento, cambio que surtirá efectos una vez que les haya sido 

acordado de conformidad por la Autoridad sustanciadora o resolutora. 

 

Solo serán válidas las notificaciones realizadas por correo electrónico que hubieren sido ordenadas 

con posterioridad a la fecha en que se haya proporcionado la dirección respectiva. 

 

Artículo 20.- Las Autoridades investigadora, sustanciadoras o resolutoras del asunto, según 

corresponda, podrán solicitar mediante exhorto, la colaboración de los órganos jurisdiccionales para 

realizar las notificaciones personales que deban llevar a cabo respecto de aquellas personas que se 

encuentren en lugares que se hallen en otra jurisdicción. 

 

Artículo 21.- Las notificaciones por estrados surtirán sus efectos dentro de los tres días hábiles 

siguientes en que sean colocados en los lugares destinados para tal efecto. La Autoridad sustanciadora del 

asunto deberá certificar el día y hora en que hayan sido colocados los acuerdos en los estrados respectivos. 

 

Artículo 22.- Serán notificados personalmente: 

 

I.- El auto que admita el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa a la presunta o al 

presunto responsable para que comparezca al procedimiento de responsabilidad administrativa, 

entregándosele copia certificada del Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa y del acuerdo 

por el que se admite; de las constancias del expediente de presunta responsabilidad administrativa 

integrado en la investigación, así como de las demás constancias y pruebas que haya aportado u ofrecido 

la Unidad de Investigación de Faltas Administrativas como Autoridad investigadora para sustentar el 

Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa; 

 

II.- El acuerdo por el que se ordene la citación a la audiencia inicial del procedimiento de 

responsabilidad administrativa; 

 

III.- Los acuerdos por lo que se aperciba a las partes o terceros, con la imposición de medidas de 

apremio; 
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IV.- La resolución definitiva que se pronuncie en el procedimiento de responsabilidad 

administrativa; y 

 

V.- Las demás que así se determinen en la Ley, o que las Autoridades sustanciadoras o resolutoras 

del asunto consideren pertinentes para el mejor cumplimiento de sus resoluciones. 

 

Artículo 23.- En los procedimientos de responsabilidad administrativa se estimarán como días 

hábiles todos los del año, con excepción de aquellos días que, por virtud de Ley, algún decreto o 

disposición administrativa, se determine como inhábil, durante los que no se practicará actuación alguna. 

Serán horas hábiles las que medien entre las 9:00 y las 15:00 horas. Las Autoridades sustanciadoras o 

resolutoras del asunto, podrán habilitar días y horas inhábiles para la práctica de aquellas diligencias que, 

a su juicio, lo requieran. 

 

SECCIÓN TERCERA 

DE LAS PRUEBAS 

 

Artículo 24.- Para conocer la verdad de los hechos las Autoridades sustanciadoras podrán valerse 

de cualquier persona o documento, ya sea que pertenezca a las partes o a terceros, sin más limitación que 

la de que las pruebas hayan sido obtenidas lícitamente, y con pleno respeto a los derechos humanos, solo 

estará excluida la confesional a cargo de las partes por absolución de posiciones. 

 

Artículo 25.- Las pruebas serán valoradas atendiendo a las reglas de la lógica, la sana crítica y de 

la experiencia. 

 

Los hechos notorios no serán objeto de prueba, pudiendo la Autoridad que resuelva el asunto 

referirse a ellos aun cuando las partes no los hubieren mencionado. 

 

Artículo 26.- Las Autoridades sustanciadoras recibirán por sí mismas las declaraciones de testigos 

y peritos, y presidirán todos los actos de prueba bajo su más estricta responsabilidad. 

 

Artículo 27.- Las documentales emitidas por las autoridades en ejercicio de sus funciones tendrán 

valor probatorio pleno por lo que respecta a su autenticidad o a la veracidad de los hechos a los que se 

refieran, salvo prueba en contrario. 

 

Artículo 28.- Las documentales privadas, las testimoniales, las inspeccionas y las periciales y 

demás medios de prueba lícitos que se ofrezcan por las partes, solo harán prueba plena cuando a juicio de 

la Autoridad sustanciadora del asunto resulten fiables y coherentes de acuerdo con la verdad conocida y el 

recto raciocinio de la relación que guarden entre sí, de forma tal que generen convicción sobre la 

veracidad de los hechos. 

 

Artículo 29.- Toda persona señalada como responsable de una falta administrativa tiene derecho a 

que se presuma su inocencia hasta que no se demuestre, más allá de toda duda razonable, su culpabilidad. 

La Unidad de Investigación de Faltas Administrativas como Autoridad investigadora tendrá la carga de la 

prueba para demostrar la veracidad sobre los hechos que demuestren la existencia de tales faltas, así como 

la responsabilidad de aquellos a quienes se imputen las mismas. Quienes sean señalados como presuntas o 

presuntos responsables de una falta administrativa no estarán obligados a confesar su responsabilidad, ni a 

declarar en su contra, por lo que su silencio no deberá ser considerado como prueba o indicio de su 

responsabilidad en la comisión de los hechos que se le imputan. 

 

Artículo 30.- Las pruebas deberán ofrecerse en los plazos señalados en este Reglamento. Las que 

se ofrezcan fuera de ellos no serán admitidas salvo que se trate de pruebas supervenientes, entendiéndose 
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por tales, aquellas que se hayan producido con posterioridad al vencimiento del plazo para ofrecer 

pruebas; o las que se hayan producido antes, siempre que el que las ofrezca manifieste bajo protesta de 

decir verdad que no tuvo la posibilidad de conocer su existencia. 

 

De toda prueba superveniente se dará vista a las partes por un término de tres días para que 

manifiesten lo que a su derecho convenga. 

 

Artículo 31.- Los hechos notorios no serán objeto de prueba, pudiendo la Autoridad que resuelva 

el asunto referirse a ellos aun cuando las partes no los hubieren mencionado. 

 

Artículo 32.- En caso de que cualquiera de las partes hubiere solicitado la expedición de un 

documento o informe que obre en poder de cualquier persona o Ente público y no se haya expedido sin 

causa justificada, la Autoridad sustanciadora del asunto ordenará que se expida la misma, para lo cual 

podrá hacer uso de los medios de apremio previstos en este Reglamento. 

 

Artículo 33.- Cualquier persona, de conformidad con el artículo 145 de la Ley de 

Responsabilidades y Sanciones para el Estado de Sonora, aun cuando no sea parte en el procedimiento, 

tiene la obligación de prestar auxilio a las Autoridades sustanciadoras del asunto para la averiguación de la 

verdad, por lo que deberán exhibir cualquier documento o cosa, o rendir su testimonio en el momento en 

que sea requerida para ello. Estarán exentos de tal obligación los familiares y personas que señala el 

mencionado artículo. 

 

Artículo 34.- El derecho nacional no requiere ser probado. El derecho extranjero podrá ser objeto 

de prueba en cuanto su existencia, validez, contenido y alcance, para lo cual las Autoridades 

sustanciadoras podrán valerse de informes que se soliciten por conducto de la Secretaría de Relaciones 

Exteriores, sin perjuicio de las pruebas que al respecto puedan ofrecer las partes. 

 

Artículo 35.- Las Autoridades sustanciadoras del asunto podrán ordenar la realización de 

diligencias para mejor proveer, sin que por ello se entienda abierta de nuevo la investigación, disponiendo 

la práctica o ampliación de cualquier diligencia probatoria, siempre que resulte pertinente para el 

conocimiento de los hechos relacionados con la existencia de la falta administrativa y la responsabilidad 

de quien la hubiera cometido. Con las pruebas que se alleguen al procedimiento derivadas de diligencias 

para mejor proveer se dará vista a las partes por el término de tres días para que manifiesten lo que a su 

derecho convenga, pudiendo ser objetadas en cuanto a su alcance y valor probatorio en la vía incidental. 

 

Artículo 36.- Cuando la preparación o desahogo de las pruebas deba tener lugar fuera del ámbito 

jurisdiccional de la Autoridad sustanciadora del asunto, podrá solicitar, mediante exhorto o carta rogatoria, 

la colaboración de las autoridades competentes del lugar. Tratándose de cartas rogatorias se estará lo 

dispuesto en los tratados y convenciones de los que México sea parte. 

 

SECCIÓN CUARTA 

DE LAS PRUEBAS EN PARTICULAR 

 

Artículo 37.- En los procedimientos de responsabilidad administrativa serán admisibles los 

siguientes medios de prueba: 

 

I.- Testimonial; 

 

II.- Documentos públicos y privados; 
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III.- Información generada o comunicada que conste en medios electrónicos, ópticos o de 

cualquier otra tecnología; 

 

IV.- Pericial, e 

 

V.- Inspección. 

 

Para el ofrecimiento y desahogo de pruebas deberá observarse lo dispuesto en los numerales 

previstos en la Sección Quinta, Capítulo I, del Título Sexto de la Ley de Responsabilidades y Sanciones 

para el Estado de Sonora. 

 

SECCIÓN QUINTA 

DE LOS INCIDENTES 

 

Artículo 38.- Aquellos incidentes que no tengan señalado una tramitación especial se promoverán 

mediante un escrito de cada parte, y se resolverán en tres días. En caso de que se ofrezcan pruebas, se hará 

en el escrito de presentación respectivo. Si tales pruebas no tienen relación con los hechos controvertidos 

en el incidente, o bien, si la materia del incidente solo versa sobre puntos de derecho, la Autoridad 

sustanciadora o resolutora del asunto, según sea el caso, desechará las pruebas ofrecidas. En caso de 

admitir las pruebas se fijará una audiencia dentro de los diez días hábiles siguientes a la admisión del 

incidente donde se recibirán las pruebas, se escucharán los alegatos de las partes y se les citará para oír la 

resolución que corresponda. 

 

Artículo 39.- Cuando los incidentes tengan por objeto tachar testigos, o bien, objetar pruebas en 

cuanto su alcance y valor probatorio, será necesario que quien promueva el incidente señale con precisión 

las razones que tiene para ello, así como las pruebas que sustenten sus afirmaciones. En caso de no hacerlo 

así, el incidente será desechado de plano. 

 

SECCIÓN SEXTA 

DE LA ACUMULACIÓN 

 

Artículo 40.- La acumulación será procedente: 

 

I - Cuando a dos o más personas se les atribuya la comisión de una o más faltas administrativas 

que se encuentren relacionadas entre sí con la finalidad de facilitar la ejecución o asegurar la consumación 

de cualquiera de ellas; y 

 

II.- Cuando se trate de procedimientos de responsabilidad administrativa donde se imputen dos a 

más faltas administrativas a la misma persona, siempre que se encuentren relacionadas entre sí, con la 

finalidad de facilitar la ejecución o asegurar la consumación de cualquiera de ellas. 

 

Artículo 41.- Cuando sea procedente la acumulación, será competente para conocer del asunto 

aquella Autoridad sustanciadora que tenga conocimiento de la falta cuya sanción sea mayor. Si la falta 

administrativa amerita la misma sanción, será competente la Autoridad encargada de sustanciar el asunto 

que primero haya admitido el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa. Ello sin perjuicio de 

lo establecido en el artículo 145 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado que determina los 

órganos competentes para conocer de las responsabilidades administrativas. 
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SECCIÓN SÉPTIMA 

DE LA IMPROCEDENCIA Y EL SOBRESEIMIENTO 

 

Artículo 42.- Son causas de improcedencia del procedimiento de responsabilidad administrativa, 

las siguientes: 

 

I.- Cuando la falta administrativa haya prescrito; 

 

II.- Cuando los hechos o las conductas materia del procedimiento no fueran de competencia de las 

Autoridades sustanciadoras o resolutoras del asunto. En este caso, mediante oficio, el asunto se deberá 

hacer del conocimiento a la Autoridad que se estime competente: 

 

III.- Cuando las faltas administrativas que se imputen a la presunta o al presunto responsable ya 

hubieran sido objeto de una resolución que haya causado ejecutoria pronunciada por las Autoridades 

resolutoras del asunto, siempre que la señalada o el señalado como presunta o presunto responsable sea la 

misma o el mismo en ambos casos; 

 

IV.- Cuando de los hechos que se refieran en el Informe de Presunta Responsabilidad 

Administrativa, no se advierta la comisión de faltas administrativas; y 

 

V.- Cuando se omita acompañar el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa. 

 

Artículo 43.- Procederá el sobreseimiento en los casos siguientes: 

 

I.- Cuando se actualice o sobrevenga cualquiera de las causas de improcedencia previstas en el 

artículo anterior; 

 

II.- Cuando por virtud de una reforma legislativa, la falta administrativa que se imputa a la 

presunta o al presunto responsable haya quedado derogada; 

 

III.- Cuando la presunta o el presunto responsable deja de ser servidora pública o servidor público 

del Poder Judicial del Estado; o 

 

IV.- Cuando la señalada o el señalado como presunto responsable muera durante el procedimiento 

de responsabilidad administrativa. 

 

Cuando las partes tengan conocimiento de alguna causa de sobreseimiento, la comunicarán de 

inmediato a la Autoridad sustanciadora o resolutora, según corresponda, y de ser posible, acompañarán las 

constancias que la acrediten. 

 

SECCIÓN OCTAVA 

DE LAS AUDIENCIAS 

 

Artículo 44.- Las audiencias que se realicen en el procedimiento de responsabilidad 

administrativa, se llevarán de acuerdo con las siguientes reglas: 

 

I.- Serán públicas; 

 

II.- No se permitirá la interrupción de la audiencia por parte de persona alguna, sea por los que 

intervengan en ella o ajenos a la misma. La Autoridad a cargo de la dirección de la audiencia podrá 
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reprimir las interrupciones a la misma haciendo uso de los medios de apremio que se prevén en el artículo 

203 de la Ley de Responsabilidades y Sanciones para el Estado de Sonora; y 

 

III.- Hacer constar el día, lugar y hora en que principie la audiencia, la hora en la que termine, así 

como el nombre de las partes, peritos y testigos y personas que hubieren intervenido en la misma, dejando 

constancia de los incidentes que se hubieren desarrollado durante la audiencia. 

 

Artículo 45.- Las Autoridades sustanciadoras o resolutoras del asunto tienen el deber de mantener 

el buen orden y de exigir que se les guarde el respeto y la consideración debidos, por lo que tomarán, de 

oficio o a petición de parte, todas las medidas necesarias establecidas en la Ley, tendientes a prevenir o a 

sancionar cualquier acto contrario al respeto debido hacia ellas y al que han de guardarse las partes entre 

sí, así como las faltas de decoro y probidad, pudiendo requerir el auxilio de la fuerza pública. 

 

En términos de lo dispuesto en el numeral 128 de la Ley de Responsabilidades y Sanciones para el 

Estado de Sonora, en cualquier momento durante la investigación o el procedimiento, la o el titular de la 

Unidad de Investigación podrá solicitar a la Autoridad sustanciadora o resolutora las medidas cautelares 

previstas en el artículo 129 de la citada Ley, cuyo otorgamiento y tramitación será conforme las 

disposiciones previstas en la Sección Tercera, Capítulo I, del Título Sexto del ordenamiento en cita. 

 

SECCIÓN NOVENA 

DE LAS ACTUACIONES Y RESOLUCIONES 

 

Artículo 46.- Los expedientes se formarán por las Autoridades sustanciadoras o, en su caso, 

resolutoras del asunto con la colaboración de las partes, terceros y quienes intervengan en los 

procedimientos, de conformidad con las reglas que determina el artículo 205 de la Ley de 

Responsabilidades y Sanciones para el Estado de Sonora. 

 

Artículo 47.- Las actuaciones serán nulas cuando les falte alguno de sus requisitos esenciales, de 

manera que quede sin defensa cualquiera de las partes. Conforme al artículo 206 de la Ley de 

Responsabilidades y Sanciones para el Estado de Sonora, no podrá reclamar la nulidad la parte que 

hubiere dado lugar a ella. 

 

Artículo 48.- Las resoluciones que determina el artículo 207 de la Ley de Responsabilidades y 

Sanciones para el Estado de Sonora deben ser firmadas de forma autógrafa por la Autoridad que la emita 

y, de ser el caso, por el secretario correspondiente en los términos que se dispongan en las leyes. 

 

Artículo 49.- Los acuerdos, autos y resoluciones no podrán modificarse después de haberse 

firmado, pero las Autoridades que los emitan sí podrán aclarar algún concepto cuando éstos sean oscuros o 

imprecisos, sin alterar su esencia. Las aclaraciones podrán realizarse de oficio, o a petición de alguna de 

las partes las que deberán promoverse dentro de los tres días hábiles siguientes a que se tenga por hecha la 

notificación de la resolución, en cuyo caso la resolución que corresponda se dictará dentro de los tres días 

hábiles siguientes. 

 

Artículo 50.- Toda resolución deberá ser clara, precisa y congruente con las promociones de las 

partes, resolviendo sobre lo que en ellas hubieren pedido. Se deberá utilizar un lenguaje sencillo y claro, 

debiendo evitar las transcripciones innecesarias. 

 

Artículo 51.- Las resoluciones se considerarán que han quedado firmes, cuando transcurridos los 

plazos previstos en la Ley de Responsabilidades y Sanciones para el Estado de Sonora no se haya 

interpuesto en su contra recurso alguno; o bien, desde su emisión, cuando no proceda contra ellas recurso 

o medio ordinario de defensa. 
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CAPÍTULO V 

DEL PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDADES POR FALTAS NO GRAVES 

 

Artículo 52.- En los asuntos relacionados con faltas administrativas no graves, se deberá proceder 

en los términos siguientes: 

 

I.- La Unidad de Investigación de Faltas Administrativas deberá presentar ante la Autoridad 

sustanciadora respectiva el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa, la cual dentro de los tres 

días siguientes se pronunciará sobre su admisión, pudiendo prevenir a la Autoridad investigadora para que 

subsane las omisiones que advierta, o que aclare los hechos narrados en el Informe; 

 

II.- En el caso de que la Autoridad sustanciadora respectiva admita el Informe de Presunta 

Responsabilidad Administrativa, ordenará el emplazamiento de la presunta o del presunto responsable, 

debiendo citarla o citarlo para que comparezca personalmente a la celebración de la audiencia inicial, 

señalando con precisión el día, lugar y hora en que tendrá lugar dicha audiencia, así como la Autoridad 

ante la que se llevará a cabo. Del mismo modo, le hará saber el derecho que tiene de no declarar contra de 

sí misma o mismo ni a declararse culpable; de defenderse personalmente o ser asistida o asistido por un 

defensor perito en la materia; 

 

III.- Entre la fecha del emplazamiento y la de la audiencia inicial deberá mediar un plazo no 

menor de diez ni mayor de quince días hábiles. El diferimiento de la audiencia sólo podrá otorgarse por 

causas de caso fortuito o de fuerza mayor debidamente justificadas, o en aquellos casos en que se nombre; 

 

IV.- Previo a la celebración de la audiencia inicial, la Autoridad sustanciadora deberá citar a las 

demás partes que deban concurrir al procedimiento, cuando menos con setenta y dos horas de 

anticipación; 

 

V.- El día y hora señalado para la audiencia inicial la presunta o el presunto responsable rendirá su 

declaración por escrito o verbalmente, y deberá ofrecer las pruebas que estime necesarias para su defensa. 

En caso de tratarse de pruebas documentales, deberá exhibir todas las que tenga en su poder, o las que no 

estándolo, conste que las solicitó mediante el acuse de recibo correspondiente. Tratándose de documentos 

que obren en poder de terceros y que no pudo conseguirlos por obrar en archivos privados, deberá señalar 

el archivo donde se encuentren o la persona que los tenga a su cuidado para que, en su caso, le sean 

requeridos; 

 

VI.- Los terceros llamados al procedimiento de responsabilidad administrativa, a más tardar 

durante la audiencia inicial, podrán manifestar por escrito o verbalmente lo que a su derecho convenga y 

ofrecer las pruebas que estimen conducentes, debiendo exhibir las documentales que obren en su poder, o 

las que no estándolo, conste que las solicitaron mediante el acuse de recibo correspondiente. Tratándose 

de documentos que obren en poder de terceros y que no pudieron conseguirlos por obrar en archivos 

privados, deberán señalar el archivo donde se encuentren o la persona que los tenga a su cuidado para que, 

en su caso, le sean requeridos; 

 

VII.- Una vez que las partes hayan manifestado durante la audiencia inicial lo que a su derecho 

convenga y ofrecido sus respectivas pruebas, la Autoridad sustanciadora declarará cerrada la audiencia 

inicial, después de ello las partes no podrán ofrecer más pruebas, salvo aquellas que sean supervenientes; 

 

VIII.- Dentro de los quince días hábiles siguientes al cierre de la audiencia inicial, la Autoridad 

sustanciadora deberá emitir el acuerdo de admisión de pruebas que corresponda, donde deberá ordenar las 

diligencias necesarias para su preparación y desahogo; 
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IX.- Concluido el desahogo de las pruebas ofrecidas por las partes, y si no existieran diligencias 

pendientes para mejor proveer o más pruebas que desahogar, la Autoridad sustanciadora declarará abierto 

el periodo de alegatos por un término de cinco días hábiles comunes para las partes; 

 

X.- Una vez trascurrido el periodo de alegatos, la Autoridad resolutora del asunto, de oficio, 

declarará cerrada la instrucción y citará a las partes para oír la resolución que corresponda, la cual deberá 

dictarse en un plazo no mayor a treinta días hábiles, el cual podrá ampliarse por una sola vez por otros 

treinta días hábiles más, cuando la complejidad del asunto así lo requiera, debiendo expresar los motivos 

para ello; y 

 

XI.- La resolución deberá notificarse personalmente a la presunta o al presunto responsable. En su 

caso, se notificará a las o los denunciantes únicamente para su conocimiento, y a la jefa o al jefe inmediato 

o a la o al titular del órgano, para los efectos de su ejecución, en un plazo no mayor de diez días hábiles. 

 

CAPÍTULO VI 

EL PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDADES POR FALTAS GRAVES 

 

Artículo 53.- En los asuntos relacionados con faltas administrativas graves, se deberá proceder en 

los términos siguientes: 

 

I.- La Unidad de Investigación de Faltas Administrativas deberá presentar ante la Autoridad 

sustanciadora respectiva el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa, la cual dentro de los tres 

días siguientes se pronunciará sobre su admisión, pudiendo prevenir a aquella Autoridad investigadora 

para que subsane las omisiones que advierta, o que aclare los hechos narrados en el Informe; 

 

II.- En el caso de que la Autoridad sustanciadora admita el Informe de Presunta Responsabilidad 

Administrativa, ordenará el emplazamiento de la presunta o del presunto responsable, debiendo citarla o 

citarlo para que comparezca personalmente a la celebración de la audiencia inicial, señalando con 

precisión el día, lugar y hora en que tendrá lugar dicha audiencia, así como la Autoridad ante la que se 

llevará a cabo. Del mismo modo, le hará saber el derecho que tiene de no declarar contra de sí misma o 

mismo ni a declararse culpable; de defenderse personalmente o ser asistida o asistido por un defensor 

perito en la materia; 

 

III.- Entre la fecha del emplazamiento y la de la audiencia inicial deberá mediar un plazo no 

menor de diez ni mayor de quince días hábiles. El diferimiento de la audiencia sólo podrá otorgarse por 

causas de caso fortuito o de fuerza mayor debidamente justificadas, o en aquellos casos en que se nombre; 

 

IV.- Previo a la celebración de la audiencia inicial, la Autoridad sustanciadora deberá citar a las 

demás partes que deban concurrir al procedimiento, cuando menos con setenta y dos horas de 

anticipación; 

 

V.- El día y hora señalado para la audiencia inicial la presunta o el presunto responsable rendirá su 

declaración por escrito o verbalmente, y deberá ofrecer las pruebas que estime necesarias para su defensa. 

En caso de tratarse de pruebas documentales, deberá exhibir todas las que tenga en su poder, o las que no 

estándolo, conste que las solicitó mediante el acuse de recibo correspondiente. Tratándose de documentos 

que obren en poder de terceros y que no pudo conseguirlos por obrar en archivos privados, deberá señalar 

el archivo donde se encuentren o la persona que los tenga a su cuidado para que, en su caso, le sean 

requeridos; 

 

VI.- Los terceros llamados al procedimiento de responsabilidad administrativa, a más tardar 

durante la audiencia inicial, podrán manifestar por escrito o verbalmente lo que a su derecho convenga y 
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ofrecer las pruebas que estimen conducentes, debiendo exhibir las documentales que obren en su poder, o 

las que no estándolo, conste que las solicitaron mediante el acuse de recibo correspondiente. Tratándose 

de documentos que obren en poder de terceros y que no pudieron conseguirlos por obrar en archivos 

privados, deberán señalar el archivo donde se encuentren o la persona que los tenga a su cuidado para que, 

en su caso, le sean requeridos; 

 

VII.- Una vez que las partes hayan manifestado durante la audiencia inicial lo que a su derecho 

convenga y ofrecido sus respectivas pruebas, la Autoridad sustanciadora declarará cerrada la audiencia 

inicial, después de ello las partes no podrán ofrecer más pruebas, salvo aquellas que sean supervenientes; 

 

VIII.- A más tardar dentro de los tres días hábiles siguientes de haber concluido la audiencia 

inicial, la Autoridad sustanciadora deberá, bajo su responsabilidad, someter a la Autoridad resolutora los 

autos originales del expediente, así como notificar a las partes de la fecha de ello, e indicando la Autoridad 

encargada de la resolución del asunto; 

 

IX.- Cuando la Autoridad resolutora disponga del expediente, bajo su más estricta 

responsabilidad, deberá verificar que la falta descrita en el Informe de Presunta Responsabilidad 

Administrativa sea de las consideradas como graves. En caso de no serlo, fundando y motivando 

debidamente su resolución, regresará el expediente respectivo a la Autoridad sustanciadora que 

corresponda para que continúe el procedimiento en términos de lo dispuesto en el artículo anterior. 

 

De igual forma, de advertir la Autoridad resolutora que los hechos descritos por la Autoridad 

investigadora en el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa corresponden a la descripción de 

una falta grave diversa, le ordenará a ésta realice la reclasificación que corresponda, pudiendo señalar las 

directrices que considere pertinentes para su debida presentación, para lo cual le concederá un plazo de 

tres días hábiles. En caso de que la Autoridad investigadora se niegue a hacer la reclasificación, bajo su 

más estricta responsabilidad así lo hará saber a la Autoridad resolutora fundando y motivando su proceder. 

En este caso, la Autoridad resolutora continuará con el procedimiento de responsabilidad administrativa. 

 

Una vez que la Autoridad resolutora haya decidido que el asunto corresponde a su competencia y, 

en su caso, se haya solventado la reclasificación, deberá notificar personalmente a las partes sobre la 

recepción del expediente. 

 

Cuando conste en autos que las partes han quedado notificadas, dictará dentro de los quince días 

hábiles siguientes el acuerdo de admisión de pruebas que corresponda, donde deberá ordenar las 

diligencias necesarias para su preparación y desahogo; 

 

X.- Concluido el desahogo de las pruebas ofrecidas por las partes, y si no existieran diligencias 

pendientes para mejor proveer o más pruebas que desahogar, la Autoridad resolutora declarará abierto el 

periodo de alegatos por un término de cinco días hábiles comunes para las partes; 

 

XI.- Una vez trascurrido el periodo de alegatos, la Autoridad resolutora, de oficio, declarará 

cerrada la instrucción y citará a las partes para oír la resolución que corresponda, la cual deberá dictarse en 

un plazo no mayor a treinta días hábiles, el cual podrá ampliarse por una sola vez por otros treinta días 

hábiles más, cuando la complejidad del asunto así lo requiera debiendo expresar los motivos para ello; y 

 

XII.- La resolución deberá notificarse personalmente a la presunta o al presunto responsable. En 

su caso, se notificará a las o los denunciantes únicamente para su conocimiento, y a la jefa o al jefe 

inmediato o a la o al titular del órgano, para los efectos de su ejecución, en un plazo no mayor de diez días 

hábiles. 
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CAPÍTULO VII 

SANCIONES POR FALTAS ADMINISTRATIVAS 

 

Artículo 54.- La Comisión de Disciplina y la Visitaduría Judicial y Contraloría podrán imponer 

una o más de las sanciones administrativas señaladas en el artículo 148 de la Ley Orgánica del Poder 

Judicial del Estado, siempre y cuando sean compatibles entre ellas y de acuerdo con la trascendencia de la 

falta administrativa no grave. 

 

La suspensión del empleo, cargo o comisión que se imponga podrá ser dé uno a treinta días 

naturales. 

 

En caso de que se imponga como sanción la inhabilitación temporal, ésta no será menor de tres 

meses ni podrá exceder de un año. 

 

Artículo 55.- Para la individualización de las sanciones a que hace referencia el artículo anterior, 

además de acreditarse todos los elementos subjetivos, objetivos y normativos, cuando la conducta lo exija, 

respecto de las faltas administrativas no graves, se deberán considerar los elementos del empleo, cargo o 

comisión que desempeñaba la o el servidor público cuando incurrió en la falta, así como los siguientes: 

 

I.- El nivel jerárquico y los antecedentes de la infractora o del infractor, entre ellos, la antigüedad 

en el servicio; 

 

II.- Las condiciones exteriores y los medios de ejecución; y 

 

III.- La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones. 

 

En caso de reincidencia de faltas administrativas no graves, la sanción que se le imponga no podrá 

ser igual o menor a la impuesta con anterioridad. 

 

Artículo 56.- La Comisión de Disciplina o la Visitaduría Judicial y Contraloría podrán abstenerse 

de imponer la sanción por falta no grave que corresponda siempre que la o el servidor público: 

 

I.- No haya sido sancionada o sancionado previamente por la misma falta administrativa no grave; y 

 

II.- No haya actuado de forma dolosa. 

 

La Comisión de Disciplina o la Visitaduría Judicial y Contraloría dejarán constancia de la no 

imposición de la sanción a que se refiere el párrafo anterior. 

 

Artículo 57.- A juicio de la Autoridad resolutora, podrán ser impuestas a la infractora o al 

infractor una o más de las sanciones señaladas en el artículo 148 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del 

Estado, siempre y cuando sean compatibles entre ellas y de acuerdo con la gravedad de la falta 

administrativa grave. 

 

La suspensión del empleo, cargo o comisión que se imponga podrá ser de treinta a noventa días 

naturales. 

 

Tratándose de Magistradas y Magistrados Regionales de Circuito y de Juezas y Jueces de Primera 

Instancia, la destitución sólo procederá en los casos previstos en el artículo 151 de la Ley Orgánica del 

Poder Judicial del Estado. 
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En caso de que se determine la inhabilitación, ésta será de uno hasta diez años si el monto de la 

afectación de la falta administrativa grave no excede de doscientas veces el valor diario de la Unidad de 

Medida y Actualización, y de diez a veinte años si dicho monto excede de dicho límite. Cuando no se 

cause daños o perjuicios, ni exista beneficio o lucro alguno, se podrán imponer de tres meses a un año de 

inhabilitación. 

 

Artículo 58.- Para la individualización de las sanciones a que hace referencia el artículo anterior, 

además de acreditarse todos los elementos subjetivos, objetivos y normativos, cuando la conducta lo exija, 

respecto de las faltas administrativas graves, se deberán considerar los elementos del empleo, cargo o 

comisión que desempeñaba la o el servidor público cuando incurrió en la falta, así como los siguientes: 

 

I.- Los daños y perjuicios patrimoniales causados por los actos u omisiones; 

 

II.- - El nivel jerárquico y los antecedentes de la infractora o del infractor, entre ellos la antigüedad 

en el servicio; 

 

III.- Las circunstancias socioeconómicas de la o el servidor público; 

 

IV.- Las condiciones exteriores y los medios de ejecución; 

 

V.- La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones; y 

 

VI.- El monto del beneficio derivado de la infracción que haya obtenido la o el responsable. 

 

Artículo 59.- En el caso de que la falta administrativa grave cometida por la o el servidor público 

le genere beneficios económicos, a sí mismo o a cualquiera de las personas a que se refiere el artículo 53 

de la Ley de Responsabilidades y Sanciones para el Estado de Sonora, se le impondrá sanción económica 

que podrá alcanzar hasta dos tantos de los beneficios obtenidos. En ningún caso la sanción económica que 

se imponga podrá ser menor o igual al monto de los beneficios económicos obtenidos. Lo anterior, sin 

perjuicio de la imposición de las sanciones a que hace referencia el artículo 69 del presente Reglamento. 

 

La Autoridad resolutora determinará el pago de una indemnización cuando, la falta administrativa 

grave a que se refiere el párrafo anterior provocó daños y perjuicios a la Hacienda Pública o al patrimonio 

del Poder Judicial del Estado. En dichos casos, la o el servidor público estará obligado a reparar la 

totalidad de los daños y perjuicios causados y las personas que, en su caso, también hayan obtenido un 

beneficio indebido, serán solidariamente responsables. 

 

CAPÍTULO VIII 

DE LOS RECURSOS 

 

Artículo 60.- El plazo para la presentación del recurso de inconformidad a que hace referencia el 

artículo 107 de la Ley de Responsabilidades y Sanciones para el Estado de Sonora, será de cinco días 

hábiles, contados a partir de la notificación de la resolución impugnada. 

 

Artículo 61.- El escrito por el cual se interponga el recurso de inconformidad deberá contener los 

siguientes requisitos: 

 

I.- Nombre y domicilio de la o del recurrente; 

 

II.- La fecha en que se le notificó la calificación; 
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III.- Las razones y fundamentos por los que, a juicio de la o del recurrente, la calificación del acto 

es indebida; y 

 

IV.- Firma autógrafa de la o del recurrente. 

 

La omisión de este requisito dará lugar a que no se tenga por presentado el recurso, por lo que en 

este caso no será aplicable lo dispuesto en el artículo 63 de este Reglamento. 

 

Asimismo, la o el recurrente acompañará su escrito con las pruebas que estime pertinentes para 

sostener las razones y fundamentos expresados en el recurso de inconformidad. La satisfacción de este 

requisito no será necesaria si los argumentos contra la calificación de los hechos versan solo sobre 

aspectos de derecho. 

 

Artículo 62.- El escrito de impugnación deberá presentarse ante la Unidad de Investigación de 

Faltas Administrativas, quien como Autoridad investigadora hizo la calificación de la falta administrativa 

como no grave, debiendo expresar los motivos por los que se estime indebida dicha calificación. 

 

Interpuesto el recurso, la Unidad de Investigación de Faltas Administrativas deberá correr 

traslado, adjuntando el expediente integrado y un Informe en el que justifique la calificación impugnada, a 

la Autoridad resolutora. 

 

Artículo 63.- En caso de que el escrito por el que se interponga el recurso de inconformidad fuera 

oscuro o irregular, la Autoridad resolutora requerirá a la o al promovente para que subsane las deficiencias 

o realice las aclaraciones que corresponda, para lo cual le concederán un término de cinco días hábiles. De 

no subsanar las deficiencias o aclaraciones en el plazo antes señalado el recurso se tendrá por no 

presentado. 

 

Artículo 64.- En caso de que la Autoridad resolutora tenga por subsanadas las deficiencias o por 

aclarado el escrito por el que se interponga el recurso de inconformidad; o bien, cuando el escrito cumpla 

con los requisitos señalados en el artículo 61 de este Reglamento, admitirán dicho recurso y darán vista a 

la presunta infractora o al presunto infractor para que en el término de cinco días hábiles manifieste lo que 

a su derecho convenga. 

 

Artículo 65.- Una vez subsanadas las deficiencias o aclaraciones o si no existieren, la Autoridad 

resolutora resolverá el recurso de inconformidad en un plazo no mayor a treinta días hábiles. 

 

Artículo 66.- El recurso de inconformidad será resuelto tomando en consideración la 

investigación que conste en el expediente de presunta responsabilidad administrativa y los elementos que 

aporten la o el denunciante o la presunta infractora o el presunto infractor. Contra la resolución que se 

dicte no procederá recurso alguno. 

 

Artículo 67.- La resolución del recurso de inconformidad consistirá en: 

 

I.- Confirmar la calificación o abstención; o 

 

II.- Dejar sin efectos la calificación o abstención, para lo cual la Autoridad resolutora estará 

facultada para recalificar el acto u omisión; o bien ordenar se inicie el procedimiento correspondiente. 

 

Artículo 68.- Las y los servidores públicos que resulten responsables por la comisión de faltas 

administrativas no graves o graves, con excepción de la sanción administrativa consistente en la 

destitución de los cargos de Magistradas y Magistrados Regionales de Circuito y de Juezas y Jueces de 
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Primera Instancia, en los términos de las resoluciones administrativas que dicten los órganos competentes 

que determina el artículo 145 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado, podrán interponer el 

recurso de revocación ante la Autoridad resolutora dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha 

en que surta efectos la notificación respectiva. 

 

Las resoluciones que se dicten en el recurso de revocación serán impugnables a través del juicio 

correspondiente ante el órgano competente. 

 

Tratándose de resoluciones que determinen la sanción administrativa consistente en la destitución 

del cargo de Magistradas y Magistrados Regionales de Circuito y de Juezas y Jueces de Primera Instancia, 

las y los servidores públicos que resulten responsables podrán interponer el recurso de revisión, en los 

términos que establecen los artículos 154,159,160,161,164 y 165 de la Ley Orgánica del Poder Judicial del 

Estado. 

 

Artículo 69.- La tramitación del recurso de revocación se sujetará a las normas siguientes: 

 

I.- Se iniciará mediante escrito en el que deberán expresarse los agravios que a juicio de la o del 

servidor público le cause la resolución, así como el ofrecimiento de las pruebas que considere necesario 

rendir; 

 

II.- La Autoridad resolutora acordará sobre la prevención, admisión o desechamiento del recurso 

en un término de tres días hábiles; en caso de admitirse, tendrá que acordar sobre las pruebas ofrecidas, 

desechando de plano las que no fuesen idóneas para desvirtuar los hechos en que se base la resolución; 

 

III.- Si el escrito de interposición del recurso de revocación no cumple con alguno de los 

requisitos establecidos en la fracción I de este artículo y la Autoridad resolutora no cuenta con elementos 

para subsanarlos se prevendrá a la o al recurrente, por una sola ocasión, con el objeto de que subsane las 

omisiones dentro de un plazo que no podrá exceder de tres días contados a partir del día siguiente de la 

notificación de la prevención, con el apercibimiento de que, de no cumplir, se desechará el recurso de 

revocación. 

 

La prevención tendrá el efecto de interrumpir el plazo que tiene la Autoridad para resolver el 

recurso, por lo que comenzará a computarse a partir del día siguiente a su desahogo; y 

 

IV.- Desahogadas las pruebas, si las hubiere, la Autoridad resolutora dictará resolución dentro de 

los treinta días hábiles siguientes, notificándolo a la interesada o al interesado en un plazo no mayor de 

setenta y dos horas. 

 

Artículo 70.- La interposición del recurso de revocación suspenderá la ejecución de la resolución 

recurrida, si concurren los siguientes requisitos: 

 

I.- Que la solicite la o el recurrente; y 

 

II.- Que no se siga perjuicio al interés social ni se contravengan disposiciones de orden público. 

 

Artículo 71.- El recurso de reclamación procederá en contra de las resoluciones de las 

Autoridades sustanciadoras o resolutoras que admitan, desechen o tengan por no presentado el Informe de 

Presunta Responsabilidad Administrativa, la contestación o alguna prueba; las que decreten o nieguen el 

sobreseimiento del procedimiento de responsabilidad administrativa antes del cierre de instrucción; y 

aquéllas que admitan o rechacen la intervención del tercero interesado. 
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Artículo 72.- La reclamación se interpondrá ante la Autoridad sustanciadora o resolutora, según 

corresponda, que haya dictado el auto recurrido, dentro de los cinco días hábiles siguientes a aquél en que 

surta efectos la notificación de que se trate. 

 

Interpuesto el recurso, se ordenará correr traslado a la contraparte por el término de tres días 

hábiles para que exprese lo que a su derecho convenga, sin más trámite, se dará cuenta al Supremo 

Tribunal de Justicia del Estado para que resuelva en el término de cinco días hábiles. 

 

De la reclamación conocerá la Autoridad sustanciadora o resolutora que haya emitido el auto 

recurrido. 

 

La resolución de la reclamación no admitirá recurso legal alguno. 

 

CAPÍTULO IX 

DE LA EJECUCIÓN DE SANCIONES 

POR FALTAS ADMINISTRATIVAS NO GRAVES Y GRAVES 

 

Artículo 73.- La ejecución de las sanciones por faltas administrativas no graves y graves se 

llevarán a cabo de inmediato por las Autoridades correspondientes, una vez que sean impuestas por las 

Autoridades competentes de resolverlas, y conforme se disponga en la resolución respectiva. 

 

Artículo 74.- Tratándose de las y los servidores públicos de base, la suspensión y la destitución se 

ejecutarán por la o el titular del órgano correspondiente. 

 

Artículo 75.- Cuando haya causado ejecutoria una resolución en la que se determine la plena 

responsabilidad de una o un servidor público por faltas administrativas graves, como la suspensión, 

destitución o inhabilitación, se dará vista a su superior jerárquico y al Presidente del Supremo Tribunal de 

Justicia del Estado. 

 

Tratándose de Magistradas y Magistrados Regionales de Circuito y de Juezas y Jueces de Primera 

Instancia, la destitución sólo procederá en los casos previstos en el artículo 151 de la Ley Orgánica del 

Poder Judicial del Estado. 

 

Artículo 76.- Cuando haya causado ejecutoria una resolución en la que se determine que no existe 

una falta administrativa grave, la Autoridad resolutora, sin que sea necesario que medie petición de parte y 

sin demora alguna, girará oficio por el que comunicará la resolución respectiva, así como los puntos 

resolutivos de ésta para su cumplimiento. En los casos en que haya decretado la suspensión de la servidora 

o del servidor público en su empleo, cargo o comisión, ordenará la restitución inmediata de la misma o del 

mismo. 

 

Artículo 77.- El incumplimiento de las medidas cautelares previstas en el artículo 129 de la Ley 

de Responsabilidades y Sanciones para el Estado de Sonora por parte de la jefa o del jefe inmediato o de 

la autoridad obligada a cumplir con dicha disposición, será causa de responsabilidad administrativa en los 

términos de la citada Ley. 

 

Mientras no se dicte resolución definitiva la Autoridad que hubiere conocido del incidente, podrá 

modificar o revocar la resolución que haya decretado o negado las medidas cautelares, cuando ocurra un 

hecho superveniente que lo justifique. 
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TRANSITORIOS 

 

PRIMERO.- Este Reglamento entrará en vigor en la fecha de su aprobación por el Pleno del 

Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Sonora. 

 

SEGUNDO.- Queda sin efectos el Reglamento que Determina los Procedimientos de 

Responsabilidades para los Servidores Públicos del Poder Judicial del Estado de Sonora, mismo que se 

expidió mediante el Acuerdo General Número 07/2021. 

 

TERCERO.- Los procedimientos de responsabilidad administrativa iniciados antes del veintisiete 

de abril de dos mil veintidós, día que entró en vigor la Ley de Responsabilidades y Sanciones para el 

Estado de Sonora, deberán tramitarse y concluirse conforme a las disposiciones de este Reglamento. 

 

CUARTO.- Publíquese el presente Reglamento en el Boletín Oficial del Gobierno del Estado de 

Sonora y en la página web del Poder Judicial del Estado que se tiene en el portal de internet. 

 

El C. Licenciado Edgar Didier López Mendívil, Secretario General de Acuerdos del Supremo Tribunal de 

Justicia del Estado, CERTIFICA: que este REGLAMENTO QUE DETERMINA LOS 

PROCEDIMIENTOS DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LAS Y LOS 

SERVIDORES PÚBLICOS DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE SONORA, fue aprobado por el 

Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado en sesión del nueve de junio de 2022 por unanimidad 

de votos de los Magistrados presentes.- Hermosillo, Sonora, a 10 de junio de 2022. Conste. 

 

 
APÉNDICE 

 

  REGLAMENTO publicado en B.O. No. 47 Sección I de fecha 13 de Junio de 2022. 
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JURISPRUDENCIA PUBLICADA EN SEMANARIO JUDICIAL  

DE LA FEDERACIÓN DE JUNIO A SEPTIEMBRE DE 2022 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024775  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 10 de junio de 2022 10:16 h  

Materia(s): (Civil)  

Tesis: I.7o.C. J/4 C (10a.)  

 

ACCIÓN CAUSAL. LA VÍA PARA EJERCERLA DEPENDE DE LA NATURALEZA DE LA 

RELACIÓN JURÍDICA SUBYACENTE QUE HAYA DADO LUGAR A LA EMISIÓN DEL 

TÍTULO DE CRÉDITO. 
 

Hechos: En un proceso oral el Juez desechó la demanda al advertir que el pagaré en que consta la deuda se 

suscribió para garantizar el pago de un préstamo de dinero, por lo que el negocio jurídico subyacente no es 

mercantil, de tal forma que la acción causal no debió intentarse en la vía oral en esa materia, pues aquél no 

constituye un acto comercial previsto en el artículo 75 del Código de Comercio y, por ende, atendiendo a 

las particularidades del caso, se debió promover en la vía oral civil. 
 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la vía para ejercer la acción causal depende 

de la naturaleza de la relación jurídica subyacente que haya dado lugar a la emisión del título de crédito. 
 

Justificación: Lo anterior, porque cuando el artículo 168 de la Ley General de Títulos y Operaciones de 

Crédito hace referencia a la acción causal, es la denominación que utiliza para hacer alusión a la que se 

ejercitaría para obtener el pago, con independencia del título cambiario, esto es, la acción causal deriva del 

negocio jurídico subyacente que dio lugar a la emisión del título valor; así lo determinó la Primera Sala de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 10/2009, de la que derivó la 

tesis de jurisprudencia 1a./J. 109/2009, de rubro: "TÍTULOS DE CRÉDITO. LA PRESENTACIÓN DEL 

TÍTULO SUSCRITO POR EL DEMANDADO, ADMINICULADO CON SU CONFESIÓN EN EL 

SENTIDO DE QUE LO SUSCRIBIÓ, Y LA NARRACIÓN DE LA RELACIÓN CAUSAL 

SUBYACENTE EN LA DEMANDA, DESPUÉS DE PRESCRITA LA ACCIÓN CAMBIARIA 

DIRECTA, SON INSUFICIENTES PARA PROBAR LA ACCIÓN CAUSAL.". De manera que la acción 

causal mediante la cual el acreedor puede exigir el pago de un adeudo consignado en un título de crédito 

debe ejercitarse mediante la vía y acción que correspondan al negocio jurídico que dio lugar a la emisión 

de ese documento, por lo que puede ser cualquier acción que tutele el derecho que se pretende reclamar en 

juicio. Por tanto, si el acto jurídico que dio lugar a la emisión de un pagaré no es mercantil, la acción 

causal no puede intentarse en la vía oral en esa materia, pues aquél no constituye un acto comercial 

previsto en el artículo 75 del Código de Comercio y, por tanto, atendiendo a las particularidades de cada 

caso, debe promoverse en la vía que corresponda. 
 

SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 

Amparo directo 137/2020. 14 de enero de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Alberto 

Casasola Mendoza. Secretaria: Rosa María Morales Gasca. 
 

Amparo directo 418/2020. Caja de Previsión de la Policía Preventiva del Distrito Federal (hoy Ciudad de 

México). 11 de febrero de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Alberto Casasola Mendoza. 

Secretario: Carlos A. Alonso Espinosa. 
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Amparo directo 360/2020. Caja de Previsión de la Policía Preventiva del Distrito Federal (actualmente 

Ciudad de México). 18 de febrero de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: Marco Polo Rosas Baqueiro. 

Secretaria: María Antonieta Castellanos Morales. 
  

Amparo directo 334/2020. Caja de Previsión de la Policía Preventiva del Distrito Federal (actualmente 

Ciudad de México). 18 de febrero de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: Marco Polo Rosas Baqueiro. 

Secretaria: María Antonieta Castellanos Morales. 
  

Amparo directo 365/2020. Caja de Previsión de la Policía Preventiva del Distrito Federal (hoy Ciudad de 

México). 18 de febrero de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: Marco Polo Rosas Baqueiro. Secretario: 

Carlos Manríquez García. 
 

Nota: La parte conducente de la sentencia relativa a la contradicción de tesis 10/2009 y la tesis de 

jurisprudencia 1a./J. 109/2009 citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta, Novena Época, Tomo XXXI, junio de 2010, páginas 194 y 192, con números de registro digital: 

22248 y 164423, respectivamente. 
 

Esta tesis se publicó el viernes 10 de junio de 2022 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de junio de 2022, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024783  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 10 de junio de 2022 10:16 h  

Materia(s): (Civil, Constitucional)  

Tesis: 1a./J. 68/2022 (11a.)  
 

DERECHO DE LOS MENORES DE EDAD A PARTICIPAR EN LOS PROCEDIMIENTOS 

JURISDICCIONALES QUE AFECTEN SU ESFERA JURÍDICA. DEBE EJERCERSE DE 

MANERA DIRECTA ANTE EL JUZGADOR, POR LO QUE NO PUEDE CONSIDERARSE 

SATISFECHO CUANDO OCURRA DE FORMA INDIRECTA. 
 

Hechos: Un señor demandó por su propio derecho y en representación de su hija menor de edad, entre otras 

prestaciones, su guarda y custodia; por su parte, la madre reconvino la misma prestación. El Juez de primera 

instancia declaró que el actor principal no probó los elementos constitutivos de su acción, y la demandada 

principal y actora reconvencional sí probó sus excepciones, así como los elementos constitutivos de su acción 

reconvencional; por tanto, concedió a ésta la guarda y custodia definitiva de la menor de edad; inconforme el 

actor principal interpuso recurso de apelación y el Tribunal de Alzada confirmó la sentencia recurrida; 

determinación que fue señalada como acto reclamado en el amparo directo promovido por el padre de la menor 

de edad, por derecho propio y en representación de la misma; juicio en el cual le fue negada la protección 

constitucional. Resolución que fue impugnada en revisión, aduciendo esencialmente que no fue respetado el 

derecho de la menor de edad a ser escuchada y que indebidamente el Tribunal Colegiado de Circuito estimó 

que ello había ocurrido de manera indirecta, y quedaba satisfecho a través del reporte que de las convivencias 

celebradas entre la menor de edad y su madre, presentó la psicóloga encargada de supervisarlas. 
 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que el derecho 

de los menores de edad a ser escuchados en los procedimientos judiciales que afecten su esfera jurídica, 

consagrado en el artículo 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño, no puede estimarse satisfecho 

de manera indirecta, específicamente a través de un informe rendido por el profesional en psicología que 
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supervisó las convivencias con alguno de los progenitores, sino que debe ejercerse en forma directa ante el 

juzgador, pero adoptando los ajustes necesarios y acordes a la edad y madurez del menor de edad. 
 

Justificación: El derecho de los menores de edad a ser escuchados en los procedimientos que afecten su 

esfera jurídica, consagrado en el artículo 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño, no es 

irrestricto, pues el juzgador de manera fundada y motivada puede determinar una excepción a su ejercicio. 

Sin embargo, para satisfacer esa prerrogativa deben atenderse los parámetros y lineamientos que en aras 

del respeto de su interés superior ha establecido esta Suprema Corte en el Protocolo para Juzgar con 

Perspectiva de Infancia y Adolescencia, conforme al cual los menores de edad deben ser informados sobre 

su participación, externar su voluntad de hacerlo, encontrarse asistidos por un especialista en temas de 

infancia, así como por un representante que no constituya un conflicto de intereses, e incluso por una 

persona de su confianza. Además, su opinión debe expresarse en una diligencia desarrollada a manera de 

entrevista, en la que se utilice material de apoyo que facilite su expresión, tomando en cuenta la existencia 

de formas verbales y no verbales de comunicación; debiendo registrarse la entrevista por algún medio, a 

fin de que puedan acceder a ella los tribunales de apelación y de amparo, con el objeto de evitar la 

revictimización de los infantes. Lo anterior, en el entendido de que el juzgador además de ordenar el 

respeto a ese derecho de la forma indicada, se encuentra en aptitud de desahogar, de oficio, los medios de 

convicción que estime pertinentes a efecto de contar con elementos suficientes que le permitan emitir una 

determinación que procure el menor riesgo para el menor de edad. 
 

PRIMERA SALA. 
 

Amparo directo en revisión 3994/2021. 6 de abril de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña 

Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge 

Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. 

Secretaria: Claudia Lissette Montaño Mendoza. 
 

Tesis de jurisprudencia 68/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de primero de junio de dos mil veintidós. 
 

Esta tesis se publicó el viernes 10 de junio de 2022 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de junio de 2022, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024784  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 10 de junio de 2022 10:16 h  

Materia(s): (Civil, Constitucional)  

Tesis: 1a./J. 75/2022 (11a.)  
 

DERECHO A LA JUSTA INDEMNIZACIÓN. SU FINALIDAD CONSISTE EN QUE SE DEJE SIN 

DAÑO A LA PERSONA QUE LO SUFRIÓ, POR LO QUE ES CONSTITUCIONAL QUE SI 

ALGUIEN LESIONA EL DERECHO A LA LIBERTAD REPRODUCTIVA DE UNA PERSONA, SE 

LE CONDENE A QUE RESTITUYA LA SITUACIÓN A LA MANERA EN LA QUE SE 

ENCONTRABA. 
 

Hechos: Una mujer demandó la responsabilidad civil integral a una empresa que se dedica a la 

fertilización in vitro, debido a que no actuó diligentemente ante las complicaciones de un procedimiento –
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retiro de miomas– que le fue practicado para aumentar sus posibilidades de embarazo. En el juicio de 

amparo directo el Tribunal Colegiado de Circuito del conocimiento resolvió conceder la protección federal 

para que la empresa pagara sesiones de terapia psicológica para la mujer, criopreservara sus embriones 

durante un lapso específico y le realizara el procedimiento de fecundación in vitro de manera gratuita. 
 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que es 

constitucional que si alguien lesiona el derecho a la libertad reproductiva de una persona, se le condene a 

que restituya la situación a la manera en la que se encontraba previamente. 
 

Justificación: Una justa indemnización mandata que el daño se restituya conforme a la naturaleza del 

derecho vulnerado, a fin de que la situación se restaure a la situación previa a que acontezca. En el caso, el 

daño consistió en una mala praxis médica que derivó en una lesión a la libertad reproductiva de la mujer, 

por lo que la justa indemnización debía operar de manera tal que se le dejara en la posibilidad de volver a 

ser madre. Cabe mencionar que la confirmación de la condena contribuye a la consolidación de una 

doctrina de respeto al derecho a la libertad reproductiva. Esto es, se genera un precedente para que en caso 

de que las personas, en especial las mujeres, vean frustrados sus deseos de ser madres por actos de 

diversos particulares, puedan ser restituidas en el goce de ese derecho y que, en el caso de que eso no sea 

posible, tengan derecho a una justa indemnización. Asimismo, es un llamado a todas las autoridades del 

país a concientizarse sobre los temas reproductivos y su impacto en las personas y que, en consecuencia, 

debe velarse con suma importancia por la garantía al derecho a la libertad reproductiva. 
 

PRIMERA SALA. 
 

Amparo directo en revisión 4456/2021. 2 de marzo de 2022. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Juan Luis 

González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y la Ministra Ana 

Margarita Ríos Farjat, quien se apartó de algunos párrafos. Disidente: Ministra Norma Lucía Piña Hernández, quien 

reservó su derecho para formular voto particular en el que considera que el recurso de revisión era improcedente. 

Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: Pablo Francisco Muñoz Díaz. 
 

Tesis de jurisprudencia 75/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de primero de junio de dos mil veintidós. 
 

Esta tesis se publicó el viernes 10 de junio de 2022 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de junio de 2022, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024785  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 10 de junio de 2022 10:16 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 1a./J. 77/2022 (11a.)  
 

DERECHO AL RECONOCIMIENTO DE LA PERSONALIDAD JURÍDICA. SU GARANTÍA 

DEBE ATENDER TANTO A SU DIMENSIÓN MATERIAL COMO A LA DIMENSIÓN 

FORMAL O INSTRUMENTAL. 
 

Hechos: Personas solicitantes de la condición de refugiado en México promovieron juicio de amparo 

indirecto en contra de la negativa de la autoridad de proporcionarles una Clave Única de Registro de 
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Población (CURP) por considerarla violatoria de su derecho a la personalidad jurídica; el Juez de Distrito 

del conocimiento negó el amparo solicitado, ante lo cual los quejosos interpusieron recurso de revisión. 

 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostiene que la garantía al 

derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica implica atender tanto a su dimensión material, como 

a la dimensión formal o instrumental. Esto quiere decir que su núcleo de protección no sólo implica 

reconocer la efectiva titularidad y ejercicio de los derechos y las obligaciones de la persona (dimensión 

material), sino también la obligación del Estado de dotar de las herramientas, medios, instrumentos y 

condiciones para que la persona pueda acreditar su titularidad y ejercer el derecho respectivo (dimensión 

formal o instrumental). 

 

Justificación: El derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica –previsto por los artículos 1o. 

constitucional, 3 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 16 del Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos– tiene como contenido propio que a una persona se le reconozca la capacidad 

jurídica de ser titular de derechos y obligaciones, así como la capacidad de ejercerlos efectivamente y 

tornarlos operativos. Por ello, se puede afirmar que el derecho a la personalidad jurídica tiene dos 

dimensiones: una material y otra formal, y ambas son necesarias para la materialización y el 

reconocimiento efectivo del derecho fundamental. Así, la dimensión formal o instrumental reconoce que 

la titularidad del derecho resultará inoperante o ilusoria si la persona carece del medio o instrumento para 

acreditarlo y, por tal motivo, se ve privada, de iure o de facto, de personalidad ante el orden jurídico o, por 

lo menos, de legitimación para asumir las consecuencias de la personalidad. Algunos medios o 

instrumentos a los que se refiere esta dimensión serían el acta de nacimiento, alguna identificación oficial 

o cualquier cartilla o documento necesario para acceder a los servicios del Estado y ejercer los derechos 

frente a terceros. Es así como la disposición de dicho medio o instrumento, cualquiera que sea éste, es una 

condición implícita para la efectividad del reconocimiento explícito del derecho a la personalidad y los 

derechos derivados. Bajo esta concepción, con el ejercicio de la personalidad jurídica existe mayor 

garantía de acceso a otros derechos, como la salud, la educación, el trabajo y otros derechos sociales, 

económicos y culturales. Del contenido del derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica se 

infiere también el correlativo deber general del Estado de procurar los medios y condiciones jurídicas para 

que ese derecho pueda ser ejercido libre y plenamente por sus titulares. Este deber es fundamental, sobre 

todo, frente a las personas que se encuentran ya en una situación de vulnerabilidad, marginación y 

discriminación, en atención al principio de igualdad. 

 

PRIMERA SALA. 

 

Amparo en revisión 114/2020. Ituma Michael Mbaba y otros. 22 de septiembre de 2021. Unanimidad de 

cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien está con el sentido, pero con salvedades 

en las consideraciones, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara 

Carrancá y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 

Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de Sollano. 

 

Tesis de jurisprudencia 77/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de primero de junio de dos mil veintidós. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 10 de junio de 2022 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de junio de 2022, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Época: Undécima Época  

Registro: 2024786  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 10 de junio de 2022 10:16 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 1a./J. 81/2022 (11a.)  

 

DERECHOS DE PERSONAS MIGRANTES. LA GARANTÍA DE LOS DERECHOS 

ECONÓMICOS, SOCIALES Y CULTURALES REQUIERE DE LOS MEDIOS NECESARIOS 

PARA EJERCERLOS EFECTIVAMENTE. 

 

Hechos: Personas solicitantes de la condición de refugiado en México promovieron juicio de amparo 

indirecto en contra de la negativa de la autoridad de proporcionarles una Clave Única de Registro de 

Población (CURP), pues ello les impedía acceder efectivamente a servicios de salud, educación, trabajo, 

etcétera. En el proceso, los quejosos alegaron la inconstitucionalidad de los artículos 52 y 59 de la Ley de 

Migración en los que se sustentó la negativa; el Juez de Distrito del conocimiento negó el amparo 

solicitado, ante lo cual los quejosos interpusieron recurso de revisión. 

 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostiene que el 

reconocimiento de derechos económicos, sociales y culturales a personas migrantes se torna ilusorio si 

éstos no pueden acceder a los medios, instrumentos o herramientas necesarios para ejercerlos 

efectivamente. Por lo tanto, el Estado tiene el deber de eliminar todos los obstáculos existentes que, de 

iure o de facto, enfrentan las personas migrantes en el acceso efectivo a sus derechos fundamentales. 

 

Justificación: La garantía de un derecho implica la obligación del Estado de tomar todas las medidas necesarias 

para "remover" los obstáculos que puedan existir, para que los individuos disfruten y efectivamente ejerzan los 

derechos fundamentales reconocidos. En atención a la dimensión formal o instrumental del derecho a la 

personalidad jurídica y al principio de interdependencia de los derechos fundamentales, no es posible ser titular 

de derechos económicos, sociales y culturales si se carece de las condiciones propicias para adquirirlos, 

ejercerlos y exigirlos. En esta relación subyace el deber de los Estados de adoptar medidas generales de manera 

progresiva y medidas de carácter inmediato para asegurar la garantía de los derechos reconocidos. Por lo tanto, 

alcanzar la efectividad de los derechos no depende exclusivamente de la promulgación de disposiciones 

constitucionales o legislativas, sino que los Estados deben realizar actividades concretas para que las personas 

bajo su jurisdicción puedan disfrutar y ejercer sus derechos. 

 

PRIMERA SALA. 

 

Amparo en revisión 114/2020. Ituma Michael Mbaba y otros. 22 de septiembre de 2021. Unanimidad de 

cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien está con el sentido, pero con salvedades 

en las consideraciones, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara 

Carrancá y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 

Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de Sollano. 

 

Tesis de jurisprudencia 81/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de primero de junio de dos mil veintidós.  

 

Esta tesis se publicó el viernes 10 de junio de 2022 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de junio de 2022, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Época: Undécima Época  

Registro: 2024792  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 10 de junio de 2022 10:16 h  

Materia(s): (Laboral)  

Tesis: III.4o.T. J/1 L (11a.)  

 

ESTADO DE INVALIDEZ. PARA DETERMINARLO ES REQUISITO QUE EL ASEGURADO 

ESPECIFIQUE EN LA DEMANDA LAS ACTIVIDADES DEL PUESTO QUE OCUPÓ EN EL 

ÚLTIMO AÑO DE TRABAJO, A EFECTO DE RELACIONARLAS CON SUS 

PADECIMIENTOS Y SU IMPOSIBILIDAD PARA OBTENER UN INGRESO SUPERIOR AL 50 

% DEL SALARIO PERCIBIDO EN ESE PERIODO. 

 

Hechos: La parte actora reclamó el reconocimiento de su estado de invalidez y, como consecuencia, el 

pago de la pensión respectiva; para ello, señaló las actividades que desempeñó en toda su vida laboral. La 

Junta determinó que el actor tenía derecho a la pensión por invalidez, conforme a los dictámenes de los 

peritos. Contra esa resolución el Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) promovió juicio de amparo 

directo.  

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado Circuito establece que para determinar el estado de invalidez en 

los conflictos de seguridad social es requisito que el asegurado especifique en la demanda las actividades 

del puesto que ocupó en el último año de trabajo, a efecto de relacionarlas con sus padecimientos y su 

imposibilidad para obtener un ingreso superior al 50 % del salario percibido en ese periodo. 

 

Justificación: Ello es así, pues de conformidad con el artículo 899-C, fracción IV, de la Ley Federal del 

Trabajo, en los conflictos de seguridad social, son requisitos de la demanda precisar, entre otros, los 

puestos desempeñados y las actividades desarrolladas, lo cual es relevante, tomando en cuenta que 

conforme al artículo 119 de la Ley del Seguro Social, para determinar el estado de invalidez el asegurado 

debe estar imposibilitado para procurarse, mediante un trabajo igual, una remuneración superior al 50 % 

de su salario habitual percibido durante el último año de trabajo, y que esa imposibilidad derive de una 

enfermedad o accidente no profesionales. De ahí que el asegurado deba precisar el puesto desempeñado y 

las actividades realizadas en el último año de trabajo, y no de forma general las ejecutadas en todos los 

puestos de su vida laboral, a efecto de que la Junta las pueda relacionar con los padecimientos encontrados 

al trabajador y con sus actividades laborales del último año para determinar si tiene derecho a que se le 

reconozca el estado de invalidez. 

 

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL TERCER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 212/2020. Instituto Mexicano del Seguro Social. 26 de agosto de 2021. Unanimidad de 

votos. Ponente: Edith Ibarra Santoyo, secretaria de tribunal autorizada por la Comisión de Carrera Judicial 

del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrada, en términos del 

artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con el 

diverso 40, fracción V, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, por el que se 

expide el similar que reglamenta la organización y funcionamiento del propio Consejo; y reforma y deroga 

diversas disposiciones de otros acuerdos generales. Secretaria: Rosa Luz Gómez Marquina.  

 

Amparo directo 521/2020. Instituto Mexicano del Seguro Social. 26 de agosto de 2021. Unanimidad de 

votos. Ponente: Edith Ibarra Santoyo, secretaria de tribunal autorizada por la Comisión de Carrera Judicial 

del Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrada, en términos del 
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artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con el 

diverso 40, fracción V, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, por el que se 

expide el similar que reglamenta la organización y funcionamiento del propio Consejo; y reforma y deroga 

diversas disposiciones de otros acuerdos generales. Secretaria: Martha Esperanza Alcántar Guardado.  

 

Amparo directo 459/2020. Instituto Mexicano del Seguro Social. 9 de septiembre de 2021. Unanimidad de 

votos. Ponente: Héctor Landa Razo. Secretaria: Yolitzma Yasmin Rosales Márquez.  

 

Amparo directo 724/2020. Instituto Mexicano del Seguro Social. 23 de septiembre de 2021. Unanimidad 

de votos. Ponente: Héctor Landa Razo. Secretaria: Yolitzma Yasmin Rosales Márquez. 

 

Amparo directo 230/2021. Instituto Mexicano del Seguro Social. 23 de septiembre de 2021. Unanimidad 

de votos. Ponente: Armida Buenrostro Martínez. Secretaria: Martha Esperanza Alcántar Guardado.  

 

Esta tesis se publicó el viernes 10 de junio de 2022 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de junio de 2022, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024801  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 10 de junio de 2022 10:16 h  

Materia(s): (Constitucional)  

Tesis: 1a./J. 79/2022 (11a.)  

 

MIGRACIÓN O MOVILIDAD INTERNACIONAL. ES UN FACTOR PROPIO DE 

VULNERABILIDAD POR EL CUAL SE PUEDE PADECER DISCRIMINACIÓN SISTÉMICA Y 

DESIGUALDAD, QUE REQUIERE DE LA ADOPCIÓN DE MEDIDAS TRANSFORMATIVAS 

PARA SER REMEDIADA. 

 

Hechos: Personas solicitantes de la condición de refugiado en México promovieron juicio de amparo 

indirecto en contra de la negativa de la autoridad de proporcionarles una Clave Única de Registro de 

Población (CURP). En el proceso, alegaron la inconstitucionalidad de los artículos 52 y 59 de la Ley de 

Migración en los que se sustentó la negativa; el Juez de Distrito del conocimiento negó el amparo 

solicitado, ante lo cual los quejosos interpusieron recurso de revisión. 

 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostiene que la situación 

de migración o movilidad internacional es un factor propio de vulnerabilidad por el cual se puede padecer 

discriminación sistémica y desigualdad, que se ve especificada en atención a la interseccionalidad. Dicha 

situación requiere la adopción de medidas transformativas en todas las esferas del poder político para ser 

remediada. 

 

Justificación: Al tratar situaciones de personas migrantes –entre ellas, las personas solicitantes de la 

condición de refugiado– se debe recordar que, por lo general, éstas se encuentran en una situación de 

vulnerabilidad al compararlas con las personas no migrantes –nacionales o residentes–. Los movimientos 

territoriales de poblaciones, en sí mismos, entrañan innumerables situaciones peligrosas. A lo anterior se 

suman las ideas xenófobas y de exclusión que pueden ser parte de las sociedades de recepción de los 
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migrantes, las dificultades a causa de diferencias de idioma, costumbres y culturas, dificultades 

económicas, sociales, así como ciertos obstáculos especiales para regresar a sus Estados de origen, entre 

otras. Esta condición de vulnerabilidad tiene una dimensión ideológica y se presenta en un contexto 

histórico específico; sin embargo, es mantenida por situaciones de iure (desigualdades entre nacionales y 

extranjeros en las leyes) y de facto (desigualdades sustantivas o estructurales), lo cual conduce al 

establecimiento de diferencias en el acceso de unas y otras a los recursos públicos administrados por el 

Estado. En este sentido, la discriminación sistémica y la desigualdad histórica exigen la adopción de 

medidas transformativas en todas las esferas del poder político para ser remediadas. Esto significa que 

toda autoridad debe adoptar correcciones dentro del marco institucional disponible, lo que, en el caso de 

migrantes, se traduce en: (i) la obligación de abstenerse de realizar acciones que directa o indirectamente 

creen situaciones de discriminación de iure o de facto, que tengan como consecuencia la discriminación 

directa o indirecta de las personas migrantes; (ii) la obligación de adoptar las medidas positivas para 

revertir o cambiar situaciones discriminatorias existentes en perjuicio de los migrantes; y (iii) la 

obligación de hacer distinciones objetivas y razonables entre migrantes y sus calidades migratorias 

solamente cuando sean conformes con los derechos humanos y el principio pro persona, entre otras. 

 

PRIMERA SALA. 

 

Amparo en revisión 114/2020. Ituma Michael Mbaba y otros. 22 de septiembre de 2021. Unanimidad de 

cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien está con el sentido, pero con salvedades 

en las consideraciones, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara 

Carrancá y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Ponente: 

Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: María Dolores Igareda Diez de Sollano. 

 

Tesis de jurisprudencia 79/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de primero de junio de dos mil veintidós.  

 

Esta tesis se publicó el viernes 10 de junio de 2022 a las 10:16 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 13 de junio de 2022, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024825  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 17 de junio de 2022 10:23 h  

Materia(s): (Civil)  

Tesis: 1a./J. 26/2022 (11a.)  

 

ACCIONES COLECTIVAS EN SENTIDO ESTRICTO E INDIVIDUAL HOMOGÉNEA. LA 

NOTIFICACIÓN A LOS INTEGRANTES DE LA COLECTIVIDAD SOBRE EL INICIO DE SU 

EJERCICIO, PUEDE EFECTUARSE POR MEDIOS ALTERNOS A LA PUBLICACIÓN DE 

EDICTOS, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 591 DEL CÓDIGO FEDERAL DE 

PROCEDIMIENTOS CIVILES. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron posturas distintas respecto a si 

es factible que el órgano jurisdiccional ordene la notificación a la colectividad sobre el inicio de la acción 

colectiva mediante mecanismos alternos a la publicación de edictos, o si, por el contrario, dicha 
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posibilidad está vedada al juzgador, ya que uno determinó que la notificación no podía efectuarse 

mediante ciertos mecanismos alternos (publicación de aviso en recibos de pago y electrónicamente en 

páginas web), mientras que el otro concluyó que sí era factible realizar dicha comunicación con base en 

tales instrumentos. 
 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que, tratándose 

de la notificación a la colectividad sobre el inicio de la acción colectiva en sentido estricto o individual 

homogénea, es factible que el órgano jurisdiccional la ordene a través de mecanismos alternos a la 

publicación de edictos, de conformidad con el artículo 591 del Código Federal de Procedimientos Civiles. 
 

Justificación: La publicidad del proceso colectivo mediante la notificación dirigida a los miembros del 

grupo, adquiere un carácter verdaderamente fundamental para garantizar un debido proceso legal y, en 

ciertos casos, el derecho de autonomía individual de grandes números de personas que, en atención a la 

estructura de nuestros procesos de tutela colectiva no están presentes en la controversia. En ese sentido, en 

términos del artículo aludido, cuando se admite una demanda de acción colectiva, ese acuerdo debe 

notificarse personalmente al representante legal de la colectividad para que la ratifique y, también se 

notificará a la colectividad, a través de medios idóneos; esto es, considerando sus características, como el 

tamaño, su localización, entre otros, siendo además económica, eficiente y amplia conforme a las 

circunstancias del caso. Lo anterior, a fin de que el emplazamiento a los miembros del grupo que 

conforma la parte actora, determine el contorno de la clase y, por consiguiente, el tamaño de la 

responsabilidad masiva que enfrentará el demandado. Consecuentemente, la notificación por edictos en 

términos del artículo 315 del Código Federal de Procedimientos Civiles, por sí sola, resulta insuficiente 

para garantizar el conocimiento efectivo a la colectividad, pues si bien es una herramienta que sigue 

vigente, existen medios más adecuados para lograr la eficacia de la primera y más importante notificación 

a los miembros ausentes de la colectividad. Por tanto, las personas juzgadoras están en aptitud de ordenar 

que la notificación se realice mediante los mecanismos que estimen pertinentes para garantizar la plena 

identificación de la colectividad o grupos que pudieran ser incorporados, por resultar beneficiarios de la 

determinación que al efecto se emita, aunque ello implique una carga adicional para una de las partes. 
 

PRIMERA SALA. 
 

Contradicción de tesis 13/2021. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del 

Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz y el Primer Tribunal Colegiado 

de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa. 25 de agosto de 

2021. Unanimidad de cuatro votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su 

derecho para formular voto concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Jorge Mario Pardo 

Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ausente: Juan Luis González Alcántara Carrancá. Ponente: 

Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge Arriaga Chan Temblador. 
 

Tesis y/o criterios contendientes: 
 

El emitido por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con 

residencia en Xalapa, Veracruz, en apoyo del Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Segundo 

Circuito, al resolver el amparo en revisión civil 228/2018 (cuaderno auxiliar 698/2018), en el que 

concluyó que si bien la notificación a la colectividad debía realizarse por medios idóneos, económicos, 

eficientes y amplios conforme a las circunstancias del caso, en términos de lo dispuesto por el artículo 591 

del Código Federal de Procedimientos Civiles; lo cierto era que, a diferencia de los mecanismos 

tradicionales –edictos–, existían medios más adecuados para lograr la eficacia de la primera y más 

importante notificación a los miembros ausentes de la colectividad conformada por personas fácilmente 

identificables (por lo que concedió el amparo para que la notificación se desahogara no solamente a través 

de edictos, sino también mediante la inclusión de un aviso en los recibos de pago, así como en la página 

web de la demandada), y, 
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El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con 

residencia en Culiacán, Sinaloa, en apoyo del Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Segundo 

Circuito, al resolver el amparo en revisión civil 38/2020 (cuaderno auxiliar 294/2020), arribó a la 

conclusión contraria, dado que aun cuando en apariencia sostuvo una posición similar, en el sentido de 

que existían formas de notificación que resultan más favorables que la practicada mediante edictos, 

finalmente concluyó que no era factible realizar la notificación a través de los medios propuestos (a través 

de anotaciones en recibos de pago y por medios electrónicos), puesto que constituían actos privativos de 

los derechos de la sociedad enjuiciada. 

 

Tesis de jurisprudencia 26/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de seis de abril de dos mil veintidós.  

 

Esta tesis se publicó el viernes 17 de junio de 2022 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 20 de junio de 2022, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024830  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 17 de junio de 2022 10:23 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: 1a./J. 84/2022 (11a.)  

 

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO. 

METODOLOGÍA PARA REALIZARLO. 

 

Hechos: En un juicio ordinario civil se demandó, entre otras cuestiones, la nulidad de un contrato de 

prestación de servicios profesionales que involucró el acto traslativo de dominio de un bien inmueble, en 

tanto que el demandado reconvino la acción pro forma. El Juez de primera instancia desestimó ambas 

pretensiones. En contra de esa resolución, ambas partes interpusieron sendos recursos de apelación, y al 

resolverlos el Tribunal de Alzada modificó la sentencia recurrida. En contra de esa resolución, el 

demandado promovió juicio de amparo directo en el que formuló diversos conceptos de violación, entre 

ellos, el relativo a la inconstitucionalidad del artículo 2150 del Código Civil para el Estado de Baja 

California, cuya resolución constituye la materia de estudio en el presente amparo directo en revisión. 

 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que las personas 

juzgadoras deben seguir la siguiente metodología para realizar control de constitucionalidad y 

convencionalidad ex officio de las normas que deben aplicar, la cual se compone de los pasos que a 

continuación se explican: 1) Identificación. Identificar el derecho humano que considere podría verse 

vulnerado, en atención a las circunstancias fácticas del caso, mismas que se desprenden de la narración del 

titular del derecho o del caudal probatorio que obre en el expediente; 2) Fuente del derecho humano. 

Determinar la fuente de ese derecho humano, es decir, si éste se encuentra reconocido en sede 

constitucional y/o convencional y fijar su contenido esencial, es decir, explicar en qué consiste, a la luz 

tanto de su fuente primigenia como de la jurisprudencia desarrollada por el tribunal encargado de la 

interpretación final de la fuente; 3) Estudio de constitucionalidad y convencionalidad. Análisis de la 

norma sospechosa de inconstitucionalidad e inconvencionalidad a la luz del contenido esencial del 

derecho humano y determinar si éste es contravenido; y, 4) Determinación. Decisión sobre la 
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constitucionalidad y/o convencionalidad de la norma, es decir, determinar si la norma es constitucional o 

inconstitucional, o bien, convencional o inconvencional; la forma en cómo debe interpretarse y, en su 

caso, si ésta debe inaplicarse para el caso concreto. 
 

Justificación: El anterior criterio parte de la obligación que tienen todas las personas juzgadoras (aun 

cuando no sean Jueces de control de constitucionalidad y no haya una petición expresa para realizar este 

tipo de control) de realizar control de constitucionalidad y convencionalidad ex officio de las normas que 

deben aplicar (en términos del artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos), 

a fin de garantizar los derechos humanos tanto de fuente constitucional como convencional y a efecto de 

que lo realicen en los términos que ha dispuesto el Pleno de este Máximo Tribunal; dando con esta 

metodología una operatividad práctica a esta obligación constitucional. 
 

PRIMERA SALA. 
 

Amparo directo en revisión 2283/2013. Roberto Esteban Chávez Salinas. 23 de marzo de 2022. Cinco 

votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien está con el sentido, pero se aparta de algunos 

párrafos, y Ana Margarita Ríos Farjat, quien está con el sentido, pero se aparta de algunos párrafos, y los 

Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 

concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. 

Secretarios: Pablo Francisco Muñoz Díaz y Fernando Sosa Pastrana. 
 

Tesis de jurisprudencia 84/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de ocho de junio de dos mil veintidós. 
 

Esta tesis se publicó el viernes 17 de junio de 2022 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 20 de junio de 2022, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024831  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 17 de junio de 2022 10:23 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: 1a./J. 85/2022 (11a.)  
 

CONTROL DE CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD EX OFFICIO. NO 

IMPLICA QUE DEBA EJERCERSE SIEMPRE, SIN CONSIDERAR PRESUPUESTOS 

FORMALES Y MATERIALES DE ADMISIBILIDAD Y PROCEDENCIA DE LAS ACCIONES 

INTENTADAS. 
 

Hechos: En un juicio ordinario civil se demandó, entre otras cuestiones, la nulidad de un contrato de 

prestación de servicios profesionales que involucró el acto traslativo de dominio de un bien inmueble, en 

tanto que el demandado reconvino la acción pro forma. El Juez de primera instancia desestimó ambas 

pretensiones. En contra de esa resolución, ambas partes interpusieron sendos recursos de apelación, y al 

resolverlos el Tribunal de Alzada modificó la sentencia recurrida. En contra de esa resolución, el 

demandado promovió juicio de amparo directo en el que formuló diversos conceptos de violación, entre 

ellos, el relativo a la inconstitucionalidad del artículo 2150 del Código Civil para el Estado de Baja 

California, cuya resolución constituye la materia de estudio en el presente amparo directo en revisión. 
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que los Jueces y 

las Juezas, en el ámbito de su competencia, antes de proceder al control ex officio de constitucionalidad y 

convencionalidad, deben resolver cualquier problema relacionado con los presupuestos de procedencia o 

de admisibilidad de las acciones que las partes promueven. 
 

Justificación: La expresión "ex officio" que se predica del control judicial significa que los Jueces tienen la 

facultad de controlar las normas que van a aplicar de cara a la Constitución y a los tratados internacionales 

sobre derechos humanos de los que el Estado Mexicano sea Parte, por el simple hecho de ser Jueces o Juezas, 

pero no que necesariamente deban hacer ese control en tres pasos (interpretación conforme en sentido amplio, 

interpretación conforme en sentido estricto e inaplicación) en todos los casos, sino en aquellos en los que, de 

forma incidental, sea solicitado por las partes o adviertan que la norma amerita dicho control, sin hacer a un 

lado los presupuestos formales y materiales de admisibilidad. Al respecto, la propia Corte Interamericana de 

Derechos Humanos ha señalado que: "No implica que ese control deba ejercerse siempre, sin considerar otros 

presupuestos formales y materiales de admisibilidad y procedencia de ese tipo de acciones". 
 

PRIMERA SALA. 
 

Amparo directo en revisión 2283/2013. Roberto Esteban Chávez Salinas. 23 de marzo de 2022. Cinco 

votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien está con el sentido, pero se aparta de algunos 

párrafos, y Ana Margarita Ríos Farjat, quien está con el sentido, pero se aparta de algunos párrafos, y los 

Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien formuló voto 

concurrente, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. 

Secretarios: Pablo Francisco Muñoz Díaz y Fernando Sosa Pastrana. 
 

Tesis de jurisprudencia 85/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de ocho de junio de dos mil veintidós. 
 

Esta tesis se publicó el viernes 17 de junio de 2022 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 20 de junio de 2022, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024875  

Instancia: Plenos de Circuito  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 24 de junio de 2022 10:30 h  

Materia(s): (Constitucional, Civil)  

Tesis: PC.XVI.C. J/2 C (11a.)  
 

GASTOS Y COSTAS PROCESALES. SU CONDENA O EXONERACIÓN DE PAGO EN LOS 

JUICIOS DONDE CONCURREN INTERESES DE NIÑOS, NIÑAS O ADOLESCENTES O 

CUESTIONES DE DERECHO FAMILIAR (INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA DE LOS 

ARTÍCULOS 11 Y 12 DEL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE 

GUANAJUATO, A LA LUZ DEL INTERÉS SUPERIOR DE LOS INFANTES Y DE LA 

PROTECCIÓN DE LA FAMILIA COMO DERECHO HUMANO). 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron criterios divergentes en torno a 

la procedencia o no de la condena o exoneración de pago de los gastos y costas procesales en los asuntos 

que involucren cuestiones de derecho familiar o intereses de niños, niñas y adolescentes. 
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Criterio jurídico: El Pleno en Materia Civil del Decimosexto Circuito determina que de la interpretación 

sistemática de los artículos 11 y 12 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato, 

armonizada con los artículos 1o. y 4o. constitucionales, la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención sobre los Derechos del 

Niño, la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, y la Ley de los Derechos de Niñas, 

Niños y Adolescentes del Estado de Guanajuato, se desprende que en asuntos donde confluyen intereses 

de infantes o cuestiones de derecho familiar, no procede la exoneración o condena al pago de gastos y 

costas basada en una interpretación aislada del artículo 11 en comento; en esos casos, conforme al referido 

precepto, en relación con el mencionado artículo 12, a la luz del principio del interés superior de la niñez y 

el derecho humano a la protección de la familia, tratándose de los derechos de los infantes, cuando recaiga 

en éstos la calidad de parte perdidosa, debe exonerárseles siempre del pago de gastos y costas; y cuando se 

involucren cuestiones de derecho familiar, la autoridad jurisdiccional habrá de examinar si conforme al 

artículo 12 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Guanajuato y el derecho humano de 

protección de la familia, debe o no exonerarse a la parte perdidosa, fundando y motivando reforzadamente 

su determinación, conforme a las particularidades de cada caso concreto que se sujete a su arbitrio. 

 

Justificación: La interpretación literal del artículo 11 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado 

de Guanajuato, no permite sustraer la posibilidad de exonerar a los infantes del pago de gastos y costas 

procesales, cuando les recaiga la calidad de parte perdidosa; sin embargo, el cuerpo normativo integrado 

por las disposiciones inmersas en los artículos 1o. y 4o. constitucionales, los preceptos de la Convención 

sobre los Derechos del Niño, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el Pacto Internacional 

de Derechos Civiles y Políticos, la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes y la Ley 

de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes del Estado de Guanajuato, conlleva realizar una 

interpretación sistemática de aquel precepto en relación con el diverso artículo 12 de ese cuerpo 

normativo, a la luz de las referidas normas nacionales e internacionales, de las cuales se sustrae que 

tratándose de asuntos donde se ventilen derechos de los niños, niñas y adolescentes y recaiga en ellos el 

carácter de perdidosos, debe absolvérseles de la condena al pago de gastos y costas pues, por una parte, el 

resolutor se encuentra constreñido a verificar si confluyen los requisitos previstos en el multicitado 

artículo 12 del código adjetivo civil del Estado y, por otra, los extremos ahí previstos para que opere la 

exoneración deben considerarse colmados, pues las conductas procesales que impedirían su aplicación en 

modo alguno pueden ser atribuidas a título personal a los infantes; y en tratándose de los juicios donde 

concurren cuestiones de derecho familiar, el operador jurisdiccional tiene la obligación de observar el 

derecho fundamental de protección del núcleo familiar, mismo que le impone la carga en todos los casos 

de evaluar y eventualmente ponderar la factibilidad de exonerar a la parte perdidosa, pues pueden llegar a 

concurrir supuestos donde la condena afecte la economía de la familia, la cohesión del núcleo, la eficacia 

de otras condenas en numerario y/o la sanidad de sus relaciones o incluso, asuntos donde la resolución 

obedezca a cuestiones o circunstancias (como los de suplencia de la queja o instancia) donde ya no podría 

responsabilizarse del todo a las partes de su condena o absolución.  

 

PLENO EN MATERIA CIVIL DEL DECIMOSEXTO CIRCUITO. 

 

Contradicción de tesis 2/2021. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero, Segundo y 

Tercero, todos en Materia Civil del Décimo Sexto Circuito. 4 de mayo de 2022. Unanimidad de tres votos 

de los Magistrados Moisés Duarte Briz, Gustavo Almendárez García y Arturo González Padrón. Ponente: 

Moisés Duarte Briz. Secretario: Salvador Álvarez Villanueva. 

 

Criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Sexto Circuito, al resolver el 

amparo directo 514/2021, el sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo 

Sexto Circuito, al resolver los amparos directos 793/2018, 360/2019 y 370/2019, y el diverso sustentado 
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por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Sexto Circuito, al resolver el amparo 

directo 407/2018. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 24 de junio de 2022 a las 10:30 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 27 de junio de 2022, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024940  

Instancia: Plenos de Circuito  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 08 de julio de 2022 10:15 h  

Materia(s): (Común, Civil)  

Tesis: PC.III.C. J/2 K (11a.)  

 

APARIENCIA DEL BUEN DERECHO. LA FACULTAD DEL JUEZ DE DISTRITO PARA 

ANALIZARLA, AL PROVEER SOBRE LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL DE LA 

PROVIDENCIA PRECAUTORIA DE RETENCIÓN DE BIENES (CUENTAS BANCARIAS), 

DEBE LIMITARSE A UN CONOCIMIENTO SUPERFICIAL DIRIGIDO A LOGRAR UNA 

DECISIÓN DE MERA PROBABILIDAD POR LAS CIRCUNSTANCIAS DE CADA CASO, 

RESPECTO DE LA EXISTENCIA DEL DERECHO DISCUTIDO EN EL PROCESO. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes emitieron criterios discrepantes sobre los 

alcances del análisis de la apariencia de la constitucionalidad del acto reclamado por los quejosos, quienes 

figuran como parte demandada en los juicios mercantiles de origen. Mientras uno consideró que implicaba 

revisar si se reunieron o no los requisitos establecidos para el otorgamiento de la providencia precautoria 

de retención de bienes reclamada y si se satisficieron o no los supuestos contemplados en el artículo 1175 

del Código de Comercio, el otro concluyó que al resolver sobre la suspensión provisional, en el supuesto 

específico sometido a su decisión, y bajo el nivel de análisis propuesto en los agravios (valoración de 

pruebas y hechos) no resultaba válido revisar si la orden de retener bienes (cuentas bancarias), reúne los 

requisitos previstos en los artículos 1168 y 1175 del indicado ordenamiento legal. 

 

Criterio jurídico: El Pleno en Materia Civil del Tercer Circuito considera que el análisis de la apariencia 

del buen derecho, cuando se reclama una providencia precautoria consistente en retención de bienes 

(cuentas bancarias), debe determinarse por las circunstancias de cada caso, las que posibilitan analizar si 

se reunieron los requisitos previstos en los artículos 1168 y 1175 del Código de Comercio. 

 

Justificación: La apariencia del buen derecho consiste en determinar hipotéticamente, con base en un 

conocimiento superficial del caso, la existencia del derecho cuestionado y las probabilidades de que la 

sentencia de amparo declare la inconstitucionalidad del acto; entonces, la ponderación de ese elemento 

(apariencia del buen derecho), a que se refiere el artículo 138 de la Ley de Amparo, al decidir sobre la 

suspensión provisional cuando se reclama una providencia precautoria consistente en retención de bienes 

(cuentas bancarias), debe limitarse a las ilegalidades que salten a la vista al imponerse del contenido de la 

demanda y de sus pruebas (sin que esto amerite una valoración de grado tal, sólo propia del fondo del 

asunto) con base en una mera probabilidad y no certeza, que resulta de un estudio superficial de la 

violación alegada, de manera que son las circunstancias de cada caso, las que determinan si es posible 

analizar si se reúnen o no los requisitos previstos en los artículos 1168 y 1175 del Código de Comercio. 
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PLENO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 
 

Contradicción de criterios 1/2022. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Quinto y Sexto, 

ambos en Materia Civil del Tercer Circuito. 17 de mayo de 2022. Unanimidad de seis votos de los 

Magistrados Juan Manuel Arredondo Elías, Samuel Alberto Villanueva Orozco, Ubaldo García Armas, 

Alma Rosa Díaz Mora, Paulino López Millán y Jesús Antonio Sepúlveda Castro. Ponente: Samuel Alberto 

Villanueva Orozco. Secretaria: Laura Icazbalceta Vargas. 
 

Criterios contendientes: 
 

El sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver la queja 

69/2021-I, y el diverso sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al 

resolver la queja 29/2022. 
 

Esta tesis se publicó el viernes 08 de julio de 2022 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de julio de 2022, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024979  

Instancia: Plenos de Circuito  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 08 de julio de 2022 10:15 h  

Materia(s): (Penal)  

Tesis: PC.X. J/4 P (11a.)  
 

SISTEMAS PENALES TRADICIONAL O ACUSATORIO. PARA EFECTOS DE ESTABLECER 

CUÁL HA DE REGIR, DEBE ATENDERSE A QUE EL PROCEDIMIENTO PENAL INICIA 

CON LA PRESENTACIÓN DE LA DENUNCIA, QUERELLA U OTRO REQUISITO 

EQUIVALENTE, ANTE LA REPRESENTACIÓN SOCIAL (INTERPRETACIÓN DE LAS 

NORMAS GENERALES Y DEL RÉGIMEN TRANSITORIO CONSTITUCIONAL Y LEGAL DE 

LA MATERIA EN EL ESTADO DE TABASCO). 
 

Hechos: Dos Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron el régimen transitorio de la 

declaratoria de entrada en vigor del Código Nacional de Procedimientos Penales en el Estado de Tabasco, 

el cual establece que esa norma nacional comenzaría a regular la forma y términos en que se sustanciarían 

los procedimientos penales en el Estado, y que los procedimientos iniciados con antelación a la entrada en 

vigor de ese código se regirían por las disposiciones vigentes al momento de su inicio. Uno de los 

tribunales determinó que el procedimiento penal inicia a partir de que se hace del conocimiento del 

Ministerio Público de la noticia del delito, mientras que el otro tribunal consideró que el inicio del 

procedimiento comienza con el ejercicio de la acción penal ante la autoridad jurisdiccional. 
 

Criterio jurídico: El Pleno del Décimo Circuito considera que el procedimiento penal inicia a partir de la 

noticia del delito, ya sea mediante la presentación de la denuncia, querella u otro requisito equivalente 

ante la representación social, a fin de establecer bajo qué sistema penal (acusatorio o tradicional) se 

regirán los asuntos y, en su caso, bajo qué normas se sustanciarán. 

 

Justificación: Lo anterior, atendiendo a que el propio Código Nacional de Procedimientos Penales define 

las diferencias entre procedimiento y proceso, precisamente, en su artículo 211, en el cual establece que el 

procedimiento penal inicia con la presentación de la denuncia, querella u otro requisito equivalente y que 
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el proceso penal surge a partir de la celebración de la audiencia inicial, en la cual el Juez ya forma parte 

material dentro del litigio planteado por las partes, en aras de resolver dicha contienda. Lo que se 

corrobora con el hecho de que la doctrina emitida previo a la implementación del Sistema Penal 

Acusatorio y con posterioridad a éste, también establece que el inicio del procedimiento penal surge con la 

denuncia o querella de la parte ofendida y que el proceso penal comienza a partir de la consignación o con 

la celebración de la audiencia inicial, pues es esa intervención del juzgador en el litigio la que otorga la 

finalidad compositiva de la figura jurídica del proceso. 
 

PLENO DEL DÉCIMO CIRCUITO. 
 

Contradicción de tesis 18/2021. Entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado en Materia Penal del 

Décimo Circuito, con sede en Villahermosa, Tabasco y el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del 

Centro Auxiliar de la Décimo Primera Región, con residencia en Coatzacoalcos, Veracruz de Ignacio de la 

Llave. 24 de mayo de 2022. Unanimidad de siete votos de los Magistrados Alfredo Barrera Flores 

(presidente), Ángel Rodríguez Maldonado, Eduardo Antonio Méndez Granado, Jaime Flores Cruz, Carlos 

Solís Briceño, Cuauhtémoc Cárlock Sánchez y Jerónimo José Martínez Martínez. Ponente: Ángel 

Rodríguez Maldonado. Secretario: Ramón Sosa Olivier. 
 

Criterios contendientes: 
 

El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materia Penal del Décimo Circuito, con sede en Villahermosa, 

Tabasco, al resolver el amparo en revisión 133/2019, y el diverso sustentado por el Primer Tribunal 

Colegiado del Centro Auxiliar de la Décimo Primera Región, con residencia en Coatzacoalcos, Veracruz 

de Ignacio de la Llave, al resolver los amparos en revisión 440/2019 (cuaderno auxiliar 118/2020) y 

32/2020 (cuaderno auxiliar 158/2020). 
 

Esta tesis se publicó el viernes 08 de julio de 2022 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de julio de 2022, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024954  

Instancia: Plenos de Circuito  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 08 de julio de 2022 10:15 h  

Materia(s): (Común, Civil)  

Tesis: PC.XXX. J/5 C (11a.)  

 

DIVORCIO INCAUSADO. CUANDO EN LA SENTENCIA CONCLUSIVA SE DIRIMEN 

DIVERSAS CUESTIONES INHERENTES A LA DISOLUCIÓN DEL VÍNCULO 

MATRIMONIAL, APELABLES POR SÍ, Y ADEMÁS INCLUYA LA CONDENA AL PAGO DE 

ALIMENTOS QUE, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 372 DEL CÓDIGO DE 

PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE AGUASCALIENTES, NO ADMITE 

RECURSO ALGUNO, ES POSIBLE DIVIDIR LA CONTINENCIA DE LA CAUSA PARA SU 

IMPUGNACIÓN A TRAVÉS DEL JUICIO DE AMPARO DIRECTO. 
 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron posturas contrarias, ante el 

supuesto de una sentencia conclusiva que resuelve diversas cuestiones inherentes a la disolución del 

vínculo matrimonial (por sí, apelables), en la cual se incluye la condena al pago de alimentos (respecto de 

la que, conforme al artículo 372 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Aguascalientes, no se 
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admite medio de impugnación alguno); dos de ellos consideraron procedente el amparo directo, pues en 

cuanto a las cuestiones inherentes al matrimonio en sí mismas apelables, ello deriva de la interpretación 

adicional de diversos preceptos, por tanto, estimaron, se está ante la excepción al principio de 

definitividad; por su parte, el diverso órgano jurisdiccional sostuvo que el juicio de amparo directo 

únicamente procede respecto a la prestación de alimentos, empero, sobre las demás cuestiones inherentes 

al matrimonio, estimó, previo a su promoción se debió agotar el principio de definitividad, por ser factible 

escindir la sentencia para su impugnación.  

 

Criterio jurídico: El Pleno del Trigésimo Circuito decide que tratándose de la sentencia conclusiva del 

procedimiento de divorcio incausado, en la cual se resuelven varias o la totalidad de las cuestiones 

inherentes a la disolución del vínculo matrimonial, por sí mismas apelables, incluyendo, además, la 

condena al pago de alimentos, respecto de la cual no se admite medio de impugnación alguno, es posible 

dividir la continencia de la causa, por lo que en contra de aquéllas procederá el recurso de apelación, en 

tanto que esta última podrá ser reclamada a través del juicio de amparo directo.  

 

Justificación: Las resoluciones conclusivas del divorcio incausado en que se dirimen diversas cuestiones 

inherentes a la disolución del vínculo matrimonial, pueden contener tanto la condena al pago de alimentos, 

la cual, en términos del artículo 372 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Aguascalientes, 

no es recurrible, así como la condena a otras prestaciones, por sí mismas impugnables. En ese supuesto, la 

prestación de alimentos tiene un hecho generador diverso a las demás prestaciones, ya que tiene su origen 

en el principio de solidaridad familiar, que surge a partir de situaciones convivenciales que responden a 

vínculos sanguíneos o afectivos; por lo cual, es posible dividir la continencia de la causa para efectos de su 

impugnación. A partir de lo anterior, ese tipo de sentencias será apelable respecto de las prestaciones 

contra las que sí proceda el recurso, en tanto que la condena al pago de alimentos, podrá ser reclamada a 

través del juicio constitucional. 

 
PLENO DEL TRIGÉSIMO CIRCUITO. 

 
Contradicción de tesis 4/2021. Entre las sustentadas por el Primero, el Segundo y el Tercer Tribunales 

Colegiados, todos del Trigésimo Circuito. 24 de mayo de 2022. Mayoría de tres votos de los Magistrados 

Patricia Mújica López, Silverio Rodríguez Carrillo y Doctor Roberto Lara Hernández. Disidente: David 

Pérez Chávez (presidente), quien formuló voto particular. Ponente: David Pérez Chávez. Secretario: 

Abraham Rodríguez Trejo. 

 
Criterios contendientes:  

 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver el amparo directo 

777/2018, el sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver el amparo 

directo 361/2020, y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al 

resolver el amparo directo 267/2020. 

 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de julio de 2022 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de julio de 2022, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Época: Undécima Época  

Registro: 2024933  

Instancia: Plenos de Circuito  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 08 de julio de 2022 10:15 h  

Materia(s): (Laboral)  

Tesis: PC.V. J/7 L (11a.)  

 

ACCIÓN DE NULIDAD EN LA VÍA LABORAL. ES PROCEDENTE CONTRA LOS 

CONVENIOS LABORALES QUE CAREZCAN DE LAS FIRMAS DE LA TOTALIDAD DE LOS 

MIEMBROS DE LA JUNTA DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE. 

 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron posturas discrepantes al 

analizar la vía para impugnar el convenio laboral celebrado fuera de juicio, que carece de las firmas de los 

integrantes de la Junta de Conciliación y Arbitraje, pues mientras uno determinó que resulta improcedente 

la acción de nulidad de convenio debido a que, al tratarse de un acto fuera de juicio, el actor estuvo en 

posibilidad de promover el juicio de amparo indirecto de conformidad con la fracción IV del artículo 107 

de la Ley de Amparo, a fin de hacer valer posibles deficiencias en la actuación de la autoridad del trabajo, 

a saber, cuestionar las facultades del "secretario auxiliar de trámite" para presidir tal actuación, o bien, la 

falta de firma de la totalidad de los miembros de la Junta; el otro concluyó que sí es procedente la acción 

de nulidad contra los convenios celebrados y ratificados ante la Junta, cuando el acuerdo relativo carezca 

de la firma de alguno de sus integrantes o del secretario que autoriza y da fe, sin que sea menester 

impugnar dicho proveído mediante juicio de amparo indirecto, como acto fuera de juicio, en términos del 

artículo 107, fracción IV, de la Ley de Amparo. 

 

Criterio jurídico: El Pleno del Quinto Circuito determina que resulta procedente el planteamiento de 

nulidad hecho por la actora en un juicio laboral, cuando –con independencia de que haya presidido dicha 

actuación el funcionario auxiliar– el convenio laboral impugnado carezca de las firmas de la totalidad de 

los integrantes de la Junta de Conciliación y Arbitraje respectiva.  

 

Justificación: Los convenios legalmente aprobados por la Junta de Conciliación y Arbitraje, de 

conformidad con la jurisprudencia 2a./J. 17/2015 (10a.), de título y subtítulo: "CONVENIO LABORAL 

SANCIONADO POR LA JUNTA DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE. ES IMPROCEDENTE EL 

PLANTEAMIENTO DE NULIDAD FORMULADO EN SU CONTRA CUANDO EL TRABAJADOR 

ADUCE RENUNCIA DE DERECHOS (ABANDONO DE LAS JURISPRUDENCIAS 2a./J. 105/2003, 

2a./J. 162/2006, 2a./J. 195/2008 Y 2a./J. 1/2010).", no pueden ser impugnados en la vía laboral; sin 

embargo, su aplicación se encuentra supeditada a que resulte aplicable al caso concreto, específicamente, 

que el convenio se encuentre ratificado por la Junta, es decir, que contenga la firma de todos sus 

integrantes. Lo anterior, dada la trascendencia del convenio en el que se dilucidan aspectos sustantivos de 

la relación de trabajo, por lo que es necesario que consten las firmas de la totalidad de los miembros de la 

Junta de Conciliación y Arbitraje para satisfacer el mandato constitucional de impedir cualquier renuncia 

de derechos, máxime que la citada jurisprudencia 2a./J. 17/2015 (10a.), obedece a los principios de 

seguridad y certeza jurídicas que salvaguardan la improcedencia del planteamiento de nulidad de los 

convenios cuando son sancionados por la Junta de Conciliación y Arbitraje; sin embargo, esos mismos 

principios son los que busca tutelar la obligación de que los convenios sean firmados por la totalidad de 

los integrantes de la Junta, para poder constatar que no contienen renuncia de derechos, y brindar certeza 

tanto a los trabajadores como a los patrones. Consecuentemente, el convenio que adolece de requisitos 

formales (falta de firmas de algún integrante o integrantes de la Junta) no surte efectos ni adquiere 

firmeza; de ahí que, en todo caso, se trate de un acuerdo de voluntades no ratificado ni sancionado por la 

autoridad laboral, por lo que no existe pronunciamiento firme sobre la existencia de renuncia de derechos 
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en perjuicio del operario y su validez no fue sancionada por el tribunal obrero, lo que ocasiona que el 

trabajador conserve expedito su derecho para acudir a la vía laboral y solicitar la nulidad del referido 

pacto.  

 

PLENO DEL QUINTO CIRCUITO. 

 

Contradicción de tesis 1/2022. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero y Tercero, 

ambos en Materias Civil y de Trabajo del Quinto Circuito. 10 de mayo de 2022. Mayoría de cinco votos 

de los Magistrados Luis Fernando Zúñiga Padilla, María Lizeth Olvera Centeno, Manuel María Morteo 

Reyes, Arturo Castañeda Bonfil y Federico Rodríguez Celis. Disidente: José Israel Hernández Tirado, 

quien formuló voto particular. Ponente: Arturo Castañeda Bonfil. Secretaria: María Eugenia Robles 

Leyva. 

 

Criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Quinto Circuito, al 

resolver el amparo directo 360/2020, y el diverso sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materias 

Civil y de Trabajo del Quinto Circuito, al resolver el amparo directo 690/2019.  

  

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 17/2015 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial 

de la Federación del viernes 10 de abril de 2015 a las 9:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de 

la Federación, Décima Época, Libro 17, Tomo I, abril de 2015, página 699, con número de registro digital: 

2008806. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 08 de julio de 2022 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de julio de 2022, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Época: Undécima Época  

Registro: 2024942  

Instancia: Plenos de Circuito  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 08 de julio de 2022 10:15 h  

Materia(s): (Laboral)  

Tesis: PC.X. J/3 L (11a.)  

 

COMPETENCIA. CONVENIO CELEBRADO ANTE UN CENTRO DE CONCILIACIÓN 

FEDERAL O LOCAL, SU APROBACIÓN NO PREJUZGA SOBRE LA COMPETENCIA DEL 

ÓRGANO JURISDICCIONAL AL QUE LE CORRESPONDERÁ CONOCER SOBRE SU 

EJECUCIÓN (NUEVO SISTEMA DE JUSTICIA LABORAL). 

 

Hechos: Uno de los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes determinó que si un Centro de 

Conciliación Federal aprueba un convenio celebrado entre las partes, corresponderá al Tribunal Laboral 

Federal conocer de la ejecución del mismo, por el imperio de cosa juzgada que le reviste a esa aprobación; 

mientras que el diverso tribunal determinó lo contrario, estableciendo que la competencia de los órganos 

jurisdiccionales no puede ni debe fijarse atendiendo a la competencia asumida por las autoridades 

conciliadoras. 
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Criterio jurídico: El Pleno del Décimo Circuito considera que la decisión de competencia de un Centro de 

Conciliación Federal o Local que aprueba un convenio, en la etapa prejudicial del nuevo Sistema de 

Justicia Laboral, no trasciende en la determinación competencial de la autoridad jurisdiccional a la cual 

corresponderá la ejecución de ese pacto de voluntades. 

 

Justificación: Es cierto que los artículos 684-E y 987 de la Ley Federal del Trabajo vigente establecen que 

los convenios celebrados entre las partes solamente podrán ser aprobados por los Centros de Conciliación 

legalmente competentes; sin embargo, la fracción XIII del propio artículo 684-E dispone que una vez que 

el convenio es aprobado y adquiere la condición de cosa juzgada, así como la calidad de un título para 

iniciar acciones ejecutivas sin necesidad de ratificación, su cumplimiento mediante el procedimiento de 

ejecución de sentencia debe ser promovido, a su vez, ante el órgano jurisdiccional competente, lo que 

revela que la aprobación del convenio no implica, indefectiblemente, que debe ser el Tribunal Laboral del 

mismo fuero quien deba conocer de la ejecución de ese convenio. Es así, pues la competencia que asumen 

los Centros de Conciliación al conocer del procedimiento de conciliación prejudicial de un conflicto 

laboral, se circunscribe de forma exclusiva a esa etapa y esfera de actuación y, por ende, esa 

determinación de competencia que haga el Centro de Conciliación –Federal o Local– ante el cual se 

celebra y aprueba un convenio, no vincula al Tribunal Laboral ante el cual se promoverá su ejecución, 

pues dicha circunstancia corresponderá decidirla al órgano jurisdiccional conforme a las reglas fijadas en 

la Constitución General y en la Ley Federal del Trabajo y no en función del Centro de Conciliación que 

sustanció la etapa de conciliación prejudicial. 

 

PLENO DEL DÉCIMO CIRCUITO. 

 

Contradicción de tesis 1/2022. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero y Segundo en 

Materia de Trabajo, ambos del Décimo Circuito. 26 de abril de 2022. Mayoría de seis votos de los 

Magistrados Alfredo Barrera Flores (presidente), Ángel Rodríguez Maldonado, Eduardo Antonio Méndez 

Granado, Jaime Flores Cruz, Carlos Solís Briceño y Jerónimo José Martínez Martínez. Disidente: 

Cuauhtémoc Cárlock Sánchez, quien formuló voto particular. Ponente: Ángel Rodríguez Maldonado. 

Secretario: Ramón Sosa Olivier. 

 

Tesis y criterio contendientes: 

 

El Primer Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo Circuito, con residencia en esta ciudad, 

al resolver el conflicto competencial 44/2021, el cual dio origen a la tesis aislada X.1o.T.10 L (11a.), de 

rubro: "COMPETENCIA DE LOS TRIBUNALES LABORALES PARA CONOCER DE LA 

EJECUCIÓN DE UN CONVENIO CELEBRADO ANTE UN CENTRO DE CONCILIACIÓN. DEBE 

FIJARSE CONFORME A LAS REGLAS PREVISTAS EN LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y EN LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, CON 

INDEPENDENCIA DEL FUERO DEL CENTRO QUE HAYA SUSTANCIADO EL 

PROCEDIMIENTO CONCILIATORIO." publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 

11 de marzo de 2022 a las 10:14 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima 

Época, Libro 11, Tomo IV, marzo de 2022, página 3301, con número de registro digital: 2024267, y 

 

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo Circuito, con 

residencia en esta ciudad, en sesión de quince de diciembre de dos mil veintiuno, al resolver el conflicto 

competencial 65/2021.  

 

 

Esta tesis se publicó el viernes 08 de julio de 2022 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de julio de 2022, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Época: Undécima Época  

Registro: 2024975  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 08 de julio de 2022 10:15 h  

Materia(s): (Laboral)  

Tesis: I.5o.T. J/2 L (11a.)  

 
RELACIÓN DE TRABAJO. ESTÁNDAR DE VALORACIÓN DE PRUEBAS SOBRE SU 

EXISTENCIA CUANDO EL PATRÓN LA NIEGA EN FORMA LISA Y LLANA, EN EL 

CONTEXTO DE INDICIOS DE SUBCONTRATACIÓN INJUSTIFICADA (OUTSOURCING O 

INSOURCING). 

 
Hechos: Trabajadores que fueron despedidos demandaron diversas prestaciones a varias personas con las 

que dijeron existió un vínculo de trabajo. Algunas de las demandadas negaron en forma lisa y llana la 

relación de trabajo; sin embargo, en el juicio laboral existen elementos de convicción suficientes para 

tener por acreditada presuntivamente la contratación de los actores bajo un régimen de intermediación 

laboral que los ubicó en una situación de inseguridad jurídica, en el que resultaron beneficiarias de los 

servicios prestados terceras personas, todas ellas codemandadas.  

 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito considera que en los casos en que la parte demandada 

niega lisa y llanamente el vínculo laboral con el actor, y el órgano jurisdiccional observe del expediente la 

existencia de indicios de subcontratación injustificada (outsourcing o insourcing), la parte trabajadora tiene 

la carga probatoria de aportar únicamente indicios objetivos que razonablemente permitan considerar 

cuestionable e incierta la alegada negativa de la existencia del vínculo de trabajo, bastando para ello, que los 

elementos de convicción expongan en su conjunto un escenario de probabilidad que apunte a la existencia 

material de la relación de trabajo con cualquiera de las demandadas, o que revelen un contexto violatorio de 

sus derechos humanos en ese ámbito, sin perjuicio de que –a partir de esos indicios– el órgano jurisdiccional 

opte por allegarse –de oficio– de mayor material probatorio para resolver el asunto conforme al principio de 

realidad y conforme a la verdad material de los hechos. 

 
Justificación: Mientras que el modelo civilista de valoración de la prueba parte del presupuesto de la 

existencia de igualdad material entre las partes y, en consecuencia, tiene como premisa que "el que afirma 

debe probar", en cambio, en materia laboral deben operar otras reglas y estándares de valoración de 

pruebas, toda vez que, en primer lugar, por regla general, existe un contexto de desigualdad y de asimetría 

económica, social y cultural entre el patrón y el trabajador; en segundo término, la experiencia judicial 

demuestra que en las últimas décadas la parte patronal ha acostumbrado efectuar de manera sistemática 

esquemas de subcontratación, outsourcing, insourcing o intermediación ilegal dando lugar a un contexto 

de simulación e inseguridad jurídica en perjuicio de los trabajadores, quienes desconocen con qué sujeto 

se materializa su relación laboral, cuáles son sus derechos laborales y frente a quién pueden reivindicarlos; 

en tercer término, el patrón se encuentra en una posición privilegiada de mayor poder y control sobre el 

origen, la configuración de dicho esquema de contratación y sobre la prueba que nace dentro del entorno 

laboral, por su mayor proximidad y dominio a las fuentes probatorias (expedientes, papeles, escritos, 

testigos-trabajadores/administradores, controles de pagos, de jornada, de asistencias, etcétera). Por esas 

razones, las tesis de jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 2a./J. 

128/2008 y 2a./J. 48/2013 (10a.), de rubro y título y subtítulo: "DEMANDA LABORAL. SI AL 

CONTESTARLA EL DEMANDADO NIEGA LISA Y LLANAMENTE LA EXISTENCIA DE LA 
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RELACIÓN DE TRABAJO, NO ESTÁ OBLIGADO A RESPONDER EN FORMA 

PARTICULARIZADA CADA UNO DE LOS HECHOS EN QUE SE FUNDA." y "CARGA DE LA 

PRUEBA DE LA RELACIÓN DE TRABAJO. CORRESPONDE AL ACTOR CUANDO AFIRMA 

HABER LABORADO EN UN PERIODO DETERMINADO Y LA PARTE DEMANDADA LO NIEGA 

LISA Y LLANAMENTE.", respectivamente, y aquellas que imponen la carga de la prueba al trabajador 

sobre la existencia de la relación de trabajo en dicho supuesto, deben interpretarse conforme al propio 

sistema normativo constitucional y legal, que reconoce toda una serie de normas de protección a la parte 

trabajadora, lo que justifica que para determinar si en el caso concreto se actualiza la existencia de la 

relación laboral y el contexto de subcontratación injustificada (outsourcing o insourcing), resulta 

imprescindible que el órgano jurisdiccional efectúe la valoración de las pruebas a partir de dichos niveles 

de comprobación de los hechos controvertidos, a través de la aplicación del sistema dinámico de la 

prueba, complementado por un modelo probatorio de sana crítica, cuya finalidad es que el trabajador –en 

el contexto de un entorno laboral de incertidumbre– tenga materialmente la posibilidad de demostrar la 

verdad de los hechos, de manera que su carga probatoria no se traduzca en un imposible jurídico; todo ello 

en cumplimiento a los artículos 784 y 841 de la Ley Federal del Trabajo, interpretados a la luz de los 

derechos humanos a la igualdad sustantiva, a la libertad de trabajo, al debido proceso laboral, a la tutela 

judicial efectiva y a la estabilidad en el empleo, reconocidos en los artículos 1o., 5o., 14, 16, 17 y 123 de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

 

QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 

 
Amparo directo 590/2021. Servicios para la Industria de Comida Italiana, S.A. de C.V. 13 de enero de 

2022. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Silva García. Secretaria: Araceli Geraldina Aguirre Díaz.  

 
Amparo directo 784/2021. Banco Azteca, S.A., Institución de Banca Múltiple y otra. 25 de marzo de 

2022. Unanimidad de votos. Ponente: Roberto Ruiz Martínez. Secretario: Álvaro García Breña.  

 
Amparo directo 704/2021. 7 de abril de 2022. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Silva García. 

Secretario: Raziel Flores Brito.  

 
Amparo directo 24/2022. 7 de abril de 2022. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Silva García. 

Secretario: Raziel Flores Brito.  

 
Amparo directo 126/2022. 26 de mayo de 2022. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Silva García. 

Secretaria: Mayra Alejandra García Quistiano.  

 
Nota: Las tesis de jurisprudencia 2a./J. 128/2008 y 2a./J. 48/2013 (10a.) citadas, aparecen publicadas en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVIII, septiembre de 2008, 

página 219 y Décima Época, Libro XX, Tomo 1, mayo de 2013, página 663, con números de registro 

digital: 168947 y 2003486, respectivamente. 

 
Esta tesis se publicó el viernes 08 de julio de 2022 a las 10:15 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 11 de julio de 2022, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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Época: Undécima Época  

Registro: 2024985  

Instancia: Plenos de Circuito  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 15 de julio de 2022 10:22 h  

Materia(s): (Civil)  

Tesis: PC.I.C. J/17 C (11a.)  
 

CADUCIDAD DE LA INSTANCIA EN JUICIO ORAL MERCANTIL. NO PUEDE OPERAR EN 

LA FASE PROPIAMENTE ORAL, QUE COMPRENDE DEL SEÑALAMIENTO DE LA 

AUDIENCIA PRELIMINAR HASTA EL DICTADO DE LA SENTENCIA DEFINITIVA. 
 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes resolvieron asuntos en los que analizaron la 

posibilidad de que se actualice o no la caducidad de la instancia dentro de un juicio oral mercantil, en el 

que las partes se abstuvieron de solicitar al Juez el señalamiento de la fecha y hora para la celebración de 

la audiencia preliminar, arribando a conclusiones contradictorias, pues mientras uno de ellos decidió que 

sí se actualiza la caducidad de la instancia en atención a que dicha figura se encuentra contemplada de 

forma general para aplicarse a cualquier tipo de juicio mercantil, en los que rige el sistema dispositivo, el 

otro determinó que no es así, ya que dentro de los juicios orales mercantiles existe una fase propiamente 

oral que se rige por el principio inquisitivo.  
 

Criterio jurídico: Este Pleno en Materia Civil del Primer Circuito considera que dentro del juicio oral 

mercantil existe una fase propiamente oral, que comprende desde el señalamiento de la fecha y hora para 

la celebración de la audiencia preliminar hasta el dictado de la sentencia definitiva, que es en la cual rigen 

estrictamente los principios de oralidad, en los que se establece un mecanismo de impulsión procesal 

oficiosa del órgano jurisdiccional, aun sin la intervención de las partes, por lo que en esta etapa no puede 

operar la caducidad de la instancia, lo cual es acorde con el cambio de paradigma incorporado en el 

artículo 17 de la Constitución General, en el sentido de que los órganos jurisdiccionales deben privilegiar 

la resolución de fondo de los asuntos, por encima de los formalismos procesales. 
 

Justificación: En los criterios jurisprudenciales emitidos por la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, al resolver las contradicciones de tesis 12/95, 113/2002-PS, 140/2005-PS y 26/2020, 

se establece que el fundamento de la figura de la caducidad de la instancia en los juicios mercantiles se 

encuentra en el principio dispositivo, conforme al cual es a las partes, y no al Juez, a quienes corresponde 

la carga de impulsar el procedimiento. Sin embargo, en el año 2011 se introdujo en el Código de 

Comercio el juicio oral mercantil, en donde existe una fase propiamente oral, que comprende desde el 

señalamiento de la fecha y hora para la celebración de la audiencia preliminar hasta el dictado de la 

sentencia definitiva, que es en la cual rigen estrictamente los principios de oralidad (continuidad, 

concentración, publicidad e inmediación), previstos en los artículos 1390 bis 20, 1390 bis 24, 1390 bis 32 

y 1390 bis 38 del citado ordenamiento, en los que se establece un mecanismo de impulsión procesal 

oficiosa del órgano jurisdiccional, es decir, que corresponde al Juez la fijación y celebración de las 

respectivas audiencias, así como el dictado inmediato de la sentencia definitiva, aun sin la intervención de 

las partes, lo que permite concluir que en esta etapa no puede operar la caducidad de la instancia, lo cual 

es factible en términos del artículo 1390 bis 8, que establece que dentro del juicio oral mercantil, no serán 

aplicables las reglas generales que se opongan a la naturaleza y principios de este procedimiento. 

Asimismo, tal conclusión es acorde con el cambio de paradigma incorporado en el artículo 17 de la 

Constitución General, de que los órganos jurisdiccionales deben privilegiar la resolución de fondo de los 

asuntos, por encima de los formalismos procesales, y con el principio de progresividad de los derechos 

humanos, previsto en el artículo 1o. de la propia Norma Fundamental, en el sentido de que la actuación 

oficiosa del Juez constituye un avance que amplía la tutela del derecho a la justicia efectiva. Finalmente, la 
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doctrina procesal moderna, es coincidente en que tal intervención oficiosa no afecta o altera la 

disponibilidad que tienen las partes sobre el derecho discutido.  
 

PLENO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 

Contradicción de tesis 25/2021. Entre las sustentadas por el Primero y el Décimo Quinto Tribunales 

Colegiados, ambos en Materia Civil del Primer Circuito. 3 de mayo de 2022. Mayoría de nueve votos de 

los Magistrados Iliana Fabricia Contreras Perales, Paula María García Villegas Sánchez Cordero, 

Adalberto Eduardo Herrera González, Hortencia María Emilia Molina de la Puente, Judith Moctezuma 

Olvera, quien formuló voto con salvedades, Alejandro Sánchez López, Manuel Ernesto Saloma Vera, 

Ethel Lizette del Carmen Rodríguez Arcovedo y Ma. del Refugio González Tamayo (presidenta). 

Disidentes: María del Carmen Aurora Arroyo Moreno, María Amparo Hernández Chong Cuy, quien 

formuló voto particular, Fortunata Florentina Silva Vásquez, quien formuló voto particular, Gonzalo 

Hernández Cervantes, quien formuló voto particular, Martha Gabriela Sánchez Alonso, quien formuló 

voto particular, Fernando Rangel Ramírez, quien formuló voto particular y Gonzalo Arredondo Jiménez. 

Ponente: Ethel Lizette del Carmen Rodríguez Arcovedo. Secretario: Fortres Mangas Martínez. 
 

Criterios contendientes: 
 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el amparo 

directo 191/2021, y el diverso sustentado por el Décimo Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del 

Primer Circuito, al resolver los amparos directos 189/2021, 193/2021, 194/2021, 196/2021 y 246/2021. 
 

Nota: Las sentencia relativas a las contradicciones de tesis 12/95, 113/2002-PS, 140/2005-PS y 26/2020 

citadas, aparecen publicadas en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 

Tomos III, enero de 1996, página 10; XVII, mayo de 2003, página 150 y XXIV, julio de 2006, página 17 

y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 83, Tomo I, febrero de 

2021, página 713, con números de registro digital: 3395, 17562, 19552 y 29673, respectivamente.  
 

Esta tesis se publicó el viernes 15 de julio de 2022 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 01 de agosto de 2022, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Época: Undécima Época  

Registro: 2025025  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 15 de julio de 2022 10:22 h  

Materia(s): (Civil)  

Tesis: 1a./J. 102/2022 (11a.)  
 

VIOLENCIA FAMILIAR. EL JUZGADOR DEBE RECABAR DE OFICIO LAS PRUEBAS QUE 

ESTIME CONDUCENTES PARA EL ESCLARECIMIENTO DE LA VERDAD EN AQUELLAS 

CONTROVERSIAS DONDE SE ALEGUE VIOLENCIA FAMILIAR Y ESTÉN 

INVOLUCRADOS DERECHOS DE MENORES DE EDAD. 
 

Hechos: En un juicio de restitución internacional de menores, la madre sustractora contestó la demanda 

oponiendo las excepciones previstas en los artículos 12 y 13 de la Convención de la Haya sobre los 

Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores. El Juez de primera instancia consideró que 

la madre sustractora no había acreditado dichas excepciones. Sin embargo, la demandada promovió un 
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juicio de amparo, mismo que le fue otorgado, por lo que el padre impugnó esta concesión mediante 

recurso de revisión. 
 

Criterio jurídico: La Primera Sala resolvió que, cuando el progenitor sustractor alegue que existió violencia 

familiar para acreditar que la restitución del menor implica un riesgo grave, los juzgadores deben tomar en 

cuenta que la violencia familiar muchas veces está relacionada con violencia de género por lo que tienen 

deberes específicos en materia probatoria. Esto, al tomar como punto de partida el reconocimiento de la 

importancia y la gravedad de las afectaciones que la violencia de género puede tener sobre los infantes. 
 

Justificación: Al impartir justicia los juzgadores, de acuerdo con los antecedentes de cada caso, deben allegarse 

de todos aquellos elementos que les permitan diagnosticar la existencia de un contexto de violencia de género. 

Lo que obedece a dos propósitos, el primero es corroborar si, efectivamente, existe algún síndrome de maltrato 

por esas causas y si dicha violencia de género representa a su vez un riesgo para el menor en el caso de su 

restitución, o bien, por el contrario, para motivar por qué la violencia no crea un escenario que represente un 

peligro físico o psíquico para el menor sujeto a la solicitud de restitución. Esto implica que el órgano colegiado, 

bajo el método de juzgar con perspectiva de género, puede ordenar al Juez ordinario que conoció del asunto, 

reponer el procedimiento para allegarse de todos los medios probatorios que considere necesarios para 

determinar si dicha violencia aducida por uno de los progenitores, puede o no tener repercusiones que pongan 

en riesgo la integridad física y psíquica del menor sujeto al procedimiento de restitución. 
 

PRIMERA SALA. 
 

Amparo directo en revisión 2937/2021. 16 de marzo de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía 

Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, quien formuló voto concurrente, y los Ministros Juan Luis 

González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 

Ministro Juan Luis González Alcántara Carrancá. Secretario: Fernando Sosa Pastrana. 
 

Tesis de jurisprudencia 102/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de seis de julio de dos mil veintidós. 
 

Esta tesis se publicó el viernes 15 de julio de 2022 a las 10:22 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 01 de agosto de 2022, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Época: Undécima Época  

Registro: 2025032  

Instancia: Segunda Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 05 de agosto de 2022 10:13 h  

Materia(s): (Laboral)  

Tesis: 2a./J. 25/2022 (11a.)  
 

APORTACIONES DE VIVIENDA AL INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL DE LA 

VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES. CUANDO EN UN JUICIO LABORAL QUEDA 

ACREDITADO QUE EL PATRÓN OMITIÓ SU PAGO, LA JUNTA DEBE CONDENARLO A 

QUE LAS ENTERE POR EL TIEMPO QUE DURÓ LA RELACIÓN LABORAL, AUNQUE YA 

NO EXISTA DICHO NEXO. 
 

Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes disintieron sobre si cuando en un juicio 

laboral la parte trabajadora reclama al patrón el pago de las aportaciones de vivienda al Instituto del Fondo 
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Nacional de la Vivienda para los Trabajadores y aquél no prueba haberlas cubierto, procede o no que la 

Junta lo condene a que las entere por el tiempo que duró la relación laboral, aunque ya no exista dicho 

nexo. 

 

Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación establece que cuando en 

un juicio laboral la parte trabajadora –ejerciendo la acción individual prevista en el artículo 152 de la Ley 

Federal del Trabajo– reclama al patrón la omisión de pagar las aportaciones de vivienda al Instituto del 

Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores y aquél no prueba haberlas cubierto (observando lo 

dispuesto en el artículo 784, fracción XIV, de la Ley Federal del Trabajo), previo examen del presupuesto 

que origina esa obligación patronal (como lo es la existencia de la relación laboral), procede que la Junta 

condene al patrón al pago de las aportaciones por el tiempo que duró la relación de trabajo, aunque ya no 

exista dicho nexo, caso en el cual procede el entero en forma retroactiva. 

 

Justificación: Lo anterior es así, porque si en el procedimiento jurisdiccional queda evidenciada la 

existencia de la relación de trabajo, además se demuestra que el patrón no inscribió al trabajador mientras 

duró ese vínculo jurídico y que a la fecha en que se formuló la reclamación ya no existía nexo laboral 

entre ellos, la Junta laboral debe condenar al patrón a que inscriba al trabajador y entere las aportaciones 

respectivas al referido instituto, por el tiempo que duró la relación de trabajo, porque si el acto jurídico 

que condiciona el derecho a la seguridad social es la existencia de una relación de trabajo, acreditada ésta, 

se hacen exigibles al patrón las obligaciones previstas en los artículos 136 de la Ley Federal de Trabajo y 

29, fracciones I y III, de la Ley del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores; ya 

que de esa manera se reconoce al trabajador la preexistencia del derecho que no le fue otorgado y, a partir 

de ahí, estará en posibilidad de disfrutar los beneficios de la seguridad social que le correspondan; lo 

anterior con entera independencia de las facultades de comprobación del mencionado instituto. 

 

SEGUNDA SALA. 

 

Contradicción de tesis 284/2021. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del 

Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, Veracruz, y el Tribunal Colegiado del 

Trigésimo Primer Circuito. 2 de marzo de 2022. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis 

María Aguilar Morales, Loretta Ortiz Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: 

Alberto Pérez Dayán. Secretaria: N. Montserrat Torres Contreras. 

 

Criterios contendientes: 

 

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con 

residencia en Xalapa, Veracruz, al resolver el amparo directo 164/2021 (cuaderno auxiliar 362/2021), y el 

diverso sustentado por el Tribunal Colegiado del Trigésimo Primer Circuito, al resolver el amparo directo 

678/2013. 

 

Tesis de jurisprudencia 25/2022 (11a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de veinticinco de mayo de dos mil veintidós.  

 

Nota: De la sentencia dictada en el amparo directo 164/2021 (cuaderno auxiliar 362/2021), resuelto por el 

Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa, 

Veracruz de Ignacio de la Llave, derivó la tesis aislada (IV Región)1o.10 L (11a.), de rubro: 

"APORTACIONES DE VIVIENDA. PROCEDE LA CONDENA A SU PAGO Y LA ENTREGA DE 

LAS CONSTANCIAS RELATIVAS SI EN EL JUICIO SE DEMUESTRA LA EXISTENCIA DE LA 

RELACIÓN LABORAL Y LA OMISIÓN EN EL CUMPLIMIENTO DE DICHA OBLIGACIÓN POR 

PARTE DEL PATRÓN, AL MARGEN DE LA FACULTAD DE COMPROBACIÓN DEL INSTITUTO 

DEL FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES (INFONAVIT).", 
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publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 13 de mayo de 2022 a las 10:18 horas y en 

la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 13, Tomo V, mayo de 2022, 

página 4554, con número de registro digital: 2024548. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 05 de agosto de 2022 a las 10:13 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 08 de agosto de 2022, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Época: Undécima Época  

Registro: 2025090  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 12 de agosto de 2022 10:20 h  

Materia(s): (Civil)  

Tesis: I.3o.C. J/28 C (10a.)  

 

DIVORCIO. EN CASO DE QUE LAS PARTES ESTÉN EN DESACUERDO CON LOS 

CONVENIOS RELATIVOS A LAS OBLIGACIONES QUE PERSISTEN DESPUÉS DE 

DISUELTO EL MATRIMONIO, EL JUEZ DEBE DAR CONTINUIDAD AL PROCEDIMIENTO, 

ORDENAR LA APERTURA DE LOS INCIDENTES DE BIENES Y PERSONAS, REQUERIR A 

LAS PARTES PARA QUE FIJEN SUS POSTURAS Y CONTINUAR CON SU TRAMITACIÓN 

HASTA SU RESOLUCIÓN (MODIFICACIÓN DE LA TESIS AISLADA I.3o.C.757 C). 

 

Hechos: En una controversia derivada de un juicio de divorcio tramitado en la vía ordinaria civil, las 

partes estuvieron en desacuerdo con los convenios presentados; sin embargo, al emitir la sentencia el 

órgano jurisdiccional únicamente disolvió el vínculo matrimonial y dejó a salvo los derechos para iniciar 

los incidentes respectivos. 

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que el desacuerdo de las partes respecto 

de los convenios relativos a las obligaciones que persisten después de disuelto el matrimonio obliga al 

Juez a dar continuidad al procedimiento, para lo cual debe ordenar la apertura de los incidentes de bienes y 

personas, requerir a las partes para que fijen sus posturas y continuar con su tramitación hasta su 

resolución. 

 

Justificación: Lo anterior, porque la finalidad de la reforma al artículo 272 B del Código de 

Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, publicada en la 

Gaceta Oficial local el 3 de octubre de 2008, fue dar celeridad a la declaración sobre el estado civil de los 

cónyuges, mas no que se dejara de resolver sobre temas igualmente trascendentes; además, conforme al 

artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, debe facilitarse el acceso a la 

justicia dada la materia sobre la que versan los incidentes relativos a bienes y personas. Por tanto, con base 

en las anteriores consideraciones, este órgano colegiado modifica el criterio sostenido en la tesis aislada 

I.3o.C.757 C, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo 

XXX, septiembre de 2009, página 3125, con número de registro digital: 166443, de rubro: "DIVORCIO. 

EN CASO DE DESACUERDO EN LOS CONVENIOS, EL JUEZ DEBE DE MANERA OFICIOSA 

ORDENAR LA TRAMITACIÓN DE LOS INCIDENTES CORRESPONDIENTES 

(INTERPRETACIÓN DE LAS REFORMAS A LOS CÓDIGOS CIVIL Y DE PROCEDIMIENTOS 

CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADAS EL TRES DE OCTUBRE DE DOS MIL 

OCHO).", para privilegiar la continuidad sobre la oficiosidad. 
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TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 

Amparo directo 96/2011. 17 de marzo de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Francisco Mota 

Cienfuegos. Secretario: Arturo Alberto González Ferreiro. 
 

Amparo directo 249/2011. 26 de mayo de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Neófito López Ramos. 

Secretaria: Valery Palma Campos. 
 

Amparo directo 231/2011. 16 de junio de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Benito Alva Zenteno. 

Secretaria: Rosa María Martínez Martínez. 
 

Amparo directo 953/2018. 10 de abril de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Sofía Verónica Ávalos 

Díaz. Secretario: José Manuel Martínez Villicaña. 
 

Amparo directo 4/2020. 26 de febrero de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Sofía Verónica Ávalos 

Díaz. Secretario: José Manuel Martínez Villicaña. 
 

Nota: Esta tesis modifica el criterio sostenido por el propio tribunal en la diversa I.3o.C.757 C, de rubro: 

"DIVORCIO. EN CASO DE DESACUERDO EN LOS CONVENIOS, EL JUEZ DEBE DE MANERA 

OFICIOSA ORDENAR LA TRAMITACIÓN DE LOS INCIDENTES CORRESPONDIENTES 

(INTERPRETACIÓN DE LAS REFORMAS A LOS CÓDIGOS CIVIL Y DE PROCEDIMIENTOS 

CIVILES PARA EL DISTRITO FEDERAL, PUBLICADAS EL TRES DE OCTUBRE DE DOS MIL 

OCHO).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, 

septiembre de 2009, página 3125, con número de registro digital: 166443. 
 

Esta tesis se publicó el viernes 12 de agosto de 2022 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 15 de agosto de 2022, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Época: Undécima Época  

Registro: 2025166  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 26 de agosto de 2022 10:34 h  

Materia(s): (Constitucional, Civil)  

Tesis: 1a./J. 115/2022 (11a.)  

 

 

RESPONSABILIDAD CIVIL OBJETIVA. EL QUE REGULE CONDUCTAS RIESGOSAS, PERO 

LÍCITAS, NO IMPLICA UNA LIMITACIÓN PARA REPARAR LOS DAÑOS MORALES. 
 

Hechos: Una persona presentó una demanda de responsabilidad civil objetiva por la muerte de su hermano, 

el cual fue atropellado por un automóvil conducido por un adolescente. En primera instancia, se condenó 

solidariamente a los demandados (padre y madre del adolescente y aseguradora) a indemnizar tanto el daño 

patrimonial como el daño moral. Tras la apelación y la interposición de juicios de amparo por ambas partes, 

el respectivo Tribunal Colegiado de Circuito concedió el amparo únicamente a los demandados. Desde su 

punto de vista y contrario a las decisiones previas, de conformidad con el Código Civil para el Estado de 

Sonora, en la responsabilidad extracontractual objetiva no es posible condenar por daño moral al no existir 

un hecho ilícito. En desacuerdo con esta decisión, se presentó un recurso de revisión. 
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el hecho de 

que, en principio, la responsabilidad civil objetiva regule conductas riesgosas pero lícitas, no conlleva que 

deba aceptarse una limitación a los daños que deben repararse, en particular, los daños morales. 

 

Justificación: No se pasa por alto la inquietud (jurisprudencial comparada o doctrinaria) consistente en que 

la responsabilidad extracontractual objetiva regula conductas inherentemente lícitas, pero riesgosas; por lo 

cual, se argumenta, es debatible que tenga que repararse todo tipo de daños (en especial, los inmateriales) 

cuando el propio ordenamiento jurídico permite dicha actividad y no se violó ningún deber de cuidado. Al 

respecto, en primer lugar, debe señalarse que no toda conducta riesgosa regulada mediante la 

responsabilidad civil objetiva cumple con deberes de cuidado. Por otro lado, el hecho de que la 

responsabilidad objetiva abarque en algunas ocasiones a conductas inherentemente lícitas, no tiene como 

resultado necesario que las consecuencias que surgen de la interacción de personas que se ven 

involucradas en esas conductas sean irrelevantes para el ordenamiento jurídico. Algunas de esas 

consecuencias pueden ser negativas para una de las partes que la sufre, por lo que esa persona no tiene el 

deber de soportar dicha afectación (causada por la actividad riesgosa) cuando la misma es injustificada, 

por más lícita que sea la actividad del dañador. Sin que lo anterior signifique que todas y cada una de las 

consecuencias de una conducta de una persona frente a otra deba ser reparada civilmente. Eso haría la vida 

prácticamente inviable. Sólo ciertas afectaciones son relevantes para el ordenamiento en atención a la 

importancia y al grado de afectación del derecho o interés jurídicamente protegidos; lo cual, es 

especialmente trascendente tratándose del daño moral, pues aunque cada persona tiene una autoridad 

epistémica exclusiva respecto a su dolor o emociones, no toda molestia o incomodidad en torno a los 

sentimientos, emociones u honor será relevante para el ordenamiento jurídico a efecto de exigirse su 

reparación. Por ello, tratándose de la regulación de conductas mediante el régimen de responsabilidad 

objetiva, por más lícita que pueda ser una conducta, si una persona ejerciendo su plan de vida llevó a cabo 

una actividad riesgosa, no puede esperar que la persona que se vio afectada por esa actividad sea quien 

solvente los perjuicios materiales o los inmateriales que esa conducta causó (se aceptaría con ello que una 

persona puede ser instrumento de otra). Al final de cuentas, el afectado por la conducta de otro fue el que 

vio disminuido de manera injustificada el goce/ejercicio de sus derechos a la propiedad, vida, salud, 

integridad física o emocional, etcétera. Consecuentemente, más que la especificación de los tipos de daños 

que se pueden reclamar, la selección de un determinado régimen de responsabilidad tiene como uno de sus 

principales objetivos idear las condiciones idóneas para que se respeten y protejan los diferentes derechos 

de las personas. Por ejemplo, distinguiendo las actividades riesgosas que, por su propia naturaleza, se 

considera que pueden poner en entredicho los derechos de las personas (como la propiedad, la vida, la 

salud o la integridad física o emocional, etcétera), de aquellas conductas que al no detentar esas 

características requieren de un aspecto subjetivo que obligue a dicha persona a respetar el derecho de otra 

persona a no ser dañada y a, en su caso, reparar el daño que causó de manera injustificada, a fin de 

salvaguardar los derechos humanos que se vieron trastocados. 

 

PRIMERA SALA. 

 

Amparo directo en revisión 538/2021. Irma del Carmen Campoy Salguero y otro. 10 de noviembre de 

2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los 

Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario Pardo 

Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: 

Miguel Antonio Núñez Valadez. 

 

Tesis de jurisprudencia 115/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de diecisiete de agosto de dos mil veintidós.  

Esta tesis se publicó el viernes 26 de agosto de 2022 a las 10:34 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de agosto de 2022, para 

los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 



BOLETÍN DE INFORMACIÓN JUDICIAL DEL ESTADO DE SONORA 

65 

 

Época: Undécima Época  

Registro: 2025183  

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 02 de septiembre de 2022 10:11 h  

Materia(s): (Civil)  

Tesis: I.6o.C. J/2 C (11a.)  

 

CONTRATO DE SEGURO DE AUTOMÓVIL. SI LA ASEGURADORA TIENE 

CONOCIMIENTO DE LA AGRAVACIÓN DEL RIESGO Y NO LO RESCINDE 

UNILATERALMENTE EN EL PLAZO LEGALMENTE ESTABLECIDO, ÉSTA NO PRODUCE 

SUS EFECTOS Y, POR ENDE, AQUÉLLA NO QUEDA LIBERADA DE SUS OBLIGACIONES. 

 

Hechos: Un asegurado demandó en la vía oral mercantil de una aseguradora, entre otras prestaciones, el 

cumplimiento del contrato de seguro y el pago de pesos equivalente al valor comercial del vehículo 

siniestrado; la demandada se excepcionó en el sentido de que el actor incumplió con el contrato de seguro 

y, como consecuencia, existió una agravación esencial del riesgo, puesto que en la póliza se estableció que 

el uso del vehículo asegurado era particular y el mismo fue utilizado para brindar el servicio de transporte 

en una plataforma digital; la autoridad responsable declaró fundada la excepción y determinó que cesaron 

de pleno derecho las obligaciones de la compañía aseguradora. 

 

Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que cuando la agravación del riesgo fuera 

procedente por el hecho de que el vehículo asegurado al momento del siniestro estuviera siendo utilizado 

para el servicio de transporte de personas en la aplicación de alguna plataforma digital, distinto al uso de 

servicio particular referido en la póliza o contrato de seguro, si la aseguradora tiene conocimiento de esa 

agravación y no rescinde unilateralmente el contrato, es decir, no hace del conocimiento del asegurado o de 

sus beneficiarios su voluntad en ese sentido en forma auténtica y en el plazo legalmente establecido, la 

agravación del riesgo no produce sus efectos y, por ende, la aseguradora no queda liberada de sus 

obligaciones. 

 

Justificación: Lo anterior, porque es necesario que la decisión de la aseguradora sobre el ejercicio de la 

facultad de rescindir el contrato se haga del conocimiento del asegurado o de sus beneficiarios en forma 

auténtica y en el plazo establecido expresamente en el artículo 58, fracción III, de la Ley sobre el Contrato de 

Seguro, que prevé que la agravación del riesgo no producirá sus efectos si al recibir la empresa el aviso 

escrito de ésta no comunica al asegurado, dentro de los quince días siguientes, su voluntad de rescindir el 

contrato; por lo que debe estimarse que la empresa renunció tácitamente al derecho de hacerlo por esa causa. 

 

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 

 

Amparo directo 489/2019. 20 de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Ismael Hernández 

Flores. Secretario: Sergio I. Cruz Carmona. 

 

Amparo directo 545/2019. 13 de febrero de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Ismael Hernández 

Flores. Secretario: Sergio I. Cruz Carmona. 

 

Amparo directo 149/2021. 10 de noviembre de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos Manuel 

Padilla Pérez Vertti. Secretario: Martín Sánchez y Romero. 

 

Amparo directo 360/2021. 9 de diciembre de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: Ismael Hernández 

Flores. Secretario: Sergio I. Cruz Carmona. 
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Amparo directo 6/2022. 25 de marzo de 2022. Unanimidad de votos. Ponente: Ismael Hernández Flores. 

Secretaria: María Irene López Reyes. 

 

Nota: En relación con el alcance de la presente tesis, destaca la diversa jurisprudencial, de rubro: 

"SEGURO, CONTRATO DE. RESCISIÓN POR PARTE DE LA COMPAÑÍA ASEGURADORA.", 

publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, Volumen 71, Cuarta Parte, 

noviembre de 1974, página 43, con número de registro digital: 241565. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 02 de septiembre de 2022 a las 10:11 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 05 de septiembre de 2022, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 

 

 

 

Época: Undécima Época  

Registro: 2025218  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 09 de septiembre de 2022 10:18 h  

Materia(s): (Penal)  

Tesis: 1a./J. 118/2022 (11a.)  

 

DESPOJO. ESTE DELITO CONSTITUYE UNA GARANTÍA DE PROTECCIÓN AL DERECHO 

A LA POSESIÓN ESTABLECIDA EN LOS PRECEPTOS 14 Y 16 DE LA CONSTITUCIÓN 

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y ES CONGRUENTE CON LA 

PROHIBICIÓN DE HACER JUSTICIA POR PROPIA MANO EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 

17 DEL MISMO ORDENAMIENTO. 

 

Hechos: Una persona fue condenada en primera y segunda instancias por la comisión del delito de despojo 

previsto y sancionado en el artículo 218, fracción I, del Código Penal para el Estado de Hidalgo. 

Inconforme, promovió un juicio de amparo directo en el que cuestionó la constitucionalidad de dicho 

precepto al considerar que indebidamente sanciona una conducta a pesar de que el derecho de posesión 

esté en litigio y que por eso aún no se haya definido en una sentencia definitiva emitida por un Juez civil. 

El Tribunal Colegiado resolvió que el precepto es constitucional y determinó que el artículo 220, último 

párrafo, del mismo código dispone que las penas de ese delito se impondrán aunque el derecho de 

posesión sea dudoso o esté sujeto a litigio. En contra de esa resolución, la parte quejosa interpuso un 

recurso de revisión, en el que alegó la inconstitucionalidad de los citados artículos argumentando que 

permiten la tutela de posesiones que podrían haber sido obtenidas de manera ilegal. 

 

Criterio jurídico: Los artículos 218, fracción I, y 220, último párrafo, del Código Penal para el Estado de 

Hidalgo son constitucionales pues tutelan la posesión de los inmuebles con independencia de cómo fueron 

adquiridos, lo que constituye una garantía de protección a las posesiones de las personas establecida en los 

artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y es congruente con la 

noción de que en un Estado democrático de derecho está prohibido hacer justicia por propia cuenta, en 

términos del artículo 17 del mismo ordenamiento. 

 

Justificación: Los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos protegen 

las posesiones de las personas en sus relaciones con particulares o frente a poderes públicos, las cuales 

sólo pueden ser afectadas definitivamente a través de un juicio en el que se respete el debido proceso, o 
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bien, de manera provisional por mandamientos escritos debidamente fundados y motivados por una 

autoridad competente que deriven de procedimientos en los que se observen sus formalidades esenciales. 

Así, la protección al derecho a la posesión reconocida en ambos artículos entraña que las personas no 

pueden privar a otras de esas posesiones por su propia cuenta, ni ejercer violencia para hacer valer sus 

derechos, pues en una sociedad democrática no pueden regir la arbitrariedad ni la justicia privada, sino el 

imperio de la ley. 

 

Por ello, es constitucional la tipificación del delito de despojo en los términos del artículo 218, fracción I, 

del Código Penal para el Estado de Hidalgo, así como la regla prevista en su numeral 220, último párrafo, 

relativa a que las penas por ese ilícito se impondrán aunque el derecho de posesión sea dudoso o esté 

sujeto a litigio, al tratarse de disposiciones consecuentes con la protección a las posesiones establecida en 

los preceptos 14 y 16 constitucionales, ya que constituyen una medida de política criminal que tiene como 

finalidad garantizar el respeto al Estado de derecho, al tutelar la posesión de inmuebles y sancionar el 

ejercicio de la justicia por propia mano de manera concordante con el contenido del artículo 17 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

 

PRIMERA SALA. 

 

Amparo directo en revisión 3866/2020. Jesús Santillán Flores. 16 de febrero de 2022. Cinco votos de las 

Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González 

Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministra 

Presidenta Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Ramón Eduardo López Saldaña y Juan Pablo Alemán 

Izaguirre. 

 

Tesis de jurisprudencia 118/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 

privada de treinta y uno de agosto de dos mil veintidós. 

 

Esta tesis se publicó el viernes 09 de septiembre de 2022 a las 10:18 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 12 de septiembre de 2022, 

para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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CATÁLOGO DE PUBLICACIONES 
 

-CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS (Octubre ’98, Agosto ’99, 

Noviembre ’02, Abril-Junio’07, Abril-Junio’10). 

-CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO (Abril ’97, Marzo’00, Febrero’02, Octubre-Diciembre’03, Octubre-

Diciembre’07, Abril-Junio’2012, Enero-Marzo’2021). 

-CÓDIGO PENAL PARA EL ESTADO DE SONORA (Junio’97, Abril’00, Julio-Septiembre’03, Octubre-
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Septiembre’2014, Enero-Marzo’2016) 
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Septiembre’03) (Octubre-Diciembre’05, Enero-Marzo’07, Enero-Marzo’09, Enero-Marzo’2011, Enero-

Marzo’2012, Enero-Marzo’2014, Enero-Marzo’2016). 

-CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE SONORA (Abril-Junio 2005, Julio-Septiembre 2007, Julio-

Septiembre’09, Octubre-Diciembre’2011, Octubre-Diciembre’2014). 

-CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE SONORA (Septiembre’00, 

Enero-Marzo’05, Abril-Junio’09, Octubre-Diciembre’2012, Enero-Marzo’2015, Julio-Septiembre’2017, 

Abril-Junio’2020). 
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Octubre-Diciembre’03, Abril-Junio’2016, Octubre-Diciembre’2020, Abril-Junio’2022). 
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-CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES (Julio-Septiembre’04, Octubre- Diciembre’ 08, Octubre-

Diciembre’2015). 

-CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES (Julio- Septiembre’10). 

-CÓDIGO PENAL FEDERAL (Julio-Septiembre’10). 

-LEY GENERAL DE TÍTULOS Y OPERACIONES DE CRÉDITO (Mayo’98, Julio-Septiembre’04, Octubre- 

Diciembre’08, Octubre-Diciembre’2015, Abril-Junio’2019). 

-LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO (Junio’98, Julio-Septiembre’04, Octubre-Diciembre’ 09). 

-LEY DE QUIEBRAS Y SUSPENSIÓN DE PAGOS (Julio’98). 

-LEY GENERAL DE SOCIEDADES MERCANTILES (Agosto’98, Octubre-Diciembre’09, Octubre-

Diciembre’2015, Enero-Marzo’2019). 

-LEY DE AMPARO (Septiembre’98, Abril-Junio’07, Enero-Marzo’09, Julio-Septiembre’ 2013, Julio-

Septiembre’2018, Julio-Septiembre’2020, Abril-Junio’2021). 

-LEY DE RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL ESTADO DE SONORA 

(Noviembre’98 Junio ’00). 

-LEY CATASTRAL Y REGISTRAL Y SU REGLAMENTO (Enero’99, Octubre ’00, Octubre-Diciembre’06). 

-LEY DEL NOTARIADO (Enero’99, Octubre’00, Octubre-Diciembre’06). 

-LEY DE ARANCELES PARA LOS NOTARIOS DEL ESTADO DE SONORA (Enero ’99, Octubre’00, 
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-LEY DEL SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA EN EL ESTADO DE 

SONORA (Febrero’99). 

-LEY DE SALUD (Marzo’99, Julio-Septiembre’2011). 

-LEY DE ASISTENCIA SOCIAL (Marzo’99). 

-LEY QUE REGLAMENTA LAS FUNCIONES DE LA DIRECCIÓN DE PREVENCIÓN Y 

READAPTACIÓN SOCIAL DEL ESTADO DE SONORA (Abril’99). 

-LEY ORGÁNICA P.G. J (Abril’99, Junio’00, Octubre-Diciembre’03, Abril-Junio’2016). 

-LEY DE EJECUCIÓN DE SANCIONES PRIVATIVAS Y MEDIDAS RESTRICTIVAS DE LIBERTAD, 

PARA EL ESTADO DE SONORA (Abril’99, Julio-Septiembre’03, Enero-Marzo’09). 
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-LEY QUE CREA LA COMISIÓN ESTATAL DE LOS DERECHOS HUMANOS (Mayo’99, Julio-

Septiembre’2011). 

-LEY DE SEGURIDAD PÚBLICA PARA EL ESTADO DE SONORA (Mayo’99, Noviembre’00, 

Octubre-Diciembre’03, Abril-Junio’10). 

-LEY ORGÁNICA DE LA DEFENSORIA DE OFICIO (Mayo’99, Octubre ’00, Octubre-Diciembre’03, Abril-

Junio’2016). 

-LEY ORGÁNICA DE ADMINISTRACIÓN MUNICIPAL (Junio’99, Abril’02). 

-LEY ORGÁNICA DEL CONGRESO DEL ESTADO (Junio’99). 

-LEY ORGÁNICA DEL PODER EJECUTIVO DEL ESTADO (Junio’99, Febrero’00, Octubre-

Diciembre’03). 

-LEY DE TRÁNSITO (Julio’99, Junio’00, Octubre - Diciembre’04). 

-LEY QUE REGULA LA OPERACIÓN, Y FUNCIONAMIENTO DE LOS ESTABLECIMIENTOS 

DESTINADOS A LA FABRICACIÓN, ENVASAMIENTO, DISTRIBUCIÓN, GUARDA, 

TRANSPORTACIÓN, VENTA Y CONSUMO DE BEBIDAS CON CONTENIDO ALCOHÓLICO EN EL 

ESTADO DE SONORA (Julio’99, Junio’00, Octubre - Diciembre’04). 

-LEY ORGANICA DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO (Septiembre’99, 

Octubre’02, Octubre-Diciembre’03). 

-LEY DE EXPROPIACIÓN POR CAUSA DE UTILIDAD PÚBLICA (Septiembre’99, Octubre’00). 

-LEY DEL SERVICIO CIVIL PARA EL ESTADO DE SONORA (Septiembre’99, Octubre’02). 

-LEY QUE REGULA LA ADMINISTRACIÓN DE DOCUMENTOS ADMINISTRATIVOS E 

HISTÓRICOS DEL ESTADO DE SONORA (Octubre’99). 

-LEY DEL BOLETÍN (Octubre’99, Octubre’00). 

-REGLAMENTO INTERIOR DE LA COORDINACIÓN DEL SISTEMA ESTATAL DE ARCHIVOS 

PÚBLICOS (Octubre’99). 

-LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL 

ESTADO DE SONORA (Octubre’99, Julio ’02). 

-LEY DE TRANSPORTE PARA EL ESTADO DE SONORA (Noviembre ’99, Junio ’00, Octubre - 

Diciembre’04). 

-LEY DE BIENES Y CONCESIONES DEL ESTADO DE SONORA (Noviembre ’99, Noviembre’00, Abril-

Junio’2012). 

-LEY QUE CREA LA JUNTA DE CAMINOS DEL ESTADO DE SONORA  (Noviembre ’99, Junio’00). 

-LEY DE DESARROLLO URBANO PARA EL ESTADO DE SONORA (Noviembre ’99, Diciembre ’00). 

-LEY DE AGUAS DEL ESTADO DE SONORA (Diciembre’99, Octubre’00). 

-LEY DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO PARA EL ESTADO DE SONORA 

(Diciembre’99, Octubre’00). 

-REGLAMENTO INTERIOR DE LA COMISION DE AGUA POTABLE Y ALCANTARILLADO DEL 

ESTADO DE SONORA (Diciembre’99). 

-COMPILACIÓN DE CRITERIOS PENALES 1992-1995 (Enero’00). 

-LEY ORGÁNICA DEL PODER LEGISLATIVO (Febrero’00). 

-REGLAMENTO DE LA LEY ORGÁNICA DE LA PROCURADURIA GENERAL DE JUSTICIA DEL 

ESTADO DE SONORA (Junio’00). 

-REGLAMENTO DE LA POLICÍA JUDICIAL DEL ESTADO DE SONORA (Junio’00). 

-LEY QUE ESTABLECE EL DERECHO DE VÍA EN LOS CAMINOS Y CARRETERAS DE 

JURISDICCIÓN ESTATAL DE SONORA (Junio’00). 

-REGLAMENTO INTERIOR DE LA SECRETARÍA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DEL 

ESTADO (Junio’00). 
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SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA FAMILIA EN EL ESTADO DE SONORA 
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EN EL ESTADO DE SONORA (Octubre’00). 

-LEY REGLAMENTARIA PARA EL EJERCICIO DE LAS PROFESIONES EN EL ESTADO DE 

SONORA (Octubre’00). 
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READAPTACIÓN SOCIAL DEL ESTADO DE SONORA (Noviembre’00). 

-LEY QUE INSTITUYE Y DECLARA DE INTERES PÚBLICO LA CAMPAÑA CONTRA LAS 

DROGAS (Noviembre’00). 

-LEY DE PROTECCIÓN CIVIL PARA EL ESTADO DE SONORA (Noviembre ’00).  

-LEY DE OBRAS PÚBLICAS DEL ESTADO DE SONORA (Diciembre ’00). 

-REGLAMENTO DE LA LEY DE OBRAS PÚBLICAS DEL ESTADO DE SONORA (Diciembre’00). 

-LEY QUE CREA EL INSTITUTO DE DESARROLLO URBANO Y RURAL DEL ESTADO DE SONORA 

(Diciembre’00). 

-LEY DE EQUILIBRIO ECOLÓGICO Y LA PROTECCIÓN AL AMBIENTE PARA EL ESTADO DE 
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-DECRETO QUE CREA EL INSTITUTO DEL MEDIO AMBIENTE Y EL DESARROLLO 

SUSTENTABLE DEL ESTADO DE SONORA (Diciembre’00). 

-LEY DE GANADERIA PARA EL ESTADO DE SONORA (Diciembre’00, Octubre- Diciembre’ 04), 

(Enero-Marzo’2006). 

-REGLAMENTO DE LA COMISIÓN AGRARIA MIXTA DEL ESTADO DE SONORA (Diciembre’00). 

-CÓDIGO FISCAL DEL ESTADO DE SONORA (Enero’02). 

-REGLAMENTO DEL PADRÓN ESTATAL DE CAUSANTES (Enero’02). 
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-LEY DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y PRESTACIÓN DE SERVICIOS RELACIONADOS 

CON BIENES MUEBLES DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA ESTATAL (Enero’02). 

-REGLAMENTO DE LA LEY DE ADQUISICIONES, ARRENDAMIENTOS Y PRESTACIÓN DE 

SERVICIOS RELACIONADOS CON BIENES MUEBLES DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

ESTATAL (Enero’02). 

-REGLAMENTO DE LA COMISIÓN INTERSECRETARIAL CONSULTIVA DE ADQUISICIONES, 

ARRENDAMIENTOS Y SERVICIOS DEL ESTADO DE SONORA (Enero’02). 

-LEY DE HACIENDA DEL ESTADO DE SONORA (Enero’02). 

-LEY DE EDUCACIÓN PARA EL ESTADO DE SONORA (Marzo’02). 
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-LEY QUE EXIGE SEA IZADA LA BANDERA NACIONAL EN TODOS LOS PLANTELES DE 

EDUCACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO (Marzo’02). 

-LEY QUE CREA EL INSTITUTO DE CRÉDITO EDUCATIVO DEL ESTADO DE SONORA 

(Marzo’02). 

-DECRETO QUE CREA EL CÓDIGO DE ESTUDIOS CIENTÍFICOS Y TECNOLÓGICOS DEL 

ESTADO DE SONORA (Marzo’02). 

-LEY ORGÁNICA DE LA UNIVERSIDAD DE SONORA (Marzo’02), (Octubre-Diciembre’03). 

-LEY ORGÁNICA DEL INSTITUTO TECNOLÓGICO DE SONORA (Marzo’02). 

-LEY ORGÁNICA DEL COLEGIO DE SONORA (Marzo’02). 

-LEY QUE CREA EL CENTRO DE CAPACITACIÓN PARA EL MAGISTERIO DEL ESTADO (Marzo’02). 

-LEY QUE CREA EL COLEGIO DE BACHILLERES DEL ESTADO DE SONORA (Marzo ’02). 

-LEY QUE CREA EL CENTRO DE ESTUDIOS SUPERIORES DEL ESTADO DE SONORA (Marzo’02). 

-LEY QUE AUTORIZA EL FUNCIONAMIENTO DEL CRÉDITO MAGISTERIAL (Marzo’02). 

-LEY QUE AUTORIZA EL PAGO DE LA CUOTA DE DEFUNCIÓN DE MAESTROS EN SERVICIO 

(Marzo’02). 

-LEY DE GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN MUNICIPAL (Abril’02). 

-LEY QUE REGULA LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS PÚBLICOS MUNICIPALES (Abril’02). 

-LEY DE HACIENDA MUNICIPAL (Mayo’02). 

-LEY ORGÁNICA DE ADMINISTRACIÓN MUNICIPAL (Mayo’02). 

-LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 

GUBERNAMENTAL (Junio’02, Enero-Marzo’06). 

-LEY QUE FACULTA AL EJECUTIVO DEL ESTADO PARA OTORGAR PREMIOS, ESTIMULOS Y 

RECOMPENSAS (Octubre’02). 

-LEY PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS NIÑOS, NIÑAS Y ADOLESCENTES 

PARA EL ESTADO DE SONORA (Diciembre’02, Enero-Marzo ’03, Julio-Septiembre’05, Julio-

Septiembre’2015). 

-LEY DE ATENCIÓN Y PROTECCIÓN A VÍCTIMAS DEL DELITO PARA EL ESTADO DE 

SONORA (Diciembre’02) (Enero-Marzo’03). 

-LEY DE INTEGRACIÓN SOCIAL PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD DEL ESTADO DE 

SONORA (Diciembre’02) (Julio-Septiembre’05). 

-REGLAMENTO DE LA LEY DE PREVENCIÓN Y ATENCIÓN A LA VIOLENCIA 

INTRAFAMILIAR PARA EL ESTADO DE SONORA (Enero-Marzo’03) (Julio-Septiembre’05). 

-REGLAMENTO INTERIOR DEL INSTITUTO SONORENSE DE LA MUJER (Enero-Marzo’03) 

(Julio-Septiembre’05). 

-REGLAMENTO INTERIOR DEL SISTEMA PARA EL DESARROLLO INTEGRAL DE LA 

FAMILIA EN EL ESTADO DE SONORA (Enero-Marzo’03). 

-REGLAMENTO DEL CONSEJO MUNICIPAL PARA LA PREVENCIÓN, ATENCIÓN Y 

TRATAMIENTO DE LA VIOLENCIA INTRAFAMILIAR (Enero-Marzo’03). 

-REGLAMENTO DE LA LEY DE INTEGRACIÓN SOCIAL PARA PERSONAS CON 

DISCAPACIDAD DEL ESTADO DE SONORA (Enero-Marzo’03) (Julio-Septiembre’05). 

-LEY FEDERAL DE ARMAS DE FUEGO Y EXPLOSIVOS (Julio-Septiembre’03). 

-ANTEPROYECTO DE CÓDIGO PROCESAL TIPO PARA LA REPÚBLICA MEXICANA (Enero-

Marzo’04). 

-COMPILACIÓN DE TRATADOS Y CONVENCIONES INTERNACIONALES (Abril-Junio’04, Octubre-

Diciembre’2013, Julio-Septiembre’2021). 

-LEY FEDERAL PARA PREVENIR Y ELIMINAR LA DISCRIMINACIÓN (Julio-Septiembre’05). 

-ESTATUTO ORGÁNICO DEL CONSEJO NACIONAL PARA PREVENIR LA DISCRIMINACIÓN (Julio-

Septiembre’05). 

-LEY DE LA COMISIÓN NACIONAL PARA EL DESARROLLO DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS 

(Julio-Septiembre’05).  

-LEY GENERAL DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD (Julio-Septiembre’05). 
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-LEY FEDERAL PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LOS NIÑOS, NIÑAS Y 

ADOLESCENTES (Julio-Septiembre’05). 

-LEY DEL INSTITUTO NACIONAL DE LAS MUJERES (Julio-Septiembre’05). 

-REGLAMENTO INTERIOR DEL INSTITUTO NACIONAL DE LAS MUJERES (Julio-Septiembre’05). 

-ESTATUTO ORGÁNICO DEL INSTITUTO NACIONAL DE LAS MUJERES (Julio-Septiembre’05). 

-REGLAMENTO INTERIOR DEL INSTITUTO SONORENSE DE LA MUJER (Julio-Septiembre’05). 

-LEY DE PREVENCIÓN Y ATENCIÓN DE LA VIOLENCIA INTRAFAMILIAR (Julio-Septiembre’05, Julio-

Septiembre’2015). 

-LEY DE ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE SONORA (Enero-Marzo’05), 

(Enero-Marzo’06). 

-LEY DE DONACIÓN Y TRASPLANTE PARA ORGANISMOS HUMANOS (Enero-Marzo’06). 

-LEY DE SOCIEDADES MUTUALISTAS (Enero- Marzo ‘06). 

-REGLAMENTO DE LA LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA 

GUBERNAMENTAL (Abril-Junio’06). 

-LINEAMIENTOS GENERALES PARA EL ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA EN EL 

ESTADO DE SONORA (Abril-Junio’06). 

-LINEAMIENTOS GENERALES PARA LA CLASIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN DE LOS 

SUJETOS OBLIGADOS EN EL ESTADO (Abril-Junio‘06). 

-LINEAMIENTOS PARA LA ORGANIZACIÓN Y CONSERVACIÓN DE LA DOCUMENTACIÓN 

PÚBLICA (Abril-Junio’06).   

-LEY QUE ESTABLECE EL SISTEMA INTEGRAL DE JUSTICIA PARA ADOLESCENTES DEL ESTADO 

DE SONORA (Julio-Septiembre’06, Enero-Marzo’09). 

-REGLAMENTO DE LA LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR (Julio-Septiembre’06). 

-LEY DE SOCIEDADES MUTUALISTAS PARA EL ESTADO DE SONORA (Julio-Septiembre’06). 

-LEY DE DESARROLLO SOCIAL (Julio-Septiembre’06). 

-LEY DE AGUA DEL ESTADO DE SONORA (Julio-Septiembre’06). 

-REGLAMENTO INTERIOR DEL INSTITUTO CATASTRAL Y REGISTRAL DEL ESTADO DE 

SONORA (Octubre-Diciembre’06). 

-LEY REGLAMENTARIA DE LAS FRACCIONES I Y II DEL ARTÍCULO 105 DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS (Abril-Junio’07). 

-RECOPILACIÓN DE REFORMAS A LOS CÓDIGOS PENAL Y DE PROCEDIMIENTOS PENALES 

PARA EL ESTADO DE SONORA, DESDE EL AÑO 1949 A LA ACTUALIDAD. TOMO I. (Enero-

Marzo’08). 

-RECOPILACIÓN DE REFORMAS A LOS CÓDIGOS PENAL Y DE PROCEDIMIENTOS PENALES 

PARA EL ESTADO DE SONORA, DESDE EL AÑO 1949 A LA ACTUALIDAD. TOMO II (Abril-

Junio’08). 

-LEY DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA PARA EL ESTADO 

DE SONORA (Julio-Septiembre’08, Enero-Marzo’2018). 

-LEY DE PROFESIONES DEL ESTADO DE SONORA. (Julio-Septiembre’08). 

-LEY DE MECANISMOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS PARA EL 

ESTADO DE SONORA (Julio-Septiembre’08, Abril-Junio’2005). 

-LEY DE ATENCIÓN Y PROTECCIÓN A VÍCTIMAS DEL DELITO (Julio-Septiembre’08). 

-LEY DE UNIONES DE CRÉDITO. (Octubre-Diciembre’09). 

-CÓDIGO DE FAMILIA PARA EL ESTADO DE SONORA (Enero-Marzo’10, Abril-Junio’11, Julio-

Septiembre’2015, Octubre-Diciembre’2017, Enero-Marzo’2020). 

-LEY GENERAL DEL SISTEMA NACIONAL DE SEGURIDAD PÚBLICA (Abril-Junio’10). 

-CÓDIGO PENAL FEDERAL (Julio-Septiembre’10). 

-CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES (Julio-Septiembre’10). 

-LEY GENERAL DE SALUD (Octubre-Diciembre’10). 

-LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN POSESIÓN DE LOS 

PARTICULARES (Octubre-Diciembre’10). 
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-LEY FEDERAL DE EXTINCIÓN DE DOMINIO REGLAMENTARIA DEL ARTÍCULO 22 DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS (Octubre-Diciembre’10). 

-LEY DE SEGURIDAD PÚBLICA PARA EL ESTADO DE SONORA (Julio-Septiembre’2011). 

-LEY DE SEGURIDAD ESCOLAR PARA EL ESTADO DE SONORA (Julio-Septiembre’2011). 

-LEY DE PREVENCIÓN Y COMBATE DE LA TRATA DE PERSONAS PARA EL ESTADO DE 

SONORA (Julio-Septiembre’2011). 

-LEY PARA LA IGUALDAD ENTRE MUJERES Y HOMBRES EN EL ESTADO DE SONORA (Julio-

Septiembre’2011). 

-LEY DE PROTECCIÓN A MADRES JEFAS DE FAMILIA PARA EL ESTADO DE SONORA (Julio-

Septiembre’2011, Enero-Marzo’2018). 

-LEY QUE DETERMINA LAS BASES DE OPERACIÓN DE LAS CASAS DE EMPEÑO DEL 

ESTADO DE SONORA (Julio-Septiembre’2011). 

-LEY DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DEL ESTADO DE SONORA (Abril-Junio’2012). 

-LEY FEDERAL PARA LA PROTECCIÓN A PERSONAS QUE INTERVIENEN EN EL 

PROCEDIMIENTO PENAL (Julio-Septiembre’2012). 

-LEY GENERAL PARA PREVENIR Y SANCIONAR LOS DELITOS EN MATERIA DE 

SECUESTRO, REGLAMENTARIA DE LA FRACCIÓN XXI DEL ARTÍCULO 73 DE LA 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS (Julio-Septiembre’2012, Octubre-

Diciembre’ 2016). 

-LEY GENERAL PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LOS DELITOS EN MATERIA 

DE TRATA DE PERSONAS Y PARA LA PROTECCIÓN Y ASISTENCIA A LAS VÍCTIMAS DE 

ESTOS DELITOS (Julio-Septiembre’2012, Julio-Septiembre’ 2016). 

-LEY PARA LA PROTECCIÓN DE PERSONAS DEFENSORAS DE DERECHOS HUMANOS Y 

PERIODISTAS (Julio-Septiembre’2012). 

-LEY GENERAL DE PROTECCIÓN CIVIL (Julio-Septiembre’2012). 

-LEY DE EJECUCIÓN DE SANCIONES PENALES Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DEL ESTADO 

DE SONORA (Enero-Marzo’2013, Julio-Septiembre’2016, Enero-Marzo’2017 ). 

-LEY GENERAL DE VÍCTIMAS (Julio-Septiembre’ 2013). 

-CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES (Enero-Marzo’2014, Enero-Marzo’2016). 

-LEY GENERAL EN MATERIA DE DELITOS ELECTORALES (Enero-Marzo’2014). 

-LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES (Abril-Junio’2014). 

-LEY GENERAL DE PARTIDOS POLÍTICOS (Abril-Junio’2014). 

-LEY NACIONAL DE MECANISMOS ALTERNATIVOS DE SOLUCIÓN DE CONFLICTOS (Abril-

Junio’2015, Octubre-Diciembre’ 2016). 

-LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES (Julio-

Septiembre’2015, Octubre- Diciembre’2017). 

-CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS (Julio-Septiembre’2015). 

-CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DEL NIÑO (Julio-Septiembre’2015, Octubre-

Diciembre’2017). 

-CONVENCIÓN SOBRE LOS ASPECTOS CIVILES DE LA SUSTRACCIÓN INTERNACIONAL DE 

MENORES (Julio-Septiembre’2015). 

-CONVENCIÓN INTERMERICANA SOBRE RESTITUCIÓN INTERNACIONAL DE MENORES 

(Julio-Septiembre’2015). 

-CONVENCIÓN SOBRE LA PROTECCIÓN DE MENORES Y LA COOPERACIÓN EN MATERIA 

DE ADOPCIÓN INTERNACIONAL (Julio-Septiembre’2015). 

-CONVENCIÓN INTERAMERICANA PARA PREVENIR, SANCIONAR Y ERRADICAR LA 

VIOLENCIA CONTRA LA MUJER “CONVENCIÓN DE BELEM DO PARÁ” (Julio-Septiembre’2015, 

Enero - Marzo’2018). 

-LEY DE ATENCIÓN A VÍCTIMAS PARA EL ESTADO DE SONORA (Julio-Septiembre’ 2015, Julio-

Septiembre’ 2016). 
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-LEY PARA LA PROTECCIÓN DE PERSONAS QUE INTERVIENEN EN EL PROCEDIMIENTO 

PENAL PARA EL ESTADO DE SONORA (Julio-Septiembre’ 2015, Julio-Septiembre’ 2016). 

-LEY DE EXTINCIÓN DE DOMINIO PARA EL ESTADO DE SONORA (Julio-Septiembre’ 2015, Julio-

Septiembre’ 2016). 

-LEY PARA LA ADMINISTRACIÓN DE BIENES ASEGURADOS, DECOMISADOS O 

ABANDONADOS DEL ESTADO DE SONORA (Julio-Septiembre’ 2015, Julio-Septiembre’ 2016). 

-LEY GENERAL DE VÍCTIMAS (Julio-Septiembre’ 2016). 

- LEY NACIONAL DEL SISTEMA INTEGRAL DE JUSTICIA PENAL PARA ADOLESCENTES 

(Octubre-Diciembre’ 2016). 

-LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL (Enero-Marzo´2017). 

-LEY GENERAL DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA (Abril-

Junio´2017). 

-LEY GENERAL DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN POSESIÓN DE SUJETOS 

OBLIGADOS (Abril-Junio´2017). 

-LEY DE TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO DE SONORA 

(Abril-Junio´2017). 

-LINEAMIENTOS GENERALES EN MATERIA DE CLASIFICACIÓN Y DESCLASIFICACIÓN DE LA 

INFORMACIÓN, ASÍ COMO PARA LA ELABORACIÓN DE VERSIONES PÚBLICAS (Abril-Junio´2017). 

-LINEAMIENTOS GENERALES PARA LA CUSTODIA Y MANEJO DE INFORMACIÓN 

RESTRINGIDA Y LA PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN POSESIÓN DE LOS SUJETOS 

OBLIGADOS DEL ESTADO DE SONORA (Abril-Junio´2017). 

-LEY DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN POSESIÓN DE SUJETOS OBLIGADOS DEL 

ESTADO DE SONORA. (Abril-Junio´2017). 

- LEY DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES DEL ESTADO DE SONORA. 

(Octubre-Diciembre’2017). 

- LEY GENERAL DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE VIOLENCIA. (Enero - 

Marzo’2018). 

- REGLAMENTO DE LA LEY DE ACCESO DE LAS MUJERES A UNA VIDA LIBRE DE 

VIOLENCIA PARA EL ESTADO DE SONORA. (Enero-Marzo’2018). 

-LEY DE PROTECCIÓN A MADRES JEFAS DE FAMILIA. (Enero - Marzo’2018). 

-LEY DE LOS ADULTOS MAYORES DEL ESTADO DE SONORA. (Enero - Marzo’2018). 

-CONVENCIÓN SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS DE DISCRIMINACIÓN 

CONTRA LA MUJER (Enero - Marzo’2018). 

-RECOMENDACIÓN GENERAL NÚMERO 33 SOBRE EL ACCESO DE LAS MUJERES A LA 

JUSTICIA (Enero - Marzo’2018). 

-LEY NACIONAL DE EXTINCIÓN DE DOMINIO (Julio-Septiembre’2019). 

-LEY NACIONAL DEL REGISTRO DE DETENCIONES (Octubre-Diciembre’2019). 

-LEY NACIONAL SOBRE EL USO DE LA FUERZA (Octubre-Diciembre’2019). 

-LEY DE LA GUARDIA NACIONAL (Octubre-Diciembre’2019). 

-LEY FEDERAL DE DECLARACIÓN ESPECIAL DE AUSENCIA PARA PERSONAS DESAPARECIDAS 

(Octubre-Diciembre’2019). 

- LEY FEDERAL DEL TRABAJO (Octubre-Diciembre’2021). 

- REGLAMENTO DEL CENTRO DE CONVIVENCIA FAMILIAR Y SERVICIOS ESPECIALIZADOS 

DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE SONORA (Enero - Marzo’2022). 

- ACUERDO GENERAL NÚMERO 17/2021 DEL PLENO DEL SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA 

DEL ESTADO DE SONORA, MEDIANTE EL CUAL SE CREA EL CENTRO DE CONVIVENCIA 

FAMILIAR Y SERVICIOS ESPECIALIZADOS DEL PODER JUDICIAL DEL ESTADO DE SONORA 

(Enero - Marzo’2022). 

- REGLAMENTO QUE DETERMINA LOS PROCEDIMIENTOS DE RESPONSABILIDADES 

ADMINISTRATIVAS DE LAS Y LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL PODER JUDICIAL DEL 

ESTADO DE SONORA (Julio - Septiembre’2022). 
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NUEVAS ADQUISICIONES 
 

SECCIÓN PRIMERA  

BOLETÍN OFICIAL DEL GOBIERNO DEL ESTADO  

 
1.- Tomo CCIX. 

22 de marzo de 2022. 

Número 23, Secc. II. 

- Reglamento de austeridad y ahorro del H. Ayuntamiento de San Pedro de la Cueva. 

- Bando de policía y gobierno del H. Ayuntamiento de San Pedro de la Cueva. 

- Reglamento del Comité de Planeación Municipal H. Ayuntamiento de San Pedro de 

la Cueva. 
 

 

2.- Tomo CCIX. 

18 de abril de 2022. 

Número 31, Secc. II. 

- Reglamento de austeridad y ahorro del H. Ayuntamiento de Granados. 

- Modificación que reforma, deroga y adiciona a los artículos 41 y 48 del Bando de Policía y Gobierno, 

donde se actualiza el cobro de las multas por infracciones de tránsito de acuerdo con la Ley de ingresos 

y Presupuesto de Ingresos 2022 del H. Ayuntamiento de Huásabas. 

- Reglamento de austeridad y disciplina del gasto público 2022 del H. Ayuntamiento de Huásabas. 
 

3.- Tomo CCIX. 

18 de abril de 2022. 

Número 31, Secc. III. 

- Reglamento de austeridad del H. Ayuntamiento de Nácori Chico. 

- Reglamento de austeridad de la Universidad Tecnológica de Puerto Peñasco. 
 

4.- Tomo CCIX. 

28 de abril de 2022. 

Número 34, Secc. IV. 

- Lineamientos para el otorgamiento de recursos de ayuda, asistencia y reparación integral a personas en 

situación de víctima. 
 

5.- Tomo CCIX. 

29 de abril de 2022. 

Edición Especial. 

- Convocatoria dirigida a profesionistas con interés en participar en el concurso de oposición libre, para 

la designación de Juezas y Jueces Laborales, del Poder Judicial del Estado de Sonora.  

 

6.- Tomo CCIX. 

06 de mayo de 2022. 

Número 36, Secc. I. 

- Acuerdo General 08/2022, del Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Sonora, mediante 

el cual se autoriza el cambio de domicilio del Juzgado de Primera Instancia Mixto del Distrito Judicial 

de Álamos, Sonora. 

 

7.- Tomo CCIX. 

06 de mayo de 2022. 

Número 36, Secc. II. 

- Reglamento de austeridad y ahorro del H. Ayuntamiento de Magdalena. 
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8.- Tomo CCIX. 

09 de mayo de 2022. 

Número 37, Secc. I. 

- Reglamento Interior del Instituto Municipal de Cultura y Arte del Municipio de Hermosillo.  
 

9.- Tomo CCIX. 

12 de mayo de 2022. 

Número 38, Secc. II. 

- Reglamento del Sistema Institucional de Archivos del Instituto Sonorense de Transparencia, Acceso a 

la Información Pública y Protección de Datos Personales.  
 

10.- Tomo CCIX. 

12 de mayo de 2022. 

Número 38, Secc. III. 

- Reforma y adición del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal Directa del H. 

Ayuntamiento de Hermosillo.  
 

11.- Tomo CCIX. 

16 de mayo de 2022. 

Número 39, Secc. II. 

- Reglamento de austeridad del H. Ayuntamiento de Caborca (OOMAPAS).  

- Reglamento de pasajes, viáticos y traslado de personal del H. Ayuntamiento de Caborca. 
 

12.- Tomo CCIX. 

19 de mayo de 2022. 

Número 40, Secc. I. 

- Decreto número 35, que adiciona un artículo 98 bis a la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado 

de Sonora. 

- Decreto número 41, que adiciona y modifica diversas disposiciones a la Ley Orgánica del Poder 

Legislativo del Estado de Sonora. 
 

13.- Tomo CCIX. 

26 de mayo de 2022. 

Número 42, Secc. I. 

- Reforma al Reglamento del Servicio Profesional de Carrera Policial del H. Ayuntamiento de Cajeme.  
 

14.- Tomo CCIX. 

26 de mayo de 2022. 

Número 42, Secc. II. 

- Reglamento Interior del Instituto Superior de Auditoría y Fiscalización.  
 

15.- Tomo CCIX. 

30 de mayo de 2022. 

Número 43, Secc. II. 

- Adición al Reglamento de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas para el Municipio de 

Cajeme. 

- Adición al Bando de Policía y Gobierno para el Municipio de Cajeme. 

- Reglamento de Austeridad del Municipio de Cajeme. 

 

16.- Tomo CCIX. 

02 de junio de 2022. 

Número 44, Secc. I. 

- Ley número 4, de Responsabilidad Patrimonial para el Estado de Sonora y sus Municipios. 
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- Acuerdo General número 09/2022, del Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Sonora, 

que determina el cierre y conclusión de actividades de los Juzgados de Primera Instancia de lo Penal, 

Primero y Segundo de los Distritos Judiciales de Navojoa y Hermosillo, respectivamente, y amplia la 

competencia de los Jueces que están adscritos al Juzgado Oral de lo Penal del Distrito Judicial 5, con 

cabecera en Navojoa, Sonora, para la atención de los expedientes que corresponden al primero de los 

Juzgados mencionados. 

 

17.- Tomo CCIX. 

06 de junio de 2022. 

Número 45, Secc. II. 

- Ley número 82, para la Prevención Social de la Violencia y la Delincuencia, con Participación 

Ciudadana para el Estado de Sonora. 

- Decreto número 32, que reforma el artículo 45 de la Ley de Registro Civil para el Estado de Sonora. 

- Decreto número 37, que reforma las fracciones IV y V y adiciona una fracción VI, todas del artículo 

144 del Código de Familia para el Estado de Sonora. 

- Decreto número 39, que reforma y deroga diversas disposiciones del Código de Familia para el Estado 

de Sonora. 

- Decreto número 40, que adiciona el artículo 167 Quarter, al Código Penal del Estado de Sonora. 

- Decreto número 44, que reforma, deroga y adiciona diversas disposiciones de la Ley Orgánica del 

Poder Legislativo del Estado de Sonora. 

- Decreto número 45, que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de Protección Ciudadana 

contra los efectos nocivos del tabaco. 

 

18.- Tomo CCIX. 

06 de junio de 2022. 

Número 45, Secc. IV. 

- Reglamento Interior de la Oficialía Mayor del Poder Ejecutivo.  

 

19.- Tomo CCIX. 

09 de junio de 2022. 

Número 46, Secc. I. 

- Acuerdo General 10/2022, del Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Sonora, mediante 

el cual se determina la transformación temporal de los Juzgados Primero, Segundo, Tercero y Cuarto 

de Primera Instancia de lo Familiar del Distrito Judicial de Hermosillo, Sonora, para convertir cada uno 

de ellos en Juzgados de Primera Instancia "A" y Juzgados de Primera Instancia "B", con la misma 

especialidad en materia familiar; y se establecen los Lineamientos de su modificación en estructura, 

integración y organización. 

 

20.- Tomo CCIX. 

09 de junio de 2022. 

Número 46, Secc. II. 

- Reforma al Reglamento de la Administración Municipal de Cananea. 

- Reglamento de Adquisiciones y Licitaciones del H. Ayuntamiento de Cananea.   

 

21.- Tomo CCIX. 

13 de junio de 2022. 

Número 47, Secc. I. 

- Acuerdo mediante el cual el Congreso del Estado nos informa que la Licenciada América Yescas 

Figueroa, rindió protesta de ley para desempeñar funciones como Magistrada Propietaria del Supremo 

Tribunal de Justicia del Estado. 



BOLETÍN DE INFORMACIÓN JUDICIAL DEL ESTADO DE SONORA 

81 

 

- Reglamento que determina los Procedimientos de Responsabilidades Administrativas de las y los 

Servidores Públicos del Poder Judicial del Estado de Sonora.   

 

22.- Tomo CCIX. 

13 de junio de 2022. 

Número 47, Secc. II. 

- Acuerdo que reforma, deroga y adiciona diversas disposiciones del Reglamento Interior del Colegio de 

Estudios Científicos y Tecnológicos del Estado de Sonora. 

- Reglamento de Vida en Comunidad, Protección Animal, Medio Ambiente y Equilibrio Ecológico del 

Municipio de General Plutarco Elías Calles. 

 

23.- Tomo CCIX. 

15 de junio de 2022. 

Edición Especial. 

- Decreto número 54, que abroga la Ley que regula el uso del cubrebocas y demás medidas para prevenir la 

transmisión de la enfermedad provocada por el virus SARS-CoV1 (COVID-19) en el Estado de Sonora.   

 

24.- Tomo CCIX. 

16 de junio de 2022. 

Número 48, Secc. I. 

- Reglamento Interior de la Secretaría de la Contraloría General.   

 

25.- Tomo CCIX. 

27 de junio de 2022. 

Número 51, Secc. I. 

- Reglamento Interno del Archivo Municipal del H. Ayuntamiento de Nogales.    

 

26.- Tomo CCIX. 

27 de junio de 2022. 

Número 51, Secc. II. 

- Reglamento de austeridad del Instituto de Becas y Crédito Educativo   

 

27.- Tomo CCIX. 

30 de junio de 2022. 

Número 52, Secc. I. 

- Reglamento Interno de Trabajo del Organismo Operador Municipal de Agua Potable del H. 

Ayuntamiento de Benito Juárez. 

- Código de Ética de las Personas Servidoras Públicas del Municipio de Empalme, Sonora. 

 

28.- Tomo CCIX. 

30 de junio de 2022. 

Número 52, Secc. II. 

- Reglamento de Comercio y Oficios en la vía pública del H. Ayuntamiento de Empalme.  

 

29.- Tomo CCIX. 

30 de junio de 2022. 

Número 52, Secc. III. 

- Acuerdo por el que se emite el Código de Ética de las y los Servidores Públicos del H. Ayuntamiento 

de Hermosillo. 
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30.- Tomo CCIX. 

30 de junio de 2022. 

Número 52, Secc. IV. 

- Reglamento Municipal de Turismo del H. Ayuntamiento de Empalme. 

- Reglamento del Comité de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del H. Ayuntamiento de Empalme. 

- Reglamento de austeridad del H. Ayuntamiento de Empalme. 
 

31.- Tomo CCX. 

04 de julio de 2022. 

Número 1, Secc. I. 

- Reglamento de la Ley de Atención a Víctimas para el Estado de Sonora. 
 

32.- Tomo CCX. 

07 de julio de 2022. 

Número 2, Secc. I. 

- Decreto número 43, que adiciona diversas disposiciones a la Ley de los Derechos de las Personas 

Adultas Mayores del Estado de Sonora.  

- Decreto número 55, que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley del Instituto de Seguridad 

y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado de Sonora. 

- Decreto número 58, que adiciona diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del 

Estado de Sonora. 

- Decreto número 59, que reforma y adiciona diversas disposiciones de la Ley de Gobierno y 

Administración Municipal. 
 

33.- Tomo CCX. 

18 de julio de 2022. 

Número 5, Secc. II. 

- Reglamento del Funcionamiento de la Comisión de Honor, Selección y Promoción del H. 

Ayuntamiento de Pitiquito. 
 

34.- Tomo CCX. 

21 de julio de 2022. 

Número 6, Secc. I. 

- Reforma que adiciona diversas disposiciones al artículo 44 BIS del Reglamento Interior de la Comisión 

Estatal de Derechos Humanos. 
 

35.- Tomo CCX. 

21 de julio de 2022. 

Número 6, Secc. II. 

- Reglamento del Comité de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios de la Administración Pública 

Municipal del H. Ayuntamiento de Pitiquito. 
 

36.- Tomo CCX. 

21 de julio de 2022. 

Número 6, Secc. III. 

- Código de ética del H. Ayuntamiento de Bacerac.  
 

37.- Tomo CCX. 

25 de julio de 2022. 

Número 7, Secc. I. 

- Acuerdo que reforma y adiciona diversas disposiciones del Reglamento Interior del Instituto Sonorense 

de Infraestructura Educativa. 
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- Reglamento de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del 

H. Ayuntamiento de Suaqui Grande. 

 

38.- Tomo CCX. 

28 de julio de 2022. 

Número 8, Secc. I. 

- Reglamento de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del 

H. Ayuntamiento de Bacerac. 

 

39.- Tomo CCX. 

28 de julio de 2022. 

Número 8, Secc. II. 

- Ley número 87, de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público del Estado de Sonora.  

 

40.- Tomo CCX. 

04 de agosto de 2022. 

Número 10, Secc. I. 

- Acta del Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado número 21/2022. 

- Acuerdo General 11/2022, del Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Sonora, mediante el 

cual se aprueban el Procedimiento de Consumo de Combustible por medio de Sistema Electrónico y el 

Procedimiento de Control Alterno de Suministro de Combustible para su aplicación inmediata e 

incorporación al Manual de Procedimientos de Oficialía Mayor del Poder Judicial del Estado de Sonora, en 

cumplimiento a lo dispuesto en la Ley de Austeridad y Ahorro del Estado de Sonora y sus Municipios. 

- Acuerdo General 12/2022, del Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Sonora, mediante 

el cual se aprueban el Programa Anual de Austeridad y Ahorro, así como los Tabuladores Salariares y 

de Viáticos para el ejercicio fiscal 2022, de este Poder Judicial del Estado de Sonora, en cumplimiento 

a lo dispuesto en la Ley de Austeridad y Ahorro del Estado de Sonora y sus Municipios. 

- Acuerdo General 13/2022, del Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Sonora, mediante 

el cual se autoriza el cambio de domicilio del actualmente denominado Juzgado de Primera Instancia 

Mixto con Competencia Especializada, del Distrito Judicial de Guaymas, Sonora. 

 

41.- Tomo CCX. 

08 de agosto de 2022. 

Número 11, Secc. I. 

- Acuerdo General 14/2022, del Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Sonora, mediante 

el cual se amplía la competencia por materia del Primer Tribunal Unitario Regional de Circuito del 

Estado, especializado en justicia para adolescentes, con cabecera en Hermosillo, Sonora, para que 

también, de manera exclusiva, conozca y resuelva de los recursos de apelación que se interpongan en el 

proceso penal acusatorio y oral que se resuelvan de manera unitaria, que correspondan al Primer 

Circuito y sean de la jurisdicción de los Tribunales Colegiados Regionales de Circuito. 

 

42.- Tomo CCX. 

15 de agosto de 2022. 

Número 13, Secc. II. 

- Reglamento Interior del H. Ayuntamiento y de la Administración Pública Municipal de Pitiquito, 

Sonora.  

 

43.- Tomo CCX. 

18 de agosto de 2022. 

Número 14, Secc. III. 

- Reforma al Reglamento de Mejora Regulatoria para el Municipio de Cajeme.  
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44.- Tomo CCX. 

18 de agosto de 2022. 

Número 14, Secc. V. 

- Reglamento Interior del Organismo Operador Municipal de Agua Potable, Alcantarillado y 

Saneamiento del Municipio de Puerto Peñasco.   

 

45.- Tomo CCX. 

22 de agosto de 2022. 

Número 15, Secc. II. 

- Modificación para complementar el Acuerdo General número 11/2022, mediante el cual se aprobaron 

los procedimientos de consumo de combustible por medio de Sistema Electrónico y el Procedimiento 

de Control Alterno de Suministro de Combustible del Poder Judicial del Estado. 

 

46.- Tomo CCX. 

22 de agosto de 2022. 

Número 15, Secc. III. 

- Reforma y Adición del Reglamento de Protección y Bienestar Canino y Felino del Municipio de 

Hermosillo y del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal Directa del H. 

Ayuntamiento de Hermosillo y de la Emisión del Acuerdo de Creación del Instituto Municipal de 

Protección y Bienestar Animal como Órgano Administración Desconcentrado de la Administración 

Pública Municipal Directa del H. Ayuntamiento de Hermosillo. 

- Reglamento para el Consejo Local de Tutelas del H. Ayuntamiento de Hermosillo, Sonora. 

- Reglamento de Austeridad y Ahorro del H. Ayuntamiento de Hermosillo.  

 

47.- Tomo CCX. 

25 de agosto de 2022. 

Número 16, Secc. II. 

- Decreto número 56, que reforma el artículo 1 de la Ley Orgánica del Colegio de Sonora. 

- Decreto número 66, que reforma y deroga diversas disposiciones de la Ley Orgánica del Poder 

Legislativo del Estado de Sonora.  

 

48.- Tomo CCX. 

29 de agosto de 2022. 

Número 17, Secc. I. 

- Reglamento de la Ley para la Protección, Conservación y Fomento del árbol en las zonas urbanas del 

municipio de Arivechi. 

- Reglamento de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales del 

Municipio de Arivechi. 

 

49.- Tomo CCX. 

29 de agosto de 2022. 

Número 17, Secc. II. 

- Acuerdo General 15/2022, del Pleno del Supremo Tribunal de Justicia del Estado de Sonora, que 

autoriza la modificación de la competencia por materia y denominación del Juzgado de Primera 

Instancia de lo Penal y de lo Familiar del Distrito Judicial de Nogales, Sonora, para especializarlo en 

materia familiar; y amplía la competencia de los Jueces que están adscritos al Juzgado Oral de lo Penal 

del Distrito Judicial 3, con cabecera en Nogales, Sonora, para la atención de los expedientes que en 

materia penal corresponden al juzgado cuya competencia y denominación se modifican. 
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SECCIÓN SEGUNDA 

DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN 

            

1.- Número 05. 

06 de mayo de 2022. 

- Anexos 1-A, 3, 7, 14 y 23 de la Tercera Resolución de Modificaciones a la 

Resolución Miscelánea Fiscal para 2022, publicada el 29 de abril de 2022. 

- Reglamento Orgánico en Materia de Administración de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación.    

 

 
2.- Número 07. 

   10 de mayo de 2022. 

- Decreto por el que se adicionan diversas disposiciones de la Ley de Disciplina Financiera de las 

Entidades Federativas y los Municipios. 

- Decreto por el que se adiciona una fracción X al artículo 5° de la Ley de los Derechos de las Personas 

Adultas Mayores. 

- Decreto por el que se reforman y adicionan diversos artículos de la Ley de Premios, Estímulos y 

Recompensas Civiles.  

 

3.- Número 08. 

   11 de mayo de 2022. 

- Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal de Defensoría 

Pública, de la Ley General de Salud, de la Ley General de Cultura Física y Deporte, de la Ley General 

de Cambio Climático, de la Ley Orgánica de la Procuraduría de la Defensa del Contribuyente, de la 

Ley Orgánica del Seminario de Cultura Mexicana, de la Ley de la Agencia Nacional de Seguridad 

Industrial y de Protección al Medio Ambiente del Sector Hidrocarburos, de la Ley de la Comisión 

Federal de Electricidad, de la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, de la Ley que Crea 

la Agencia de Noticias del Estado Mexicano, de la Ley del Sistema Público de Radiodifusión del 

Estado Mexicano, de la Ley de Instituciones de Seguros y de Fianzas, de la Ley del Fondo Mexicano 

del Petróleo para la Estabilización y el Desarrollo, de la Ley de la Industria Eléctrica, de la Ley de la 

Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo Octavo del Artículo 25 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al Sector Social de la Economía, de la Ley 

de la Casa de Moneda de México, de la Ley de Concursos Mercantiles, de la Ley de Bioseguridad de 

Organismos Genéticamente Modificados, de la Ley de Aguas Nacionales, de la Ley de Asistencia 

Social, de la Ley General de Desarrollo Social, de la Ley Orgánica de la Financiera Nacional de 

Desarrollo Agropecuario, Rural, Forestal y Pesquero, de la Ley Federal para la Administración y 

Enajenación de Bienes del Sector Público, de la Ley Federal de Variedades Vegetales, de la Ley 

Federal de Sanidad Vegetal, de la Ley Federal de Sanidad Animal, de la Ley Federal de Fomento a las 

Actividades Realizadas por Organizaciones de la Sociedad Civil, de la Ley Orgánica del Consejo 

Nacional de Ciencia y Tecnología, de la Ley de Protección al Ahorro Bancario, de la Ley de los 

Institutos Nacionales de Salud, de la Ley de Ciencia y Tecnología, en materia de paridad de género. 

 

4.- Número 10. 

   13 de mayo de 2022. 

- Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley General en Materia de 

Desaparición Forzada de Personas, Desaparición Cometida por Particulares y del Sistema Nacional de 

Búsqueda de Personas.  

- Decreto por el que se deroga la fracción I del artículo 26 de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la 

Discriminación. 
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5.- Número 11. 

   16 de mayo de 2022. 

- Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley General de 

Salud, en materia de Salud Mental y Adicciones. 

 

6.- Número 12. 

   17 de mayo de 2022. 

- Decreto por el que se reforman los artículos 1 y 9 de la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la 

Discriminación. 

- Decreto por el que se expide la Ley General de Movilidad y Seguridad Vial. 

 

7.- Número 13. 

   18 de mayo de 2022. 

- Decreto por el que se reforman los artículos 17, 35 y 36 de la Ley General para la Igualdad entre 

Mujeres y Hombres. 

- Decreto por el que se adiciona un inciso I) a la fracción II del artículo 12 de la Ley del Instituto 

Nacional de los Pueblos Indígenas. 

- Decreto por el que se reforman y derogan diversas disposiciones de la Ley del Servicio Militar. 

- Decreto por el que se reforma el artículo Quinto Transitorio del "Decreto por el que se reforman, 

adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Federal del Trabajo, de la Ley Orgánica del 

Poder Judicial de la Federación, de la Ley Federal de la Defensoría Pública, de la Ley del Instituto del 

Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores y de la Ley del Seguro Social, en materia de 

justicia laboral, libertad sindical y negociación colectiva", publicado en el Diario Oficial de la 

Federación el 1 de mayo de 2019. 

 

8.- Número 24. 

   30 de mayo de 2022. 

- Estatuto Orgánico de la Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas. 

- Lineamientos de Supervisión de los Especialistas de Concursos Mercantiles. 

 

9.- Número 02. 

   02 de junio de 2022. 

- Decreto por el que se adicionan diversas disposiciones del Reglamento de la Ley de Obras Públicas y 

Servicios Relacionados con las Mismas. 

- Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones del Reglamento de la Ley de 

Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público. 

 

10.- Número 07. 

   07 de junio de 2022. 

- Decreto por el que se expide la Ley de los Impuestos Generales de Importación y de Exportación. 

 

11.- Número 09. 

   09 de junio de 2022. 

- Decreto por el que se Reforman, Adicionan y Derogan Diversas Disposiciones del Reglamento de la 

Escuela de Maquinaria Naval.  

- Cuarta Resolución de Modificaciones a la Resolución Miscelánea Fiscal para 2022 y sus anexos 1-A, 

9, 15 y 23. 

 

12.- Número 30. 

   29 de junio de 2022. 

   Edición Vespertina. 
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- Decreto por el que se reforma el diverso por el que se modifica la Tarifa de la Ley de los Impuestos 

Generales de Importación y de Exportación, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 22 de 

noviembre de 2021.  
 

13.- Número 31. 

30 de junio de 2022. 

- Acuerdo General 12/2022 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la creación, 

denominación e inicio de funciones del Juzgado Cuarto de Distrito en Materia Administrativa en el 

Estado de Nuevo León, con residencia en Monterrey, así como su competencia, jurisdicción territorial, 

domicilio, reglas de turno, sistema de recepción y distribución de asuntos entre los Juzgados de Distrito 

en Materia Administrativa en el Estado y residencia indicados; y que reforma el similar 3/2013, 

relativo a la determinación del número y límites territoriales de los circuitos judiciales en que se divide 

la República Mexicana; y al número, a la jurisdicción territorial y especialización por materia de los 

Tribunales de Circuito y de los Juzgados de Distrito. 
 

14.- Número 02. 

   02 de julio de 2022. 

- Decreto por el que se adicionan diversas disposiciones del Reglamento de la Ley de Obras Públicas y 

Servicios Relacionados con las Mismas. 
 

15.- Número 07. 

   07 de julio de 2022. 

- Decreto por el que se expide la Ley de los Impuestos Generales de Importación y de Exportación. 
 

16.- Número 08. 

   12 de julio de 2022. 

- Decreto por el que se Reforman, Adicionan y Derogan Diversas Disposiciones del Reglamento de 

Uniformes, Divisas y Distintivos para la Armada de México.  
 

17.- Número 11. 

   14 de julio de 2022. 

- Código de Ética de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos.  
 

18.- Número 12. 

   15 de julio de 2022. 

- Quinta Resolución de Modificaciones a la Resolución Miscelánea Fiscal para 2022 y sus Anexos 1-A y 14.  
 

19.- Número 23. 

   26 de julio de 2022. 

- Decreto por el que se expide el Reglamento del Centro Unificado para la Protección Marítima y Portuaria. 
 

20.- Número 24. 

   27 de julio de 2022. 

- Decreto por el que se expide el Reglamento Interior de la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos Naturales. 
 

21.- Número 28. 

   29 de julio de 2022. 

- Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones del Reglamento Interior de 

la Secretaría de Seguridad y Protección Ciudadana. 
 

22.- Número 09. 

   10 de agosto de 2022. 

- Reglamento del Sistema Nacional de Investigadores. 
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23.- Número 14. 

   16 de agosto de 2022. 

- Decreto por el que se Reforman, Adicionan y Derogan Diversas Disposiciones del Reglamento de 

Vacaciones y Licencias para el Personal de la Armada de México.  

- Sexta Resolución de Modificaciones a la Resolución Miscelánea Fiscal para 2022 y su Anexo 29. 
 

24.- Número 19. 

   22 de agosto de 2022. 

- Acuerdo General 13/2022 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la conclusión de 

funciones del Juzgado Sexto de Distrito en el Estado de Sonora, con residencia en Nogales.  
 

25.- Número 20. 

   23 de agosto de 2022. 

- Decreto por el que se Reforman, Adicionan y Derogan Diversas Disposiciones del Reglamento General 

de Inspección del Trabajo y Aplicación de Sanciones.   
 

26.- Número 25. 

   26 de agosto de 2022. 

- Decreto por el que se Reforman, Adicionan y Derogan Diversas Disposiciones del Reglamento Interior 

de la Secretaría de Educación Pública.   
 

27.- Número 28. 

   29 de agosto de 2022. 

- Decreto por el que se expide el Reglamento del Servicio de Protección Federal. 

- Acuerdo General 14/2022 del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la creación, 

denominación e inicio de funciones del Juzgado Decimocuarto de Distrito en el Estado de Sonora, con 

residencia en Hermosillo, así como su competencia, jurisdicción territorial, domicilio, reglas de turno, 

sistema de recepción y distribución de asuntos entre los Juzgados de Distrito en el Estado y residencia 

indicados; y que reforma el similar 3/2013, relativo a la determinación del número y límites 

territoriales de los circuitos judiciales en que se divide la República Mexicana; y al número, a la 

jurisdicción territorial y especialización por materia de los Tribunales de Circuito y de los Juzgados de 

Distrito; y que reforma y deroga el Acuerdo General 5/2014, del Pleno del Consejo de la Judicatura 

Federal, que regula de forma temporal la diligenciación de comunicaciones oficiales de procesos 

penales federales, que impliquen afectación de la situación jurídica del procesado, en los Juzgados de 

Distrito en los estados de Sonora, con residencia en Hermosillo; Veracruz, con sede en Villa Aldama; 

Tamaulipas, con residencia en Matamoros y Nayarit, con sede en la localidad de "El Rincón" y en la 

ciudad de Tepic; así como en La Laguna, con residencia en Torreón, Coahuila de Zaragoza 
 

28.- Número 31. 

   31 de agosto de 2022. 

- Segunda Resolución de Modificaciones a las Reglas Generales de Comercio Exterior para 2022 y su 

Anexo 22. 

- Decreto por el que se expide el Reglamento de la Procuraduría Federal de la Defensa del Trabajo.   
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OPCIONES DE CONSULTA Y SERVICIOS QUE OFRECE EL 

H. SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA 
 

 

 

    OCUPA MUCHO TIEMPO EN VISITAR LOS JUZGADOS 

    Y REVISAR LAS LISTAS DE ACUERDO EN ESTRADOS? 
 

 
 

 

 

 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

    

    

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Para dudas y sugerencias: 

 

 

Correo electrónico 

infstj@stjsonora.gob.mx 

Consulte desde su despacho nuestra página en 

INTERNET: 

http://www.stjsonora.gob.mx 

Visite nuestra 

BIBLIOTECA JURÍDICA VIRTUAL 

 

Ofrece a los usuarios material de 

consulta de carácter jurídico: 

 -  Boletín de Información Judicial del Estado de Sonora.     

 -  Boletín de adquisiciones bibliográficas y hemerográficas. 

 -  Instrumentos y reformas legales recientes. 

 -  Marco Normativo. 

 -  Selección de Bibliotecas Virtuales. 

 -  Ligas de Interés. 

 -  Hemeroteca. 

 -  Editoriales. 

 -  Buscadores Jurídicos. 
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BOLETÍN DE INFORMACIÓN JUDICIAL DEL ESTADO DE SONORA 
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